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I.- JURISPRUDENCIA CONSTITUCIONAL 

 
1. Jurisprudencia constitucional con precedente vinculante 

Es un honor dirigirme a ustedes para desarrollar un tema de enorme relevancia dentro del 

Derecho Constitucional contemporáneo: la jurisprudencia constitucional con precedente 

vinculante. Este tema no solamente representa un instrumento jurídico de interpretación 

de la Constitución, sino también un mecanismo fundamental para garantizar la seguridad 

jurídica, la igualdad ante la ley y la protección efectiva de los derechos fundamentales. 

En los Estados constitucionales modernos, la Constitución deja de ser un simple 

documento político para convertirse en una verdadera norma jurídica suprema, capaz de 

orientar toda la actividad del Estado y de los ciudadanos. En ese contexto, los tribunales 

constitucionales adquieren una función trascendental, pues son los encargados de 

interpretar la Constitución y velar por su cumplimiento. 

Sin embargo, la interpretación constitucional no puede quedar librada únicamente a 

criterios cambiantes o decisiones aisladas. Surge entonces la necesidad de establecer 

precedentes vinculantes, es decir, decisiones emitidas por los órganos jurisdiccionales 

constitucionales que deben ser obligatoriamente observadas por todos los jueces y 

autoridades del país. 

La jurisprudencia constitucional con precedente vinculante permite uniformizar criterios, 

evitar contradicciones en las decisiones judiciales y fortalecer el principio de 

predictibilidad jurídica. Además, contribuye a consolidar el Estado de Derecho y a brindar 

mayor confianza a los ciudadanos respecto de la administración de justicia. 

La jurisprudencia constitucional puede definirse como el conjunto de decisiones, 

interpretaciones y criterios emitidos por los tribunales constitucionales o cortes supremas 

respecto de la Constitución y de los derechos fundamentales. 

A diferencia de otras ramas del derecho, el Derecho Constitucional tiene una relación 

directa con la protección de principios, valores y derechos esenciales para la convivencia 

democrática. Por ello, las decisiones de los tribunales constitucionales poseen una 

relevancia especial, ya que sirven como guía para todos los operadores jurídicos. 

La jurisprudencia constitucional cumple diversas funciones. En primer lugar, interpreta 

el contenido de las normas constitucionales, muchas veces redactadas de manera general 

o abstracta. En segundo lugar, resuelve conflictos entre derechos fundamentales o entre 

órganos del Estado. Finalmente, garantiza la supremacía constitucional frente a normas o 

actos contrarios a la Constitución. 

En muchos países de América Latina, como Perú, Colombia y México, la jurisprudencia 

constitucional ha evolucionado hasta convertirse en una verdadera fuente del derecho. 

Esto significa que las decisiones de los tribunales constitucionales no solo resuelven casos 

concretos, sino que también crean criterios obligatorios para situaciones futuras. 

https://aliaga-dcc26f.webnode.page/
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El precedente vinculante es una decisión judicial que contiene una regla jurídica 

obligatoria para resolver casos similares en el futuro. 

Cuando un tribunal constitucional establece un precedente vinculante, todos los jueces y 

autoridades deben aplicar ese criterio en situaciones semejantes. No se trata simplemente 

de una recomendación, sino de una obligación jurídica. 

El precedente vinculante tiene su origen en el sistema anglosajón conocido como common 

law, donde las decisiones judiciales constituyen una fuente principal del derecho. Con el 

tiempo, muchos sistemas jurídicos de tradición romano-germánica incorporaron esta 

figura debido a sus ventajas prácticas. 

En el ámbito constitucional, el precedente vinculante cumple una función especialmente 

importante porque garantiza la interpretación uniforme de la Constitución. Esto evita que 

cada juez interprete los derechos fundamentales de manera distinta, generando 

inseguridad jurídica y desigualdad. 

La principal característica del precedente vinculante es su obligatoriedad. Todos los 

jueces y autoridades deben respetar el criterio establecido por el tribunal constitucional. 

Otra característica importante es su generalidad, ya que aunque surge de un caso concreto, 

tiene efectos para situaciones futuras semejantes. 

Además, el precedente vinculante se relaciona directamente con la interpretación de la 

Constitución y con la protección de los derechos fundamentales. 

La jurisprudencia constitucional con precedente vinculante desempeña un papel esencial 

en el fortalecimiento del Estado constitucional de derecho. 

Uno de sus principales beneficios es la seguridad jurídica. Cuando existen criterios 

uniformes y obligatorios, los ciudadanos conocen con mayor claridad cuáles son sus 

derechos y cómo serán interpretadas las normas. 

Asimismo, el precedente vinculante garantiza el principio de igualdad, ya que casos 

similares deben recibir soluciones similares. 

También fortalece la protección de los derechos fundamentales y contribuye a consolidar 

una administración de justicia más coherente y transparente. 

A pesar de sus ventajas, el precedente vinculante también ha recibido críticas. Algunos 

consideran que otorga demasiado poder a los tribunales constitucionales, permitiéndoles 

crear reglas que podrían parecer funciones propias del Poder Legislativo. 

Otros sostienen que puede limitar la independencia judicial, ya que los jueces inferiores 

deben seguir criterios establecidos incluso cuando no estén totalmente de acuerdo con 

ellos. 

Sin embargo, estas críticas no eliminan la importancia del precedente vinculante, sino que 

evidencian la necesidad de que los tribunales actúen con responsabilidad y fundamenten 

adecuadamente sus decisiones. 
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Para concluir, podemos afirmar que la jurisprudencia constitucional con precedente 

vinculante constituye uno de los pilares fundamentales del Estado constitucional 

moderno. 

A través de ella, los tribunales constitucionales no solo resuelven conflictos concretos, 

sino que también establecen criterios obligatorios destinados a garantizar la supremacía 

de la Constitución y la protección efectiva de los derechos fundamentales. 

El precedente vinculante fortalece la seguridad jurídica, promueve la coherencia en las 

decisiones judiciales y contribuye a consolidar una administración de justicia más 

predecible y transparente. 

Finalmente, debemos comprender que la jurisprudencia constitucional con precedente 

vinculante no es solamente un tema técnico o jurídico. Se trata, sobre todo, de un 

instrumento destinado a proteger la dignidad de las personas y asegurar que la 

Constitución sea verdaderamente una norma viva. 

Muchas gracias. 

 

 

 

 

Autor: Aliaga Quicaño, Celia Virgina Angelina 

Trabajado con IA 



7 
 

2. Jurisprudencia Constitucional Con Precedente Vinculante 

 

Señores miembros de la mesa de honor, estimados docentes, compañeras y compañeros 

estudiantes de la Universidad Privada de Tacna, y a todos quienes nos acompañan en 

este I Congreso de Actualización Integral en Derecho: muy buenas tardes a todos. 

Es un honor para mí estar hoy en esta tribuna. Al ver este auditorio, no puedo evitar 

pensar en el enorme peso de la responsabilidad que compartimos. Algunos de nosotros 

llegamos a las aulas con la frescura de la juventud; otros asumimos este camino con la 

madurez de los años y la experiencia de la vida. Pero a todos nos une la misma pasión: 

la búsqueda de la justicia a través del Derecho. 

Hoy nos convoca un tema que, aunque pueda parecer técnico en la teoría, resulta 

profundamente humano en la práctica: la jurisprudencia constitucional con precedente 

vinculante. Estamos hablando de cómo las decisiones de los tribunales moldean la vida 

real de las personas. Estamos hablando de poder. Y también, de los límites a ese poder. 

I. ¿Qué es la jurisprudencia constitucional? 

 

La jurisprudencia constitucional está compuesta por las decisiones emitidas por el 

Tribunal Constitucional del Perú cuando resuelve casos vinculados a derechos 

fundamentales y a la interpretación de nuestra Constitución. Estas sentencias no solo 

 

resuelven conflictos individuales: construyen el significado vivo de la norma suprema. 

 

Dentro de esta jurisprudencia existe una categoría de especial importancia, que es 

precisamente el objeto de nuestra exposición: el precedente vinculante. Y es 

indispensable comprender bien la diferencia, porque no toda sentencia del Tribunal fija 

uno. 

II. El precedente vinculante: la regla que obliga a todos 
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El precedente vinculante es aquella regla jurídica que el Tribunal Constitucional 

 

establece expresamente como obligatoria para todos los jueces, instituciones públicas y 

operadores jurídicos del país. Esta facultad se encuentra reconocida en el artículo VII 

del Título Preliminar del Código Procesal Constitucional. No es una sugerencia. No es 

una opinión respetable. Es ley en sentido material, emanada de la máxima instancia de 

interpretación constitucional del país. 

Para que una regla adquiera ese carácter, el Tribunal debe declararlo expresamente. 

 

Debe señalar: esta parte de mi decisión obliga a todos. Y cuando lo hace, ese fragmento 

tiene fuerza equivalente a la de una ley del Congreso. 

El precedente vinculante es, en esencia, la garantía de que el Derecho no es una 

 

tómbola. Es la promesa del Estado de que casos iguales serán resueltos de la misma 

manera. En una sola expresión: es la columna vertebral de la seguridad jurídica. 

III. Jurisprudencia en acción: los casos que cambiaron realidades 

 

Permítanme ilustrar esto con tres ejemplos concretos que demuestran el verdadero 

alcance de esta institución. 

El primero: el caso del Anticonceptivo Oral de Emergencia, sentencia N.° 00238-2021- 

 

PA/TC. Durante años, el Perú vivió en una incertidumbre jurídica respecto a la 

 

distribución gratuita de este fármaco en los centros de salud públicos. Mientras el debate 

jurídico continuaba, miles de mujeres en situación de vulnerabilidad quedaban 

desprotegidas en sus derechos reproductivos y de salud. El Tribunal Constitucional 

 

resolvió de fondo: el Estado tiene la obligación de garantizar su distribución gratuita. 

Ningún funcionario, ningún hospital público puede hoy negarse a cumplir ese mandato. 

El derecho abstracto se convirtió en política pública tangible. Eso es el precedente 

vinculante en su máxima expresión. 
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El segundo: el caso Baylón Flores, STC N.° 0206-2005-PA/TC. Antes de este fallo, los 

trabajadores afectados por despidos arbitrarios acudían indiscriminadamente al amparo 

constitucional, generando incertidumbre procesal. El Tribunal estableció con claridad 

cuándo procede el amparo laboral y cuándo corresponde acudir a la vía ordinaria. 

Delimitó competencias, protegió derechos y le dio predictibilidad al sistema. Este es el 

derecho constitucional en acción: no como abstracción académica, sino como 

herramienta que decide si una persona recupera su trabajo o no. 

 

El tercero: el caso Dirección Regional de Pesquería de La Libertad, STC N.° 4853- 

2004-PA/TC. Antes de este precedente, existía una proliferación de demandas de 

amparo contra amparo que generaban una inseguridad jurídica enorme. Los jueces del 

país tenían criterios distintos y la ciudadanía no sabía a qué atenerse. Con este fallo, el 

Tribunal señaló: hasta aquí. Esta es la regla. Y es vinculante. No solo resolvió el caso 

concreto. Ordenó el sistema. 

IV. Una institución que también tiene límites 

 

Sería, sin embargo, una visión incompleta presentar el precedente vinculante 

 

únicamente desde su lado positivo. Esta institución también tiene una dimensión crítica 

que ningún operador jurídico puede ignorar. 

El jurista Domingo García Belaunde ha señalado que la fortaleza del sistema 

 

constitucional peruano depende, en gran medida, de la coherencia interna del Tribunal. 

Un Tribunal que cambia sus criterios con facilidad no construye jurisprudencia: 

construye incertidumbre. 

 

Esto nos recuerda que el Derecho no es un conjunto de reglas eternas grabadas en 

piedra. Es un diálogo permanente entre normas, hechos e intérpretes. Y nosotros, los 

estudiantes de hoy, seremos mañana parte activa de ese diálogo. 



10 
 

V. Reflexión final 

 

Compañeras y compañeros, el estudio de la jurisprudencia constitucional con 

precedente vinculante no es un ejercicio académico reservado para especialistas. Es una 

herramienta de primer orden para cualquier abogado que pretenda ejercer con rigor y 

con conciencia. 

Porque cuando uno conoce los precedentes del Tribunal Constitucional sobre 

 

determinada materia, no improvisa. No adivina. Argumenta con autoridad. Y en un país 

donde la tutela de los derechos fundamentales sigue siendo una deuda pendiente con 

millones de ciudadanos, ese conocimiento marca la diferencia entre un abogado del 

montón y uno que realmente sirve. 

La Constitución no solo vive en los libros. Vive en las decisiones que protegen los 

 

derechos de los ciudadanos. El precedente vinculante es la forma en que el Tribunal le 

dice a la sociedad: estas son las reglas del juego. Todos jugamos con las mismas cartas. 

Que nosotros, desde este congreso, desde este segundo ciclo, desde esta ciudad de 

Tacna, asumamos ese compromiso con seriedad, me parece no solo importante. 

Me parece urgente. 

 

 

 

 

Autor: Alponte Montoya, Alvaro Esteban 
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3. Análisis Del Precedente Vinculante Establecido En El Expediente N.° 

05057-2013-PA/TC 

I. DATOS GENERALES 

 

Alumno: Sergio Antonio Apaza Ccallomamani 

Asignatura: Actitudinal – Primera Unidad 

Evento Académico: VI Jornada de Conferencias "Jurisprudencia Vinculante" 

Especialidad: Derecho Constitucional 

II. ASUNTO 

 

Análisis jurídico-constitucional del precedente vinculante establecido por el Tribunal 

Constitucional en la sentencia recaída en el Expediente N.° 05057-2013-PA/TC, 

denominado Caso Huatuco Huatuco, referido a los criterios de reposición laboral en la 

administración pública y su vinculación con el principio constitucional de meritocracia. 

III. ANTECEDENTES 

 

El precedente objeto de análisis tiene origen en la demanda de amparo interpuesta por la 

ciudadana Rosalía Beatriz Huatuco Huatuco contra el Poder Judicial. 

La demandante solicitó su reposición laboral alegando la vulneración de sus derechos 

constitucionales al trabajo, a la protección contra el despido arbitrario y al debido 

proceso. 

 

Según los hechos expuestos, la demandante prestó servicios para una entidad estatal 

mediante contratos sujetos a modalidad. Sin embargo, sostuvo que la naturaleza de las 

labores desempeñadas correspondía a funciones permanentes, configurándose así una 

desnaturalización contractual. 
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En virtud de ello, argumentó que su vínculo laboral debía considerarse de duración 

indeterminada, correspondiendo su reposición inmediata. 

El Tribunal Constitucional, al resolver la controversia, no solo evaluó el caso concreto, 

sino que decidió establecer un precedente vinculante de alcance general destinado a 

uniformizar criterios judiciales sobre la reposición de trabajadores del Estado. 

Este pronunciamiento marcó un punto de inflexión en la jurisprudencia peruana, pues 

redefinió las reglas de protección frente al despido arbitrario en el ámbito de la 

administración pública. 

 

IV. BASE NORMATIVA 

 

El análisis del precedente se sustenta en el siguiente marco normativo: 

 

4.1 Constitución Política del Perú 

Artículo 22 

Reconoce al trabajo como deber y derecho fundamental. 

Artículo 27 

Garantiza protección adecuada contra el despido arbitrario. 

Artículo 40 

Regula el acceso a la carrera administrativa. 

Artículo 51 

Establece supremacía constitucional. 

 

4.2 Ley N.° 28175 – Ley Marco del Empleo Público 
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Dispone que el acceso al empleo público debe producirse mediante concurso público, 

bajo criterios de mérito y capacidad. 

4.3 Ley N.° 30057 – Ley del Servicio Civil 

 

Fortalece el principio de meritocracia como eje rector del acceso y permanencia en el 

servicio público. 

4.4 Código Procesal Constitucional 

 

Artículo VII del Título Preliminar, referido al carácter vinculante de los precedentes 

emitidos por el Tribunal Constitucional. 

V. PROBLEMA JURÍDICO 

 

La cuestión jurídica principal que resolvió el Tribunal Constitucional fue la siguiente: 

 

¿Corresponde la reposición laboral de trabajadores del sector público cuando se acredita 

la desnaturalización contractual, aun cuando no hayan ingresado mediante concurso 

público de méritos? 

 

Este problema enfrenta dos derechos constitucionales: 

 

a) Derecho al trabajo 

 

Protección del trabajador frente al despido arbitrario. 

 

b) Principio de acceso meritocrático al empleo público 

 

Garantía de igualdad, transparencia y legalidad en la función pública. 

 

 

 

 

 

 

VI. ANÁLISIS DE LA SENTENCIA 
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El fundamento constitucional del precedente vinculante establecido en el Caso Huatuco 

Huatuco se encuentra estrechamente relacionado con la interpretación sistemática de 

diversos principios y disposiciones constitucionales que regulan el acceso, permanencia 

y ejercicio de la función pública dentro del Estado peruano. 

El Tribunal Constitucional sostiene que el acceso a la administración pública no puede 

producirse mediante mecanismos informales, arbitrarios o desprovistos de objetividad, 

debido a que ello comprometería gravemente los principios constitucionales de 

igualdad, legalidad, transparencia y mérito. 

 

Desde esta perspectiva, el Tribunal parte de la premisa de que la función pública posee 

una naturaleza especial, distinta de las relaciones laborales propias del sector privado, 

dado que involucra la prestación de servicios orientados a satisfacer intereses generales 

y al cumplimiento de fines públicos constitucionalmente relevantes. 

En consecuencia, el ingreso al empleo estatal debe responder a criterios objetivos y 

previamente establecidos por el ordenamiento jurídico. 

El Tribunal precisa que el acceso regular al empleo público exige necesariamente la 

concurrencia de los siguientes requisitos: 

a) Concurso público de méritos 

 

El concurso público constituye el mecanismo constitucionalmente idóneo para 

garantizar que el acceso a la función pública se realice sobre la base de criterios 

objetivos de capacidad, preparación profesional y mérito personal. 

Este procedimiento busca asegurar que todas las personas tengan igualdad de 

 

oportunidades para acceder a una plaza pública, evitando privilegios indebidos o 

designaciones arbitrarias. 
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Asimismo, el concurso público materializa el principio democrático de igualdad ante la 

ley y garantiza la selección de los postulantes más idóneos. 

b) Plaza presupuestada 

 

El ingreso al empleo estatal requiere que la plaza se encuentre prevista dentro del 

presupuesto institucional aprobado. 

Este requisito responde al principio de legalidad presupuestaria y evita que las entidades 

públicas generen obligaciones económicas no autorizadas por el marco financiero 

estatal. 

 

La exigencia de plaza presupuestada constituye una garantía de racionalidad 

administrativa y sostenibilidad financiera. 

c) Vacante de duración indeterminada 

 

El Tribunal señala que la reposición únicamente puede proceder respecto de plazas 

permanentes y debidamente vacantes. 

Ello responde a la necesidad de evitar que mediante decisiones judiciales se creen 

 

relaciones laborales que alteren la estructura organizativa previamente aprobada por la 

entidad pública. 

El requisito de vacante de duración indeterminada protege la organización interna del 

Estado y garantiza coherencia administrativa. 

Bajo esta interpretación, el Tribunal Constitucional considera que permitir reposiciones 

automáticas derivadas únicamente de la desnaturalización contractual implicaría 

desconocer las reglas constitucionales de acceso a la función pública. 
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Además, sostiene que ello vulneraría el principio de igualdad de acceso al empleo 

estatal, al otorgar ventajas indebidas a quienes ingresaron sin someterse a procesos 

competitivos de selección. 

El Tribunal concluye que el respeto al principio de meritocracia constituye una 

 

exigencia constitucional indispensable para preservar la institucionalidad democrática y 

la eficiencia de la administración pública. 

6.2 NATURALEZA DEL PRECEDENTE VINCULANTE 

 

El precedente vinculante constituye una institución jurídica de especial relevancia 

 

dentro del sistema constitucional peruano, pues representa una herramienta destinada a 

uniformizar criterios interpretativos y garantizar coherencia en la aplicación del 

derecho. 

 

Conforme al artículo VII del Título Preliminar del Código Procesal Constitucional, las 

sentencias del Tribunal Constitucional que adquieren autoridad de cosa juzgada pueden 

constituir precedente vinculante cuando así lo disponga expresamente el propio 

Tribunal. 

 

En el Caso Huatuco Huatuco, el Tribunal decidió otorgar a su pronunciamiento la 

calidad de precedente vinculante debido a la necesidad de resolver la dispersión de 

criterios judiciales existentes respecto a la reposición laboral en el sector público. 

Esta decisión respondió a la necesidad de establecer parámetros claros, uniformes y 

obligatorios para todos los órganos jurisdiccionales del país. 

La naturaleza vinculante del precedente implica que su interpretación no constituye una 

simple orientación doctrinal o jurisprudencial, sino una regla jurídica obligatoria de 

observancia general. 
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Esto implica: 

 

a) Aplicación uniforme 

 

Todos los jueces y tribunales del país deben aplicar el criterio establecido por el 

Tribunal Constitucional al resolver casos similares. 

La uniformidad interpretativa fortalece la seguridad jurídica y garantiza predictibilidad 

judicial. 

b) Obligatoriedad judicial 

 

Los órganos jurisdiccionales no pueden apartarse arbitrariamente del precedente. 

 

Cualquier apartamiento debe encontrarse debidamente fundamentado y responder a 

circunstancias excepcionales. 

c) Vinculación para procesos futuros 

 

El precedente proyecta sus efectos hacia controversias posteriores, orientando la 

resolución de casos análogos. 

Esto permite consolidar estabilidad interpretativa dentro del sistema jurídico. 

 

Asimismo, el Tribunal estableció que los efectos del precedente serían de aplicación 

inmediata. 

Ello significó que incluso los procesos en trámite debían adecuarse al nuevo criterio 

jurisprudencial. 

 

 

 

Este aspecto generó debate doctrinario, pues algunos autores consideraron que la 

 

aplicación inmediata podía afectar expectativas legítimas de trabajadores que iniciaron 

sus demandas bajo una línea jurisprudencial anterior. 
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No obstante, el Tribunal justificó esta decisión señalando que la necesidad de preservar 

la institucionalidad pública y garantizar el acceso meritocrático al empleo estatal 

justificaba la inmediata observancia del nuevo estándar interpretativo. 

 

6.3 REGLA ESTABLECIDA 

 

Como resultado del análisis constitucional efectuado, el Tribunal Constitucional fijó una 

regla clara y obligatoria para todos los órganos jurisdiccionales del país. 

El criterio establecido dispone que: 

 

La reposición laboral en la administración pública únicamente procede cuando el 

 

trabajador haya ingresado mediante concurso público de méritos para ocupar una plaza 

presupuestada, vacante y de duración indeterminada. 

Esta regla constituye el núcleo esencial del precedente Huatuco y redefine 

 

sustancialmente la protección frente al despido arbitrario dentro del sector público. 

 

El Tribunal señala que la sola acreditación de desnaturalización contractual no resulta 

suficiente para ordenar la reposición. 

Para que esta medida restitutoria sea procedente, debe verificarse previamente el 

 

cumplimiento de las exigencias constitucionales de acceso regular al empleo público. 

De no cumplirse tales requisitos: 

a) No procede la reposición 

 

El trabajador no podrá ser reincorporado a la entidad pública mediante proceso de 

amparo. 

Ello debido a que la reposición implicaría validar una forma de acceso incompatible con 

el principio constitucional de mérito. 
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b) Procede indemnización en vía ordinaria laboral 

 

El trabajador conserva el derecho a reclamar una reparación económica por el perjuicio 

sufrido. 

Sin embargo, esta pretensión debe tramitarse mediante proceso ordinario laboral. 

 

El Tribunal justifica esta solución señalando que la indemnización permite resarcir la 

afectación sufrida sin comprometer la estructura constitucional del empleo público. 

Asimismo, el precedente dispone que: 

 

Las nuevas demandas de amparo que no acrediten concurso público deben declararse 

improcedentes. 

Los procesos en trámite deben reconducirse a la vía laboral ordinaria. 

 

La reposición queda restringida a supuestos estrictamente compatibles con el orden 

constitucional. 

Esta regla transformó profundamente la litigación laboral pública en el Perú. 

 

Su impacto fue inmediato y generó un cambio sustancial en la interpretación judicial de 

los derechos laborales dentro de la administración pública. 

Desde una perspectiva jurídica, esta decisión evidencia la voluntad del Tribunal 

 

Constitucional de privilegiar la defensa del principio de meritocracia como condición 

esencial para la legitimidad del acceso a la función pública. 

VII. EFECTOS JURÍDICOS DEL PRECEDENTE 

 

La sentencia produjo importantes consecuencias en el ordenamiento jurídico peruano. 

 

7.1 Improcedencia de nuevas demandas de amparo 
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Las demandas que no acrediten ingreso por concurso público deben ser rechazadas. 

 

7.2 Reconducción procesal 

 

Los procesos en trámite deben derivarse a la vía laboral ordinaria. 

 

7.3 Restricción de reposición automática 

 

Se elimina la posibilidad de obtener reposición únicamente por desnaturalización 

contractual. 

7.4 Fortalecimiento institucional 

 

Se consolida la meritocracia como principio constitucional. 

 

VIII. ANÁLISIS CRÍTICO 

 

El precedente vinculante establecido en el Caso Huatuco Huatuco ha generado uno de 

los debates jurídicos más intensos dentro de la doctrina constitucional y laboral peruana 

de los últimos años. 

La controversia surge debido a que la sentencia enfrenta dos valores constitucionales de 

especial relevancia: por un lado, la protección efectiva del derecho fundamental al 

trabajo; y por otro, la necesidad de garantizar un acceso meritocrático, transparente y 

legal a la administración pública. 

Desde una perspectiva institucional, el precedente busca corregir prácticas irregulares 

históricamente toleradas dentro de diversas entidades estatales, donde se utilizaban 

modalidades contractuales temporales para cubrir necesidades permanentes, generando 

posteriormente pretensiones judiciales de reposición. 

Sin embargo, desde una óptica garantista, diversos especialistas han cuestionado si la 

solución adoptada por el Tribunal Constitucional restringe de forma desproporcionada 
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derechos fundamentales de trabajadores que fueron incorporados irregularmente por 

responsabilidad exclusiva del propio Estado. 

Este escenario ha dado lugar a posiciones contrapuestas que evidencian la complejidad 

constitucional del problema. 

8.1 ARGUMENTOS A FAVOR 

 

a) Defensa de la meritocracia 

 

Uno de los principales argumentos favorables al precedente radica en la defensa del 

principio de meritocracia como eje fundamental de la función pública. 

El acceso al empleo estatal no puede depender de circunstancias accidentales, relaciones 

informales o contrataciones irregulares, sino de procedimientos objetivos y 

transparentes que permitan seleccionar a los postulantes más idóneos. 

 

El Tribunal Constitucional considera que permitir la reposición automática de 

 

trabajadores que no ingresaron mediante concurso público implicaría desconocer el 

 

mandato constitucional que exige igualdad de oportunidades para todos los ciudadanos. 

 

La meritocracia constituye un mecanismo esencial para asegurar eficiencia 

 

administrativa, profesionalización del servicio civil y fortalecimiento institucional. 

 

Desde esta perspectiva, el precedente garantiza que el ingreso a la administración 

pública responda a criterios técnicos y no a prácticas discrecionales. 

Además, se sostiene que este criterio promueve una cultura institucional basada en la 

competencia profesional y desalienta mecanismos informales de acceso al aparato 

estatal. 

 

b) Transparencia administrativa 
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Otro argumento relevante es que el precedente fortalece la transparencia administrativa. 

 

Antes de la emisión del Caso Huatuco, muchas entidades públicas utilizaban contratos 

temporales, locaciones de servicios u otras modalidades no permanentes para cubrir 

necesidades estructurales. 

 

Posteriormente, dichos trabajadores solicitaban reposición judicial. 

 

Esta práctica generaba una forma indirecta de acceso al empleo público sin pasar por 

procedimientos competitivos. 

El precedente busca impedir esta situación al exigir que toda incorporación permanente 

respete procedimientos legales de selección. 

La transparencia administrativa exige reglas claras y previsibles. 

 

La selección mediante concurso público reduce arbitrariedades y garantiza legitimidad 

institucional. 

Asimismo, permite un control más efectivo sobre las decisiones de contratación estatal. 

 

c) Seguridad institucional 

 

El precedente también es defendido por su contribución al fortalecimiento de la 

seguridad institucional. 

La administración pública requiere estabilidad organizativa y planificación estructural 

de recursos humanos. 

Permitir reposiciones judiciales sin verificación de disponibilidad presupuestaria o 

vacancia formal podría alterar gravemente la organización interna de las entidades 

públicas. 
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La exigencia de plaza presupuestada y vacante garantiza coherencia entre decisiones 

judiciales y estructura administrativa. 

Ello protege el principio de legalidad presupuestaria y evita que sentencias judiciales 

generen cargas económicas no previstas. 

Desde esta óptica, el precedente permite ordenar la gestión pública y asegurar un 

funcionamiento más racional del aparato estatal. 

8.2 ARGUMENTOS EN CONTRA 

 

a) Limitación del derecho al trabajo 

 

La principal crítica formulada contra el precedente consiste en que podría restringir de 

forma excesiva la protección del derecho fundamental al trabajo. 

Diversos especialistas sostienen que el trabajador no debe asumir las consecuencias de 

irregularidades generadas por la propia administración pública. 

En muchos casos, los trabajadores aceptaron contrataciones temporales sin tener 

capacidad real de cuestionar las condiciones impuestas por la entidad estatal. 

Negarles posteriormente la reposición puede traducirse en una situación de 

desprotección. 

Se argumenta que esta interpretación podría desconocer el principio protector del 

derecho laboral y debilitar la tutela frente al despido arbitrario. 

 

 

 

Además, algunos autores consideran que la solución adoptada desplaza excesivamente 

el peso de la irregularidad hacia el trabajador afectado. 

b) Debilitamiento del amparo constitucional 
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Otra crítica relevante señala que el precedente reduce significativamente la eficacia del 

proceso de amparo como mecanismo de tutela inmediata de derechos fundamentales. 

Tradicionalmente, el amparo constituía una herramienta eficaz para restituir derechos 

vulnerados frente a despidos arbitrarios. 

Con el precedente Huatuco, numerosos casos deben reconducirse a la vía ordinaria 

laboral. 

Ello implica: 

 

Procesos más extensos 

Mayor carga probatoria 

Demora en la obtención de tutela efectiva 

Posible insuficiencia reparadora 

Para algunos doctrinarios, esta restricción debilita la protección constitucional inmediata 

que debe garantizar el Estado frente a violaciones de derechos fundamentales. 

c) Aplicación abrupta 

 

Un aspecto especialmente cuestionado fue la aplicación inmediata del precedente. 

 

Numerosos procesos judiciales fueron afectados por un cambio jurisprudencial 

repentino. 

Trabajadores que iniciaron sus demandas bajo una línea jurisprudencial favorable vieron 

alteradas sus expectativas procesales. 

Algunos autores sostienen que ello pudo afectar la seguridad jurídica y la confianza 

legítima. 
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Se argumenta que una transición progresiva habría permitido una adecuación más 

razonable del sistema judicial al nuevo criterio. 

Esta crítica se relaciona con la necesidad de estabilidad interpretativa dentro de un 

Estado constitucional de derecho. 

IX. IMPACTO EN LA JURISPRUDENCIA PERUANA 

 

El precedente Huatuco produjo una transformación sustancial en la jurisprudencia 

laboral y constitucional peruana. 

Su impacto no se limitó al caso concreto, sino que modificó de manera profunda los 

criterios judiciales aplicables a miles de controversias laborales dentro del sector 

público. 

 

Antes de su emisión, la jurisprudencia constitucional reconocía que la desnaturalización 

contractual generaba la conversión automática del vínculo laboral en uno de duración 

indeterminada. 

 

Ello permitía ordenar la reposición del trabajador. 

Antes del Caso Huatuco 

La interpretación predominante consideraba que: 

 

La primacía de la realidad prevalecía sobre la forma contractual 

La desnaturalización generaba estabilidad laboral 

Procedía reposición mediante amparo 

 

Se priorizaba tutela inmediata del trabajador 

 

Este criterio beneficiaba ampliamente a trabajadores contratados irregularmente por 

entidades públicas. 
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Después del Caso Huatuco 

 

Con la nueva regla jurisprudencial: 

 

La desnaturalización ya no basta para ordenar reposición 

Se exige concurso público previo 

La tutela se desplaza hacia la indemnización 

 

El amparo pierde centralidad en estos supuestos 

 

Este cambio alteró profundamente la práctica judicial. 

 

Miles de procesos debieron ser reevaluados conforme al nuevo estándar. 

Asimismo, obligó a jueces y abogados a replantear estrategias procesales. 

El precedente también incentivó una revisión crítica de las prácticas de contratación 

pública. 

XI. OPINIÓN JURÍDICA PERSONAL 

 

Desde una perspectiva jurídica, considero que el precedente Huatuco constituye un 

mecanismo legítimo para ordenar el acceso al empleo público y fortalecer la 

meritocracia. 

 

Sin embargo, su implementación debió incorporar criterios transitorios que protegieran 

expectativas legítimas de trabajadores contratados bajo prácticas previas toleradas por la 

propia administración pública. 

El Estado no puede invocar su propia irregularidad administrativa para restringir tutela 

constitucional. 

El equilibrio adecuado exige armonizar: 
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❖ Legalidad administrativa 

 

❖ Protección laboral 

 

❖ Seguridad jurídica 

 

❖ Principio de confianza legítima 

 

XII. CONCLUSIONES 

 

Primera: 

 

El Caso Huatuco Huatuco constituye uno de los precedentes vinculantes más 

trascendentales emitidos por el Tribunal Constitucional peruano en materia laboral y 

constitucional, debido a que redefinió de manera sustancial los criterios aplicables para 

determinar la procedencia de la reposición laboral en el sector público. Su importancia 

radica en haber establecido una regla interpretativa obligatoria que ha orientado la 

actuación de todos los órganos jurisdiccionales del país, generando un cambio profundo 

en la tutela de los derechos laborales dentro de la administración pública. 

Segunda: 

 

La sentencia analizada consolida el principio constitucional de meritocracia como 

requisito indispensable para el acceso legítimo y regular a la función pública, 

estableciendo que el ingreso al empleo estatal debe efectuarse exclusivamente mediante 

concurso público de méritos, respecto de plazas presupuestadas, vacantes y de duración 

indeterminada. De esta forma, el Tribunal Constitucional fortalece la institucionalidad 

estatal y promueve un modelo de administración pública basado en la transparencia, 

igualdad de oportunidades y profesionalización del servicio civil. 

Tercera: 
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El precedente introduce una restricción significativa respecto a la procedencia de la 

reposición laboral, al establecer que la sola acreditación de desnaturalización 

contractual ya no resulta suficiente para ordenar la reincorporación del trabajador en el 

sector público. Esta nueva interpretación implica que, en ausencia de concurso público 

previo, la protección frente al despido arbitrario se desplaza hacia la vía indemnizatoria, 

modificando sustancialmente la naturaleza restitutoria que anteriormente caracterizaba a 

diversos procesos constitucionales de amparo. 

 

 

 

Autor: Apaza Ccallomamani, Sergio Antonio 
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II. JURISPRUDENCIA CIVIL 

 
4. Jurisprudencia Civil con Precedente Vinculante. 

Hoy voy a hablar sobre la jurisprudencia civil con precedentes vinculantes en el Perú, 

también conocida como "Doctrina de obligatorio cumplimiento" es un tema que ha 

adquirido gran importancia porque permite darle mayor coherencia, estabilidad y 

predictibilidad al sistema judicial peruano. Cuando hablamos de jurisprudencia 

 

vinculante, nos referimos a aquellas decisiones tomadas por la Corte Suprema que no 

solo resuelven un caso concreto, sino que además establecen criterios obligatorios que 

deben ser aplicados por los demás jueces del país en casos similares. Esto es importante 

porque el Derecho no puede funcionar de manera arbitraria. Si dos personas presentan 

casos prácticamente iguales, lo razonable es que reciban soluciones semejantes. De lo 

contrario, se generaría inseguridad jurídica y desconfianza en el Poder Judicial. En el 

Perú, el fundamento legal de los precedentes vinculantes se encuentra principalmente en 

el artículo VII del Título Preliminar del Código Procesal Constitucional y en el artículo 

400 del Código Procesal Civil, el cual señala que la Corte Suprema puede establecer 

doctrina jurisprudencial obligatoria mediante las denominadas sentencias plenarias 

casatorios. Se podría decir que el precedente vinculante busca uniformizar criterios 

jurídicos y evitar interpretaciones contradictorias entre distintos juzgados y salas 

superiores. Con todo ello, podría decir que no cualquier sentencia de la Corte Suprema 

se convierte automáticamente en precedente vinculante. Para ello deben cumplirse 

determinados requisitos. Como primer punto, la propia Corte Suprema debe declarar 

expresamente que determinada interpretación tendrá carácter vinculante. En segundo 

punto, el criterio debe referirse a la interpretación de normas jurídicas y no únicamente 

a la valoración de pruebas del caso concreto. Y por último el tercer punto, la sentencia 

debe publicarse oficialmente, generalmente en el diario oficial El Peruano, para que sea 
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conocida y aplicada por todos los órganos jurisdiccionales. Para que, a partir de ese 

 

momento, los jueces inferiores están obligados a seguir dicho criterio al resolver casos 

similares. Sin embargo, esto no significa que el juez pierda totalmente su 

independencia. El magistrado puede apartarse del precedente, pero solo si explica de 

 

manera clara, razonada y suficiente por qué el caso presenta diferencias relevantes o por 

qué el precedente ya no resulta adecuado frente a la realidad jurídica actual. Es decir, 

que no basta con discrepar; sino que debe existir una motivación reforzada. De lo 

 

contrario, la resolución podría ser cuestionada por vulnerar el deber de motivación de 

las resoluciones judiciales. En la práctica, existen precedentes vinculantes que han 

tenido gran impacto en el Derecho Civil peruano. 

Como, por ejemplo, la Sentencia del Pleno Casatorio, Casación N°2195-2011 Ucayali, 

que estableció criterios importantes para determinar la responsabilidad civil por daño 

moral, fijando parámetros sobre la gravedad e intensidad del daño sufrido. Otro caso 

relevante es la Casación N°1465-2007 Cajamarca, relacionada con la prescripción 

extintiva en obligaciones de tracto sucesivo, donde la Corte Suprema precisó desde 

cuándo debe computarse el plazo de prescripción. Asimismo, la Casación N°2413-2014 

Lima desarrolló criterios sobre la simulación absoluta de los contratos, tema muy 

utilizado en procesos de nulidad de acto jurídico. Estos precedentes han permitido que 

abogados, jueces y ciudadanos tengan mayor claridad sobre cómo serán interpretadas 

determinadas instituciones jurídicas. Aunque los precedentes vinculantes no crean leyes 

en sentido formal, porque esa función corresponde al Poder Legislativo, sí cumplen una 

función fundamental de interpretación y uniformización del Derecho. Además, 

fortalecen principios como: 

La igualdad ante la ley. 

La seguridad jurídica. 
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La predictibilidad de las decisiones judiciales. 

 

La tutela jurisdiccional efectiva. Con todo ya mencionado, llegue a la conclusión que la 

jurisprudencia civil con precedentes vinculantes cumple un rol esencial dentro del 

sistema jurídico peruano, porque permite unificar criterios, reducir contradicciones 

judiciales y brindar mayor confianza en la administración de justicia. Un sistema 

judicial donde cada juez interpreta las normas de manera completamente distinta genera 

incertidumbre. En cambio, un sistema que respeta precedentes vinculantes fortalece la 

estabilidad jurídica y permite que el Derecho sea más coherente y previsible para todos 

los ciudadanos. 

Muchas gracias por su atención. 

 

 

 

Autor: Atencio Aquino, Jhovana Mercedes 
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5. Jurisprudencia Civil con Precedente Vinculante 

Hoy quiero hablar sobre un tema muy importante dentro del derecho peruano, la 

 

jurisprudencia civil con precedente vinculante, aunque pueda parecer un tema complejo 

o muy técnico, en realidad tiene una relación directa con la vida de todas las personas, 

porque influye en la manera en que los jueces resuelven conflictos relacionados con 

contratos, herencias, propiedades, familias y muchos otros aspectos cotidianos. 

 

Cuando una persona acude al Poder Judicial, espera recibir una decisión justa y 

 

razonable, sin embargo, imaginemos por un momento que dos personas tienen casos 

casi iguales, pero reciben sentencias completamente distintas solo porque fueron 

atendidas por jueces diferentes, esto generaría inseguridad, desconfianza y sensación de 

injusticia. Precisamente para evitar esas diferencias aparece la importancia de la 

jurisprudencia y del precedente vinculante. 

 

La jurisprudencia está formada por las decisiones que toman los tribunales al resolver 

casos concretos, estas decisiones sirven como guía para resolver situaciones similares en 

el futuro, pero cuando hablamos de precedente vinculante, hablamos de algo aún más 

fuerte: un criterio establecido por la Corte Suprema que debe ser seguido 

obligatoriamente por los demás jueces del país. 

En otras palabras, el precedente vinculante busca que exista orden y coherencia en las 

decisiones judiciales. Su finalidad principal es que la justicia sea más predecible y más 

igual para todos. 

Este tema es muy importante porque el derecho no siempre puede prever todas las 

 

situaciones que ocurren en la sociedad, las leyes muchas veces necesitan interpretación, 

y allí entra el papel fundamental de los jueces, a través de sus resoluciones, los 

magistrados aclaran cómo debe entenderse y aplicarse una norma jurídica. 
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Por ejemplo, en temas de propiedad, herencia o indemnizaciones, muchas veces existen 

dudas sobre cómo interpretar ciertos artículos del Código Civil, entonces, la Corte 

Suprema establece criterios que ayudan a resolver esos problemas de manera uniforme, 

gracias a ello, tanto abogados como ciudadanos pueden tener una idea más clara de 

cómo se resolverán determinados conflictos. 

Uno de los mayores beneficios del precedente vinculante es la seguridad jurídica, esto 

significa que las personas pueden actuar con más confianza porque saben que las 

normas serán aplicadas de manera estable y coherente, la seguridad jurídica es esencial 

en cualquier sociedad, ya que permite que existan relaciones económicas y sociales más 

seguras. 

Imaginemos a una persona que compra un terreno o firma un contrato importante, esa 

persona necesita saber que, si surge un problema, los jueces aplicarán criterios claros y 

no decisiones arbitrarias, por eso, los precedentes vinculantes ayudan a fortalecer la 

confianza en el sistema judicial. 

 

Además, este mecanismo también protege el principio de igualdad ante la ley, todos los 

ciudadanos merecen recibir el mismo trato jurídico cuando se encuentran en situaciones 

similares, no sería correcto que una persona gane un caso y otra lo pierda si ambas 

tienen prácticamente el mismo problema legal. 

 

En el Perú existen varios precedentes vinculantes importantes en materia civil, algunos 

están relacionados con la responsabilidad civil y la indemnización por daños y 

perjuicios; otros, con la prescripción adquisitiva de propiedad, el derecho registral o los 

procesos de herencia, estos criterios han permitido aclarar muchas dudas y reducir 

contradicciones entre distintas decisiones judiciales. 
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Sin embargo, también existen opiniones diferentes sobre este tema, algunas personas 

consideran que los precedentes vinculantes podrían limitar la libertad de los jueces para 

interpretar la ley, señalan que cada caso tiene características propias y que no siempre es 

correcto aplicar exactamente el mismo criterio. 

Aun así, otros especialistas sostienen que el precedente vinculante no elimina la 

 

independencia judicial, sino que ayuda a ordenar el sistema de justicia, los jueces 

 

todavía pueden apartarse de un precedente, pero deben explicar claramente sus razones. 

De esta manera, se evita la arbitrariedad y se fortalece la transparencia. 

Otro aspecto interesante es que el derecho evoluciona junto con la sociedad, los 

 

problemas actuales no son los mismos de hace veinte o treinta años hoy existen nuevos 

desafíos relacionados con la tecnología, el comercio electrónico y la protección de datos 

personales, frente a estos cambios, la jurisprudencia cumple un papel muy importante 

porque permite adaptar la interpretación de las leyes a las nuevas realidades. 

Por eso, el precedente vinculante no debe verse como algo rígido o inmóvil, también 

 

puede modificarse cuando la sociedad cambia y aparecen nuevas necesidades jurídicas. 

Esto demuestra que el derecho no es algo alejado de las personas, sino una herramienta 

viva que busca responder a los problemas reales de la población. 

Asimismo, estudiar jurisprudencia ayuda mucho en la formación de los estudiantes de 

 

derecho, no basta con conocer las leyes escritas; también es necesario entender cómo los 

jueces las aplican en la práctica, muchas veces, una sentencia importante puede influir 

más en la vida de las personas que el propio texto de la ley. 

La jurisprudencia también contribuye a que el sistema judicial funcione de manera más 

rápida y eficiente, cuando existen criterios claros, disminuyen las discusiones 
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innecesarias y los procesos pueden resolverse con mayor rapidez, esto beneficia tanto a 

los jueces como a los ciudadanos que buscan justicia. 

Pero más allá de los aspectos técnicos, considero que lo más importante es recordar que 

detrás de cada proceso judicial existen personas reales, familias, conflictos y derechos 

que necesitan protección, por ello, los precedentes vinculantes deben aplicarse siempre 

con sentido humano, buscando soluciones justas y razonables. 

La justicia no puede convertirse únicamente en una aplicación automática de normas. 

También debe tomar en cuenta la realidad social y el impacto que tienen las decisiones 

judiciales en la vida de las personas. 

En conclusión, la jurisprudencia civil con precedente vinculante representa una 

 

herramienta fundamental para fortalecer la seguridad jurídica, la igualdad y la confianza 

en el sistema de justicia peruano, gracias a este mecanismo, las decisiones judiciales 

pueden ser más coherentes, previsibles y transparentes. 

 

Sin embargo, también es importante que los jueces mantengan un equilibrio entre el 

respeto a los precedentes y la necesidad de analizar cada caso de manera humana y 

justa, solo así podremos construir un sistema jurídico que no solo aplique la ley, sino 

que también responda verdaderamente a las necesidades de la sociedad. 

Muchas gracias. 
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6. Jurisprudencia Civil Con Precedente Vinculante 

Muy buenos días, tardes o noches con todos los presentes y con quienes me escuchan el 

día de hoy. 

Quiero empezar haciendo una pregunta sencilla: ¿qué pasaría si dos personas tienen 

prácticamente el mismo problema legal, pero reciben decisiones totalmente distintas 

solo porque sus casos fueron vistos por jueces diferentes? 

Creo que muchos sentiríamos que eso no sería justo. Y justamente ahí es donde nace la 

importancia de la jurisprudencia civil con precedente vinculante, tema del que voy a 

hablar en esta oportunidad. Muchas veces cuando escuchamos hablar del Derecho 

 

pensamos solamente en leyes, códigos o normas escritas. Sin embargo, el Derecho no 

 

funciona únicamente leyendo artículos y aplicándolos de forma automática. La sociedad 

cambia constantemente, aparecen nuevos problemas, nuevas formas de relación entre 

las personas y también nuevos conflictos que necesitan soluciones más adecuadas. Por 

eso, el trabajo de los jueces no consiste solo en repetir lo que dice una ley, sino también 

en interpretarla y aplicarla de manera justa según cada caso. 

Ahí es donde aparece la importancia de la jurisprudencia. La jurisprudencia es el 

conjunto de decisiones que toman los tribunales cuando resuelven casos concretos. 

Estas decisiones sirven como una orientación para resolver otros casos parecidos en el 

futuro. Dentro del ámbito civil, esto puede verse en temas relacionados con contratos, 

herencias, propiedades, responsabilidad civil, problemas familiares y otros conflictos 

entre personas. 

Pero no todas las decisiones judiciales tienen el mismo valor. Existen algunas 

 

resoluciones emitidas por órganos superiores, como la Corte Suprema o el Tribunal 
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Constitucional, que se convierten en obligatorias para otros jueces. A eso se le conoce 

como precedente vinculante. 

Desde mi punto de vista, el precedente vinculante es importante porque ayuda a 

 

mantener cierto orden dentro del sistema judicial. Gracias a esto, cuando existan casos 

similares, las decisiones también deberían ser parecidas. Porque, sinceramente, sería 

injusto que dos personas que pasan prácticamente por el mismo problema legal reciban 

resoluciones totalmente diferentes solo porque sus casos fueron vistos por jueces 

distintos. 

 

Creo que uno de los principales problemas que existirían sin precedentes vinculantes 

sería la inseguridad jurídica. Las personas no tendrían una idea clara de cómo podrían 

resolverse sus casos y sentirían que todo depende únicamente de la interpretación 

personal de cada magistrado. En cambio, cuando ya existen criterios establecidos, la 

 

población puede tener un poco más de confianza respecto al funcionamiento del sistema 

judicial. 

Además, el precedente vinculante ayuda a fortalecer el principio de igualdad ante la ley. 

Todas las personas deberían recibir el mismo trato cuando se encuentran en situaciones 

semejantes. Si un juez resuelve un caso de una manera y otro juez resuelve un caso 

prácticamente igual de manera totalmente distinta, entonces no existiría una verdadera 

igualdad jurídica. Por eso, el precedente vinculante busca mantener cierta coherencia 

dentro de las decisiones judiciales. 

En el Perú, este tema ha tomado bastante importancia durante las últimas décadas. Tanto 

el Tribunal Constitucional como la Corte Suprema han emitido sentencias que contienen 

criterios obligatorios para otros jueces y tribunales. Gracias a eso, se han podido 

unificar muchas interpretaciones legales que antes generaban confusión o 



38 
 

contradicciones. Por ejemplo, en materia civil existen precedentes relacionados con 

contratos, derecho de propiedad, indemnizaciones por daños y perjuicios, 

responsabilidad civil y temas familiares. Estos criterios ayudan a resolver conflictos de 

una manera más uniforme y también reducen la arbitrariedad dentro de las decisiones 

judiciales. 

 

Otro aspecto importante es que el precedente vinculante también ayuda a agilizar 

algunos procesos judiciales. Actualmente muchos tribunales tienen una enorme carga 

procesal y deben resolver una gran cantidad de casos. Cuando ya existen criterios 

establecidos por órganos superiores, el trabajo de los jueces puede realizarse con mayor 

rapidez porque ya cuentan con una orientación previa sobre cómo resolver determinados 

conflictos. 

Eso no significa que todos los casos sean exactamente iguales o que los jueces deban 

actuar mecánicamente. Cada caso tiene características particulares y siempre debe 

analizarse de manera individual. Sin embargo, contar con ciertos lineamientos ayuda 

bastante a mantener orden dentro del sistema judicial. A pesar de sus ventajas, también 

existen críticas respecto al precedente vinculante. Algunas personas consideran que 

podría limitar la independencia de los jueces, ya que estos estarían obligados a seguir 

criterios previamente establecidos incluso cuando crean que otra interpretación sería 

más adecuada. 

Personalmente, pienso que la independencia judicial no significa que cada juez pueda 

interpretar la ley de cualquier manera. Más bien, significa que debe resolver conforme 

al ordenamiento jurídico, respetando principios constitucionales y manteniendo 

coherencia con el sistema de justicia. Por eso, considero que el precedente vinculante no 

elimina la independencia judicial, sino que ayuda a evitar contradicciones excesivas 

dentro de las decisiones. 
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Otro punto importante es que los precedentes vinculantes no son eternos ni 

 

inmodificables. El Derecho cambia junto con la sociedad y, cuando aparecen nuevas 

realidades o necesidades sociales, esos criterios también pueden modificarse. Esto 

permite que el sistema jurídico pueda adaptarse a los cambios que ocurren con el 

tiempo. 

Actualmente vivimos en una sociedad donde los conflictos son cada vez más complejos. 

Muchas veces las leyes no alcanzan para responder todas las situaciones posibles, 

especialmente porque las relaciones humanas cambian constantemente. Frente a ello, la 

jurisprudencia cumple una función muy importante porque complementa el 

ordenamiento jurídico y ayuda a resolver situaciones que quizá la ley no regula de 

manera tan específica. 

En el caso peruano, el Tribunal Constitucional cumple un rol bastante importante 

porque tiene la facultad de emitir precedentes vinculantes relacionados con derechos 

fundamentales y temas constitucionales. Sus decisiones muchas veces terminan 

influyendo incluso en relaciones privadas reguladas por el Derecho Civil. 

 

De igual forma, la Corte Suprema también cumple un papel importante mediante los 

plenos casatorios civiles. Estos plenos sirven para establecer criterios uniformes 

respecto a temas que generan interpretaciones contradictorias entre distintas salas 

 

judiciales. Gracias a ello, se busca que exista una aplicación más coherente del Derecho 

Civil en todo el país. 

Uno de los ejemplos más claros puede verse en los procesos relacionados con 

 

responsabilidad civil. A través de la jurisprudencia vinculante se han establecido 

 

criterios sobre cuándo corresponde una indemnización, cómo debe evaluarse el daño 

moral o qué requisitos deben existir para atribuir responsabilidad a una persona. 
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También ocurre en temas contractuales. Muchas veces existen contratos con cláusulas 

ambiguas o situaciones donde una de las partes puede encontrarse en desventaja. En 

esos casos, los precedentes vinculantes ayudan a interpretar las normas y proteger de 

mejor manera los derechos de las personas involucradas. 

Otro ámbito donde la jurisprudencia vinculante tiene bastante importancia es el derecho 

de familia. En temas relacionados con alimentos, tenencia o protección del interés 

superior del niño, las decisiones judiciales deben analizarse cuidadosamente porque 

afectan directamente la vida de las personas y especialmente de los menores. 

Gracias a la jurisprudencia vinculante, se han podido establecer criterios más claros 

sobre cómo deben resolverse este tipo de conflictos. Esto ayuda a proteger mejor los 

derechos familiares y a evitar decisiones contradictorias que podrían perjudicar a las 

personas involucradas. Considero también que estudiar jurisprudencia es fundamental 

para cualquier estudiante de Derecho. Actualmente ya no basta solamente con aprender 

artículos o memorizar códigos. En la práctica, muchas decisiones importantes se basan 

en interpretaciones realizadas por tribunales superiores. 

Por eso, comprender cómo funciona la jurisprudencia permite entender mejor la 

 

verdadera aplicación del Derecho dentro de la sociedad. Además, ayuda a desarrollar un 

pensamiento más crítico y analítico respecto a las decisiones judiciales. Asimismo, la 

existencia de precedentes vinculantes también beneficia la labor de los abogados. 

Cuando los profesionales del Derecho conocen los criterios establecidos por órganos 

superiores, pueden orientar mejor a sus clientes y explicarles de manera más clara 

cuáles podrían ser las posibles soluciones de sus casos. 

Sin embargo, para que el precedente vinculante realmente funcione de manera 

 

adecuada, es importante que los jueces realicen una correcta interpretación de cada caso. 
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Aplicar un precedente de manera automática, sin analizar las particularidades de la 

 

situación concreta, también podría generar injusticias. Por eso, considero que el trabajo 

judicial requiere no solo conocimiento de normas y precedentes, sino también criterio, 

razonamiento y capacidad de análisis. La finalidad principal siempre debe ser alcanzar 

una decisión justa. 

Finalmente, considero que la jurisprudencia civil con precedente vinculante representa 

una herramienta muy importante dentro del sistema jurídico actual. Su finalidad 

principal es mantener igualdad, seguridad jurídica, coherencia y una mejor aplicación de 

la justicia. 

Gracias a ella, las decisiones judiciales pueden ser más uniformes y previsibles, 

evitando contradicciones innecesarias entre casos similares. Además, permite 

complementar el ordenamiento jurídico y adaptar las interpretaciones legales a nuevas 

realidades sociales. Más allá de las críticas o debates que puedan existir, pienso que el 

precedente vinculante sigue cumpliendo una función fundamental dentro del Estado de 

Derecho y dentro de la administración de justicia en nuestro país. 

Como estudiantes y futuros profesionales, considero que es importante comprender la 

verdadera importancia que tiene la jurisprudencia y cómo influye directamente en la 

vida de las personas y en la aplicación de la justicia dentro de nuestra sociedad. 

Muchas gracias. 

 

 

 

 

Autor: Bernabe Quispe, Chris Abigail 

Apoyado con IA 
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III. JURISPRUDENCIA PENAL 

 
7. Jurisprudencia en crimen organizado 

Buenas tardes, docentes y compañeros. 

 

Mi nombre es Camila Orana Calisaya Flores estudiante de Derecho del segundo ciclo, y 

hoy les hablaré sobre la jurisprudencia en crimen organizado. 

El crimen organizado representa una de las mayores amenazas para el Estado de 

 

Derecho, la seguridad ciudadana y la estabilidad de las instituciones democráticas. No 

se trata únicamente de delitos aislados, sino de estructuras criminales complejas, 

permanentes y coordinadas, dedicadas a actividades ilícitas como el narcotráfico, la 

trata de personas, el lavado de activos, la corrupción y la extorsión. 

En este contexto, la jurisprudencia cumple un papel fundamental. Pero, ¿qué 

 

entendemos por jurisprudencia? La jurisprudencia es el conjunto de decisiones y 

 

criterios emitidos por los tribunales de justicia, especialmente por las cortes supremas y 

tribunales constitucionales, que sirven como guía para interpretar y aplicar las normas 

jurídicas. 

 

En materia de crimen organizado, la jurisprudencia ha permitido desarrollar criterios 

importantes para enfrentar nuevas modalidades delictivas que muchas veces 

evolucionan más rápido que las propias leyes. Gracias a las decisiones judiciales, se han 

establecido parámetros sobre la responsabilidad de los integrantes de organizaciones 

criminales, la valoración de pruebas, la colaboración eficaz y el respeto de los derechos 

fundamentales durante las investigaciones. 

Por ejemplo, en el Perú, la Ley contra el Crimen Organizado ha sido complementada 

por diversas interpretaciones jurisprudenciales emitidas por la Corte Suprema y el 

Tribunal Constitucional. Estas resoluciones han precisado aspectos esenciales como la 

https://calisaya--84bda8.webnode.pe/discurso/
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definición de organización criminal, los requisitos para aplicar medidas restrictivas de 

derechos y los límites de la prisión preventiva. 

Sin embargo, también debemos reconocer que la lucha contra el crimen organizado 

 

plantea un gran desafío: encontrar el equilibrio entre la eficacia de la persecución penal 

y la protección de los derechos humanos. No podemos permitir que, en nombre de la 

seguridad, se vulneren principios fundamentales como la presunción de inocencia, el 

debido proceso o el derecho a la defensa. 

Como futuros abogados y operadores del Derecho, tenemos la responsabilidad de 

promover una justicia firme, pero también justa y respetuosa de la Constitución. La 

jurisprudencia no solo debe ser una herramienta para sancionar el delito, sino también 

una garantía de que el poder del Estado actúe dentro de los límites legales. 

Finalmente, considero que estudiar la jurisprudencia en crimen organizado nos permite 

comprender cómo el Derecho evoluciona frente a las nuevas amenazas sociales y cómo 

los jueces desempeñan un papel esencial en la defensa de la legalidad y la democracia. 

 

 

 

Muchas gracias por su atención. 

 

 

 

 

Autor: Calisaya Flores, Camila Orana 
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8. Jurisprudencia en Abuso de autoridad 

Saludos cordiales con todos. 

Hoy voy a hablar sobre un tema muy importante dentro del Derecho Penal y de la 

protección de los derechos ciudadanos: la jurisprudencia en el delito de abuso de 

autoridad. 

Hablar de abuso de autoridad es hablar del mal uso del poder. Es referirnos a aquellas 

situaciones en las que un funcionario público, aprovechándose del cargo que ocupa, 

actúa de manera arbitraria y perjudica a otra persona. Esto puede ocurrir en diferentes 

ámbitos: en la policía, en municipalidades, en entidades públicas o incluso dentro del 

sistema de justicia. 

Muchas veces escuchamos frases como "la autoridad abusó de su poder" o "nadie puede 

hacer eso porque está fuera de la ley". Precisamente, el Derecho Penal busca sancionar 

esas conductas para evitar que el poder público se convierta en un instrumento de abuso 

y no de servicio a la sociedad. 

El artículo 376 del Código Penal peruano señala que comete abuso de autoridad el 

funcionario público que, abusando de sus atribuciones, realiza u ordena un acto 

arbitrario que cause perjuicio a alguien. 

 

Pero más allá de la definición legal, la jurisprudencia ha sido esencial para entender 

cómo debe aplicarse este delito en casos reales. 

La Corte Suprema y diversos tribunales han señalado que el abuso de autoridad no solo 

afecta a una persona en particular, sino también al correcto funcionamiento de la 

administración pública. Es decir, cuando una autoridad actúa fuera de la ley, se debilita 

la confianza de la población en el Estado. 

http://mi-web-b5ab8a.webnode.pe/fotogaleria/
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Por ejemplo, en el Expediente 00875-2018-31, difundido por LP Pasión por el Derecho, 

se explica que el abuso de autoridad constituye una extralimitación del poder público y 

que el funcionario quebranta sus deberes mediante acciones u omisiones perjudiciales 

para las personas y para la sociedad. 

 

Esto es importante porque muchas veces se cree que una autoridad puede actuar como 

quiera solo por tener poder o un cargo. Sin embargo, en un Estado democrático nadie 

está por encima de la ley. 

La jurisprudencia también ha establecido que no cualquier error de un funcionario 

constituye abuso de autoridad. Para que exista este delito debe demostrarse que hubo 

arbitrariedad, es decir, una actuación contraria a la ley y realizada abusando de las 

facultades del cargo. 

 

Aquí entra un aspecto muy importante: el límite entre el ejercicio legítimo de la 

autoridad y el abuso del poder. 

Por ejemplo, un policía puede intervenir a una persona cuando existe una justificación 

 

legal. Pero si utiliza fuerza excesiva, realiza una detención arbitraria o vulnera derechos 

fundamentales sin motivo válido, podría configurarse un abuso de autoridad. 

En este sentido, la Corte Suprema ha desarrollado criterios muy relevantes. Una de las 

jurisprudencias más comentadas es la Casación 950-2018 de Tumbes, donde se señaló 

que el delito de abuso de autoridad es subsidiario frente a delitos más graves. 

¿Qué significa esto? 

 

Significa que si la conducta abusiva del funcionario produce un resultado más grave, 

como un homicidio, ya no se aplicará solamente el delito de abuso de autoridad, sino el 

delito más grave correspondiente. 
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En ese caso, el funcionario había realizado una intervención abusiva y terminó causando 

la muerte de una persona. La Corte indicó que no podía juzgarse únicamente como 

abuso de autoridad porque el daño final fue mucho más grave. 

Esta decisión es importante porque demuestra cómo la jurisprudencia busca aplicar la 

ley de manera proporcional y justa. 

Otro aspecto fundamental desarrollado por la doctrina y la jurisprudencia es el bien 

jurídico protegido. 

Según diversos autores y fallos judiciales, el delito de abuso de autoridad protege el 

correcto desempeño de la función pública y el respeto a la legalidad. 

En otras palabras, el Estado necesita que sus funcionarios actúen respetando la 

Constitución, las leyes y los derechos de las personas. 

El jurista Raúl Pariona Arana, profesor de la Pontificia Universidad Católica del Perú, 

señala que en una democracia el poder nunca puede ser absoluto y que la actuación de 

los funcionarios debe tener límites claros. 

Esa idea es esencial para comprender por qué este delito existe. 

 

Porque si el poder no tuviera límites, cualquier autoridad podría actuar arbitrariamente y 

afectar la libertad, la dignidad o la seguridad de los ciudadanos. 

Además, la jurisprudencia también ha precisado quién puede cometer este delito. 

 

No cualquier persona puede ser autor de abuso de autoridad. Debe tratarse de un 

funcionario público que esté actuando en ejercicio de sus funciones. 

Esto incluye alcaldes, policías, jueces, fiscales, funcionarios municipales y otros 

servidores del Estado. 
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Por ejemplo, si una autoridad ordena una demolición sin sustento legal, realiza una 

detención injustificada o emite órdenes arbitrarias aprovechando su cargo, podría ser 

investigada penalmente. 

La propia Corte Suprema ha señalado que incluso cuando una decisión se emite 

 

formalmente mediante resoluciones administrativas, eso no significa automáticamente 

que sea legal. Si existe arbitrariedad y perjuicio, puede configurarse el delito. 

Esto demuestra que la legalidad no depende solo de un documento o una firma, sino del 

respeto verdadero a la ley y a los derechos fundamentales. 

Ahora bien, ¿por qué es tan importante estudiar la jurisprudencia? 

 

Porque la jurisprudencia permite entender cómo los jueces interpretan las normas en 

situaciones concretas. No basta con leer el Código Penal; es necesario analizar cómo los 

tribunales aplican esos artículos en la práctica. 

La jurisprudencia también ayuda a evitar decisiones contradictorias y brinda mayor 

seguridad jurídica. 

Además, cumple una función preventiva, porque envía un mensaje claro a los 

 

funcionarios públicos: el poder tiene límites y el abuso puede generar responsabilidad 

penal. 

En nuestro país, donde muchas veces la ciudadanía desconfía de las instituciones 

 

públicas, sancionar adecuadamente el abuso de autoridad es fundamental para fortalecer 

el Estado de derecho. 

La población necesita sentir que las autoridades están al servicio de la sociedad y no por 

encima de ella. 

Por eso, este delito tiene una enorme relevancia social y jurídica. 
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Finalmente, considero que el estudio de la jurisprudencia sobre abuso de autoridad nos 

deja una gran reflexión: el verdadero poder no consiste en imponer miedo o actuar 

arbitrariamente, sino en ejercer la autoridad con responsabilidad, legalidad y respeto a la 

dignidad humana. 

Una autoridad que respeta la ley fortalece la democracia. 

 

Pero una autoridad que abusa de su cargo destruye la confianza ciudadana y pone en 

riesgo los derechos fundamentales. 

Por ello, la jurisprudencia cumple una función esencial al establecer límites claros al 

ejercicio del poder y recordar que nadie, absolutamente nadie, está por encima de la ley. 

Muchas gracias. 

 

 

 

 

 

Autor: Cespedes Palomino, Andrea Brigitte 
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9. Jurisprudencia en Concusión 

La corrupción en la administración pública constituye una de las principales amenazas 

al Estado de Derecho, la democracia y la confianza ciudadana en las instituciones. 

Dentro de los delitos contra la administración pública, el delito de concusión, regulado 

en el artículo 382 del Código Penal peruano, se ha convertido en una figura central para 

sancionar el abuso de poder por parte de funcionarios que exigen beneficios económicos 

indebidos en el ejercicio de sus funciones. 

Este informe tiene por objeto analizar el delito de concusión, sus elementos dogmáticos 

y, principalmente, la jurisprudencia nacional reciente de la Corte Suprema y salas 

superiores, con el fin de comprender cómo se ha interpretado y aplicado el tipo penal en 

casos concretos, así como de clarificar su distinción frente a otros delitos de corrupción 

como el cohecho o la extorsión. 

1. Objetivos 

 

1.1. Objetivo general 

 

Analizar el delito de concusión previsto en el artículo 382 del Código Penal peruano, a 

la luz de la doctrina y de la jurisprudencia reciente de la Corte Suprema y salas 

superiores. 

 

1.2. Objetivos específicos 

 

• Explicar el concepto jurídico de la concusión y su finalidad material. 

 

• Identificar los elementos del tipo penal (sujeto activo calificado, abuso de cargo, 

conducta típica, finalidad y bien jurídico protegido). 

• Diferenciar la concusión de otros delitos de corrupción (cohecho, colusión, 

extorsión). 

https://mi-web-762a74.webnode.pe/
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• Examinar la jurisprudencia relevante relacionada con el delito de concusión 

 

(Casación 1175-2023, Casación 1743-2019, Resolución 91-2020 y Resolución 

 

3861-2011). 

 

2. Metodología 

 

El presente informe se elabora mediante una metodología jurídica cualitativa, de tipo 

documental y jurisprudencial. Se ha trabajado con: 

 

• Fuentes doctrinales (artículos, boletines y análisis sobre el delito de concusión, 

como el material de LP Derecho). 

• Fuentes jurisprudenciales (sentencias de la Corte Suprema y resoluciones de 

salas superiores, como Casación 1743-2019, Casación 1175-2023 y Resolución 

de Nulidad 91-2020). 

El análisis se realiza de forma descriptiva y crítica, comparando la interpretación de 

los tribunales y la doctrina sobre el alcance del abuso de cargo, la noción de “obligar” o 

“inducir”, y la distinción con otros delitos de corrupción. 

 

 

 

3. Marco teórico: concepto y naturaleza del delito de concusión 

 

El artículo 382 del Código Penal define el delito de concusión como: 

 

“El funcionario o servidor público que, abusando de su cargo, obliga o induce a una 

persona a dar o prometer indebidamente, para sí o para otro, un bien o un beneficio 

patrimonial, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de dos ni mayor de 

ocho años; inhabilitación, según corresponda, y con días-multa.” 
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Desde la doctrina, la concusión se entiende como un delito de funcionario que se 

 

caracteriza por un uso anómalo del poder público para obtener ventajas económicas, a 

diferencia de delitos en los que el funcionario solo solicita una recompensa (cohecho). 

Su finalidad es proteger la integridad de la función pública, la probidad administrativa y 

la confianza ciudadana en que los actos de la administración son realizados conforme a 

la ley y no a cambio de beneficios ilícitos. 

4. Elementos del tipo penal (art. 382 CP) 

 

4.1. Sujeto activo calificado 

 

El sujeto activo debe ser un funcionario o servidor público, es decir, una persona que 

ejerce una función pública, estatal o descentralizada, con poder de decisión o gestión. 

No basta con ser empleado de un ente público; la jurisprudencia enfatiza que se requiere 

una función que implique autoridad o capacidad de disposición sobre actos 

administrativos o decisiones oficiales. 

 

4.2. Abuso de cargo 

 

La jurisprudencia nacional ha precisado que “abusando de su cargo” exige que el 

funcionario utilice su poder de forma indebida, ya sea: 

• Explícita: cuando el cargo se usa directamente para intimidar o presionar. 

 

• Encubierta: cuando el funcionario actúa dentro de sus competencias, pero 

desvía el poder legítimo para obtener un fin ilícito. 

La Casación 1743-2019 (Junín) sostiene que el abuso de cargo se consuma incluso 

cuando el funcionario cuenta con el poder formal para obrar, pero lo ejerce con fines 

distintos a los que la ley persigue. 

4.3. Conducta típica: “obligar o inducir” 
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El núcleo del tipo penal es la conducta de obligar o inducir a dar o prometer un bien o 

beneficio patrimonial. La jurisprudencia distingue entre: 

• Obligar: presión más directa, ligada a la amenaza de no realizar un acto que es 

competencia del funcionario. 

• Inducir: presión más sutil, mediante insinuación, sugerencia o manipulación de 

la situación de vulnerabilidad del particular. 

 

 

 

La Resolución 91-2020 (Pasco) señala que en la concusión la presión es indirecta, ya 

que se ejerce mediante el abuso de cargo en situaciones de dificultad o irregularidad del 

particular, mientras que en la extorsión la coacción es directa sobre la libertad física. 

4.4. Finalidad y bien jurídico protegido 

 

La finalidad del sujeto activo es obtener un beneficio patrimonial para sí o para terceros, 

lo que puede incluir dinero, servicios, bienes o cualquier equivalente económico. El 

bien jurídico protegido es la administración pública honesta, la probidad funcional y la 

seguridad de que los actos administrativos se realizan conforme a la ley y no a cambio 

de ventajas ilícitas. 

5. Diferencias con otros delitos de corrupción 

 

La siguiente tabla sintetiza la distinción entre concusión y otros delitos de corrupción 

desde la doctrina y la jurisprudencia: 
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Delito Quién actúa Nota distintiva central 

 

Concusión 

Funcionario público 

(unilateral) 

Abusa de cargo para obligar o inducir a dar un 

beneficio seducido. 

 

Colusión 

Funcionario y particular 

(bilateral) 

Acuerdo entre ambos para obtener beneficios mutuos 

(art. 384 CP). 

 

Cohecho 

 

Funcionario y tercero 

Uno solicita o acepta una recompensa por ejercer u 

omitir un acto. 

 

Extorsión 

 

Cualquier persona 

Coacción directa sobre la libertad física o psíquica para 

obtener ventaja. 

 

 

La Casación 1175-2023 (El Santa) subraya que en la concusión el funcionario obliga, 

mientras que en el cohecho solicita; en ambos casos se trata de delitos de corrupción, 

pero con distinto grado de coercitividad. 

6. Jurisprudencia relevante del Perú 

 

6.1. Casación 1175-2023 (El Santa) 

 

En la Casación 1175-2023, la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema analiza un 

caso en el que un funcionario público condicionó la realización de un acto 

administrativo a la entrega de dinero. La Sala resalta que el núcleo distintivo de la 

concusión frente al cohecho radica en que el funcionario usa su poder para obligar o 

inducir, y no solo para negociar una dádiva. 
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Este fallo ha sido relevante para delimitar la frontera entre concusión y cohecho, 

 

precisando que, cuando el funcionario no se limita a solicitar, sino que ejerce presión 

vinculada a su cargo, se integra el tipo penal de concusión. 

6.2. Casación 1743 -2019 (Junín) 

 

En la Casación 1743-2019, la Corte Suprema sostiene que el abuso de cargo puede ser 

explícito (mal uso directo del poder) o encubierto (cuando el funcionario actúa dentro 

de su competencia, pero desvía el poder para fines ilícitos). 

La Sala enfatiza que no es necesario que el funcionario actúe fuera de la ley en sentido 

estricto; basta que ignores el fin jurídico de la función para obtener un beneficio 

indebido. Esta interpretación amplía la aplicación del artículo 382 CP a situaciones en 

las que el funcionario parece actuar dentro de la legalidad formal, pero con un propósito 

corrupto. 

6.3. Resolución 91 -2020 (Pasco) 

 

La Resolución de Nulidad N.º 91-2020, Pasco, resuelve un caso en el que se debatía 

entre concusión y extorsión. La Corte Suprema destaca que, en la concusión, la 

coacción es indirecta, se materializa a través del abuso de cargo en contextos de 

vulnerabilidad del particular, mientras que en la extorsión existe coacción directa sobre 

la libertad física o psíquica. 

Este fallo reafirma la especial naturaleza del delito de concusión como delito propio de 

funcionarios, con una presión anclada en la estructura jerárquica del poder público, y no 

en la violencia o amenaza directa típica de la extorsión. 

6.4. Resolución 3861 -2011 (Lima) 
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En la Resolución 3861-2011, la Corte Suprema de Justicia señala que el abuso de cargo 

se produce incluso cuando el funcionario usa un poder legítimo, pero lo orienta a un fin 

ilícito. Esta doctrina se ha vuelto reiterada en la jurisprudencia constante sobre 

concusión, subrayando que no basta con la existencia de competencia formal; es clave el 

propósito con el que se ejerce el poder. 

 

 

 

7. Análisis de un caso simulado (problema jurídico) 

 

7.1. Hechos 

 

Un gerente de una municipalidad condiciona la aprobación de un permiso de 

construcción a la entrega de una “colaboración económica” mensual por parte del 

ciudadano, bajo amenaza de retrasar indefinidamente el trámite administrativo en caso 

de negativa. El ciudadano, temiendo la paralización de su proyecto, acata la exigencia y 

realiza los pagos. 

7.2. Problema jurídico 

 

¿El gerente ha cometido el delito de concusión, cohecho o extorsión? 

 

7.3. Análisis con jurisprudencia 

 

• En primer término, el gerente es funcionario público vinculado al ente 

 

municipal, que ejerce poder de decisión sobre trámites administrativos. Esto 

cumple el elemento de sujeto activo calificad. 

• La conducta consiste en obligar al ciudadano a dar un beneficio económico a 

cambio de un acto que forma parte de sus funciones. No se trata de una simple 

solicitud, sino de una condición vinculada al ejercicio de su cargo; esto se ajusta 
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a la doctrina de la Casación 1175-2023 sobre diferenciación entre “solicitar” 

(cohecho) y “obligar” (concusión). 

• La presión se ejerce mediante el dominio jerárquico sobre el trámite, no 

 

mediante amenaza directa sobre la libertad física; por tanto, la jurisprudencia de 

la Resolución 91-2020 permite descartar la extorsión, ya que la coacción es 

indirecta y se basa en el abuso de cargo. 

 

Por tanto, el caso encaja doctrinal y jurisprudencialmente en el delito de concusión 

previsto en el artículo 382 del Código Penal, por cuanto el funcionario abusa de su 

cargo para obligar a dar un beneficio económico, vulnerando la probidad administrativa. 

 

8. Conclusiones 

 

1. El delito de concusión (art. 382 CP) protege la honestidad y probidad de la 

función pública, sancionando al funcionario que, abusando de su cargo, obliga o 

induce a dar o prometer beneficios económicos. 

2. La jurisprudencia de la Corte Suprema (Casación 1175-2023, Casación 

1743-2019, Resolución 91-2020 y Resolución 3861-2011) ha precisado que el 

abuso de cargo puede ser explícito o encubierto y que la presión en concusión es 

indirecta, diferenciándola del cohecho y de la extorsión. 

3. El análisis de un caso simulado permite verificar que la jurisprudencia se aplica 

coherentemente cuando el funcionario condiciona un acto administrativo a un 

beneficio económico, ajustándose plenamente al tipo penal de concusión. 

4. A pesar de su avance, la jurisprudencia requiere mayor precisión terminológica 

para evitar confusiones entre inducción, solicitud y coacción, especialmente en 
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el marco de un Estado de Derecho que exige seguridad jurídica para los 

servidores públicos. 
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10. Jurisprudencia en Peculado 

Muy buenos días con todos los presentes. 

 

En esta oportunidad me corresponde hablar sobre un tema muy importante dentro del 

Derecho Penal y la administración pública: la jurisprudencia en el delito de peculado. 

Escogí este tema porque considero que tiene mucha relación con la realidad que vive 

nuestro país respecto a la corrupción y el mal uso de los recursos del Estado. Además, 

me parece importante entender cómo las decisiones de los jueces ayudan a interpretar 

mejor las leyes y a sancionar correctamente estos actos. 

Muchas veces, cuando escuchamos hablar del Derecho Penal, pensamos solamente en 

delitos, sanciones o cárceles. Sin embargo, el Derecho no funciona únicamente leyendo 

artículos de memoria. En la práctica, cada caso tiene circunstancias distintas y por eso 

los jueces deben analizar cuidadosamente cómo aplicar la ley según la situación 

concreta. 

 

Ahí es donde entra la importancia de la jurisprudencia. La jurisprudencia está formada 

por las decisiones que toman los tribunales al resolver casos reales. Estas decisiones 

sirven como guía para resolver otros casos similares en el futuro. En el caso del delito 

de peculado, regulado en el artículo 387 del Código Penal Peruano, lo que se busca 

proteger es el correcto manejo de los bienes y recursos del Estado, evitando que 

funcionarios públicos los utilicen de manera indebida. 

Para entender mejor cómo funciona esto en la práctica, podemos analizar la Casación 

N.° 967-2020, emitida por la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema y proveniente 

del departamento de Huancavelica. En este caso, se investigó a funcionarios de la 

Municipalidad Provincial de Angaraes por el delito de peculado doloso, debido al uso 

https://churaweb-18c4c4.webnode.pe/
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irregular de dinero público mediante documentos y comprobantes que posteriormente 

fueron regularizados en el sistema administrativo. 

 

 

 

Durante el proceso, los investigados señalaron que no actuaron con intención de 

cometer un delito y que todo se trató de errores administrativos o descuidos en la 

gestión. Sin embargo, la Corte Suprema determinó que aprobar y firmar documentos sin 

verificar realmente la recepción de bienes o servicios representa un incumplimiento 

grave de sus funciones. Es decir, no se puede justificar el mal uso de recursos públicos 

diciendo simplemente que hubo desorden administrativo. 

Este caso también nos ayuda a entender que dentro de una institución pública cada 

 

funcionario tiene responsabilidad sobre lo que firma, aprueba o autoriza. Muchas veces 

algunas personas intentan justificar sus actos diciendo que solo obedecían órdenes 

superiores. Sin embargo, tanto la doctrina como la jurisprudencia peruana establecen 

que ninguna persona está obligada a cumplir órdenes que sean claramente ilegales. 

Por ejemplo, si un superior ordena firmar documentos falsos o aprobar bienes que nunca 

llegaron, el trabajador que participa también puede asumir responsabilidad penal. Esto 

demuestra que el respeto a las normas y a la legalidad debe estar por encima de 

cualquier presión jerárquica. 

Además, las consecuencias del peculado afectan directamente a la población. Cada 

recurso económico que se desvía significa menos presupuesto para obras, servicios 

públicos, equipos o necesidades importantes para la ciudadanía. Por eso, este tipo de 

delitos no solo perjudica al Estado, sino también a todas las personas que dependen de 

los servicios públicos. 



60 
 

Finalmente, considero que la correcta aplicación de la jurisprudencia en los casos de 

peculado es fundamental para fortalecer la lucha contra la corrupción y promover una 

administración pública más transparente. Como futuros profesionales y ciudadanos, 

también tenemos la responsabilidad de actuar siempre con honestidad y respeto a la ley. 

 

 

 

 

Muchas gracias. 

 

 

 

 

 

 

Autor: Chura Esquia, Arturo 
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11. Jurisprudencia en Malversación 

Ciudadanos y ciudadanas, señoras y señores: 

 

Permítanme comenzar con una pregunta que parece sencilla pero que encierra una 

 

verdad profunda: ¿cuánto vale la confianza de un pueblo en sus instituciones? ¿Cuánto 

cuesta reconstruirla cuando ha sido traicionada una y otra vez por quienes juraron 

defenderla? 

 

Existe un crimen que no deja cadáveres en las calles, que no aparece en los titulares con 

la inmediatez de un asalto o un homicidio, pero que mata lentamente, que destruye 

generaciones enteras de posibilidades, que arrebata el futuro a los más vulnerables. Ese 

crimen tiene nombre: malversación de fondos. Y su cómplice más poderoso es la 

impunidad. 

 

La malversación de fondos es el desvío ilícito, deliberado y premeditado de recursos 

 

públicos —dinero que pertenece a todos— hacia fines privados, personales, partidarios 

o simplemente ajenos al bien común. No se trata de un error administrativo, no es una 

negligencia, no es una distracción burocrática. Es una decisión consciente de quien 

ostenta el poder de administrar lo ajeno y decide apropiárselo. Es una traición a la 

 

confianza colectiva. Es, en esencia, robarle al pueblo mientras se le mira a los ojos y se 

le dice que se trabaja por él. 

 

 

 

El tamaño del problema global 

 

Para comprender la magnitud de lo que enfrentamos, necesitamos salir por un momento 

de nuestras fronteras y observar el fenómeno desde una perspectiva global. 

https://blog-penal-4d1a3d.webnode.pe/
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Según el Foro Económico Mundial, la corrupción en todas sus formas —y la 

 

malversación es una de las más recurrentes— sustrae anualmente más de 2.6 billones de 

dólares de la economía mundial. Eso equivale aproximadamente al cinco por ciento del 

producto interno bruto global. Pero las cifras frías no bastan. Hay que traducirlas a 

realidades humanas: ese dinero es el equivalente a vacunar a toda la humanidad contra 

enfermedades prevenibles durante décadas. Es el equivalente a erradicar el hambre 

extrema en el mundo durante años. Es, en otras palabras, la diferencia entre un planeta 

con dignidad y el que tenemos. 

La Organización de Naciones Unidas, a través de su Oficina contra la Droga y el Delito, 

ha señalado que los países en vías de desarrollo pierden a causa de la corrupción una 

suma que supera diez veces el monto de la ayuda internacional que reciben. Ahí reside 

una de las paradojas más amargas del desarrollo: las naciones más necesitadas de 

recursos son también, con frecuencia, las más castigadas por quienes deberían 

gestionarlos con mayor honestidad. 

Los casos emblemáticos son muchos y dolorosos. En Brasil, el escándalo de la 

constructora Odebrecht reveló una arquitectura de corrupción que penetró a doce países 

de América Latina, donde sobornos sistemáticos garantizaban contratos 

multimillonarios. En Nigeria, la empresa estatal petrolera NNPC fue durante años un 

cofre privado de gobernantes y sus redes. En Malasia, el fondo soberano 1MDB fue 

vaciado de más de 4.500 millones de dólares en una de las operaciones de robo estatal 

más sofisticadas de la historia contemporánea. En Sudáfrica, la era de la llamada 

"captura del Estado" durante el gobierno de Jacob Zuma reveló cómo redes privadas 

podían infiltrarse en las instituciones públicas más básicas para saquearlas 

sistemáticamente. 
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Y en Europa, que muchos imaginan inmune, casos como los de corrupción urbanística 

en España, los escándalos de contrataciones públicas en Italia o los fondos europeos 

desviados en algunos países del este del continente demuestran que este mal no 

reconoce latitud, idioma ni nivel de desarrollo. 

Lo que varía entre las naciones no es la tentación de corromper, sino la fortaleza 

institucional para resistirla, detectarla y castigarla. 

 

 

 

América Latina: territorio fértil para la impunidad 

 

Nuestra región ha sido, históicanos seamos moralmente inferiores a otros pueblos —eso 

sería una falsedad y una injusticia—, sino porque durante décadas construimos 

instituciones débiles, sistemas de control capturados, poderes judiciales dependientes y 

culturas políticas que normalizaron el abuso del poder como parte del "costo" de 

gobernar. 

 

La Comisión Económica para América Latina y el Caribe, CEPAL, ha estimado que la 

corrupción le cuesta a la región entre 2 y 4 puntos del PIB anualmente. En términos 

concretos, estamos hablando de cientos de miles de millones de dólares que no llegan a 

las escuelas, a los hospitales, a los programas de vivienda o a las infraestructuras que 

conectan los territorios olvidados con el resto del país. 

El caso Odebrecht fue un espejo brutal. Reveló que no estábamos ante funcionarios 

 

aislados que cedían a la tentación, sino ante sistemas organizados de corrupción en los 

que empresas privadas, políticos, jueces, intermediarios y testaferros operaban con 

precisión quirúrgica para desviar fondos de obras públicas hacia las cuentas personales 

de una élite interconectada. Guatemala, Honduras, Panamá, República Dominicana, 
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Venezuela, Argentina, Colombia, Ecuador y el Perú aparecieron en ese mapa de la 

infamia. 

 

 

 

Perú: una historia de dolor y resistencia 

 

Y ahora sí, enfoquemos el lente en nuestra tierra. Porque el Perú merece un análisis 

 

honesto, sin autocomplacencia, pero también sin la resignación de quienes ya no creen 

que las cosas pueden cambiar. 

El Perú es un país que ha sufrido profundamente la malversación de fondos y la 

corrupción pública. Y lo ha sufrido no como abstracción estadística, sino en carne y 

hueso, en comunidades que esperaron décadas por una carretera que nunca llegó porque 

sus fondos fueron desviados, en pacientes que murieron porque el oxígeno no llegó 

porque alguien cobró una comisión por equipos defectuosos, en niños que crecieron sin 

una educación de calidad porque los recursos del sector terminaron en bolsillos ajenos. 

La historia reciente es elocuente y devastadora. Cuatro expresidentes de la República en 

los últimos veinticinco años han enfrentado la justicia por cargos relacionados con 

corrupción. Alejandro Toledo fue extraditado desde Estados Unidos tras años de 

extradición, acusado de haber recibido sobornos de Odebrecht. Alan García se quitó la 

vida en el momento en que las autoridades llegaban a su domicilio para detenerlo, en el 

contexto de investigaciones por corrupción. Ollanta Humala y su esposa fueron 

sometidos a prisión preventiva por investigaciones relacionadas con financiamiento 

 

ilícito. Pedro Pablo Kuczynski también pasó por medidas cautelares severas. Y el caso 

de Alberto Fujimori, cuya administración quedó en la historia como uno de los sistemas 

de corrupción organizada más sofisticados de la región, dejó una herida que el país aún 

no ha terminado de procesar. 
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Pero la malversación en el Perú no vive únicamente en los palacios de gobierno. Vive en 

las regiones. Vive en los municipios. El Perú tiene más de 1.800 municipios distritales y 

provinciales, y en muchos de ellos, los pequeños y medianos montos de inversión 

pública han sido terreno de apropiación sistemática por parte de autoridades locales que 

saben que los controles llegan tarde, que la distancia geográfica los protege y que la 

ciudadanía, agotada por la subsistencia diaria, rara vez tiene tiempo de fiscalizar. 

 

La pandemia del COVID-19 fue, en este sentido, un revelador implacable. Mientras el 

Perú se convertía en uno de los países con la mayor tasa de mortalidad per cápita del 

mundo, emergieron escándalos de contrataciones irregulares de pruebas moleculares 

sobrevaloradas, compras de equipos médicos defectuosos, licitaciones direccionadas y 

transferencias de recursos a regiones donde el dinero se diluyó sin dejar hospitales ni 

centros de salud. El Estado peruano tenía los recursos. Lo que fallaron fueron los 

controles y, en demasiados casos, la integridad de quienes manejaban esos recursos. 

 

La Contraloría General de la República reportó que solo en el año 2022 se identificaron 

perjuicios económicos al Estado por más de 3.000 millones de soles como consecuencia 

de actos de corrupción y gestión irregular detectados en sus auditorías. Esa cifra, 

traducida, es suficiente para construir decenas de hospitales de mediana complejidad, o 

para llevar agua potable a cientos de comunidades rurales que aún hoy no la tienen. 

 

 

 

El Derecho Penal como escudo del patrimonio público 

 

Ante esta realidad, ¿cuál es la respuesta del ordenamiento jurídico? ¿Cómo responde el 

Estado de Derecho frente al funcionario que traiciona su mandato? Aquí es donde 

el Derecho Penal adquiere su más profundo significado como instrumento de justicia y 

protección colectiva. 
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El Código Penal peruano contempla la malversación de fondos en su artículo 389, que 

sanciona la conducta del funcionario o servidor público que da al dinero o bienes que 

administra en razón de su cargo una aplicación definitivamente distinta a aquella a la 

que estaban destinados. La norma busca proteger algo que va más allá del dinero en sí: 

protege la fe pública en la administración del Estado, la confianza de la ciudadanía en 

que los recursos recaudados mediante impuestos y tributos llegarán efectivamente a los 

fines para los que fueron concebidos. 

Las sanciones previstas son graduadas según la gravedad del ilícito. En su forma básica, 

la pena puede alcanzar hasta cuatro años de pena privativa de libertad. Pero cuando el 

perjuicio supera las diez Unidades Impositivas Tributarias, cuando los fondos 

malversados estaban destinados a programas de apoyo social, de emergencia o de 

desarrollo, o cuando el delito fue cometido por un funcionario de alto nivel jerárquico, 

la pena puede extenderse hasta ocho años de privación de libertad, acompañada de 

inhabilitación para el ejercicio de la función pública. 

 

Es importante destacar que el bien jurídico que protege esta norma no es 

exclusivamente el patrimonio del Estado en términos contables. Es algo más profundo: 

es la corrección funcional de la administración pública, el derecho de los ciudadanos a 

que los recursos de todos sean administrados con honestidad, eficiencia y lealtad al 

mandato recibido. 

 

 

 

 

El entramado institucional anticorrupción 

 

El Derecho Penal no opera en el vacío. En el Perú, un conjunto de instituciones forma el 

andamiaje que debe dar vida a las normas penales anticorrupción. 
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La Fiscalía de la Nación, a través del sistema de fiscalías especializadas en delitos de 

corrupción de funcionarios, tiene la responsabilidad constitucional de investigar y 

acusar penalmente a quienes desvían los recursos públicos. Estas fiscalías, presentes en 

Lima y en las regiones, trabajan en muchos casos con recursos limitados, amenazas 

constantes y presiones políticas que intentan torcer el curso de las investigaciones. Que 

existan fiscales que persisten a pesar de ello es un testimonio de valentía institucional 

que merece reconocimiento. 

La Contraloría General de la República actúa como el principal órgano de control 

gubernamental y opera tanto de manera preventiva —auditando contrataciones en 

curso— como de manera posterior, detectando irregularidades en la ejecución del gasto. 

Su fortalecimiento ha sido uno de los avances más significativos del sistema 

anticorrupción peruano en los últimos años, aunque sus hallazgos con frecuencia no se 

traducen en sanciones penales con la rapidez que la ciudadanía demanda. 

La Procuraduría Pública Anticorrupción representa al Estado como parte civil en los 

procesos penales, y su función no se limita a la denuncia: también persigue activamente 

la recuperación del patrimonio dañado, solicitando medidas cautelares sobre bienes de 

los imputados para asegurar que, si hay condena, haya también reparación efectiva al 

Estado. 

El Poder Judicial, a través de los juzgados y salas anticorrupción, es el órgano que en 

última instancia determina la culpabilidad y aplica las sanciones. Su independencia es 

condición sine qua non del Estado de Derecho. Cuando esa independencia se ve 

amenazada —ya sea por presiones políticas, por corrupción dentro del propio aparato 

judicial o por la captura de magistrados— el sistema entero se debilita, y los culpables 

quedan libres mientras la ciudadanía pierde la fe en la justicia. 
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Las tres funciones del Derecho Penal frente a la malversación 

 

Desde la teoría jurídica, el Derecho Penal cumple tres funciones esenciales en el 

 

tratamiento de la malversación de fondos, y vale la pena comprenderlas porque de su 

efectividad depende que la norma sea algo más que letra muerta en un código. 

La función retributiva postula que quien comete un delito debe recibir una pena 

proporcional al daño causado. En el caso de la malversación, donde el daño puede 

afectar a miles o incluso millones de ciudadanos, la proporcionalidad exige sanciones 

que no sean simbólicas ni disuadidas por condenas suspendidas o beneficios 

penitenciarios que vacían de contenido la condena. La sociedad tiene el derecho de 

exigir que quien robó al Estado cumpla efectivamente con su pena, y que esa pena 

incluya la inhabilitación permanente para el ejercicio de funciones públicas. 

La función preventiva general opera sobre la conducta de todos los potenciales 

infractores: la existencia de sanciones severas, la certeza de que serán aplicadas y la 

visibilidad de los casos procesados generan un efecto disuasivo en el sistema. Cuando 

un funcionario público sabe que las probabilidades de ser descubierto son altas, que la 

investigación será rigurosa y que la condena será efectiva, el cálculo racional que 

muchos hacen antes de cometer el delito cambia de signo. Por eso, la impunidad no es 

solo un problema de justicia: es un problema de incentivos. La impunidad envía el 

mensaje equivocado a quienes están sentados frente a los recursos públicos. 

 

La función preventiva especial se dirige al infractor concreto, buscando su 

 

rehabilitación y, simultáneamente, protegiéndola a la sociedad de su reincidencia. En el 

ámbito de la corrupción pública, esto se traduce principalmente en la inhabilitación: un 

funcionario que malversó fondos no puede volver a ocupar un cargo de confianza o 
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elección popular. Esta medida, que en el Perú puede ser tanto accesoria como principal, 

busca garantizar que el daño no se repita. 

 

 

 

Los límites del Derecho Penal y lo que aún falta 

 

Sería deshonesto de mi parte presentar al Derecho Penal como la solución definitiva. Es 

una herramienta poderosa e imprescindible, pero tiene límites que debemos reconocer 

con lucidez. 

El Derecho Penal llega tarde. Actúa cuando el delito ya fue consumado, cuando los 

fondos ya fueron desviados, cuando el hospital ya no se construyó y cuando los niños ya 

crecieron sin los libros que sus escuelas debieron tener. La sanción puede ser justa y 

necesaria, pero no devuelve lo perdido. 

 

El Derecho Penal enfrenta además el problema de la prueba en delitos sofisticados. La 

malversación moderna no ocurre con billetes en maletines —aunque a veces sí—, sino a 

través de empresas de fachada, contratos amañados, sobrevaloraciones técnicamente 

difíciles de detectar, testaferros y redes internacionales de lavado. Perseguir estos delitos 

requiere fiscales capacitados, tecnología adecuada, cooperación internacional y 

presupuestos que el Estado peruano no siempre garantiza. 

 

El Derecho Penal también puede ser capturado. Cuando los jueces son nombrados por 

cuotas políticas, cuando los fiscales son presionados o amenazados, cuando las leyes se 

modifican para favorecer a los investigados —como ocurrió en el Perú con algunas 

normas que generaron escándalo público—, el instrumento jurídico se convierte en una 

pantomima que legitima la impunidad en lugar de combatirla. 
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Por eso, junto al Derecho Penal, necesitamos con urgencia otras líneas de acción. 

 

Necesitamos transparencia radical y proactiva: que todos los contratos del Estado, todas 

las compras, todas las transferencias, sean visibles en tiempo real para cualquier 

ciudadano con acceso a internet. Necesitamos controles previos eficaces que impidan el 

delito antes de que ocurra, no solo que lo detecten después. Necesitamos tecnología al 

servicio de la fiscalización: inteligencia artificial que analice patrones de contratación 

anómalos, sistemas de trazabilidad del gasto público que sean difíciles de manipular. 

Necesitamos protección real a los denunciantes, esos ciudadanos valientes que desde 

 

dentro del Estado ven las irregularidades y deciden alzar la voz, arriesgando su cargo y 

a veces su seguridad. 

Y necesitamos, quizás por encima de todo, una cultura ciudadana que rechace la 

corrupción en todas sus formas. Porque la gran corrupción no nace en el vacío: nace en 

una sociedad que tolera la pequeña coima al policía, que celebra al "vivo" que logró 

saltarse las reglas, que vota por el candidato investigado porque "al menos roba pero 

hace obra". Esa cultura de la resignación es el caldo de cultivo donde prospera la gran 

malversación. 

 

 

 

Conclusión: El patrimonio del pueblo no se negocia 

 

Ciudadanas y ciudadanos, llegamos al final de este recorrido con una certeza y un 

desafío. 

La certeza es que la malversación de fondos no es un problema técnico ni 

 

administrativo. Es un problema moral, político y social que requiere respuestas en todos 

esos planos. El Derecho Penal es indispensable, pero es solo el piso mínimo de la 

respuesta que este problema exige. 
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El desafío es que no podemos seguir siendo espectadores pasivos del saqueo de lo 

 

público. Cada sol que se desvía de un presupuesto regional, cada contrato inflado, cada 

obra fantasma, cada compra sobrevalorada, es nuestra plata. Es el dinero de la abuela 

que no recibe su pensión completa, del trabajador que descuenta semana a semana para 

el seguro de salud que no funciona, del emprendedor que paga sus impuestos esperando 

que el Estado le devuelva en servicios lo que tributó en esfuerzo. 

El Perú tiene la inteligencia, tiene la ley, tiene las instituciones —aunque imperfectas— 

y tiene una ciudadanía que, cuando se indigna, puede mover montañas. Lo que 

necesitamos es la voluntad colectiva de no acostumbrarnos, de no resignarnos, de exigir 

a cada funcionario público que administre lo nuestro con la misma diligencia con que 

uno administraría lo propio. 

Porque el dinero público no tiene dueño particular. Le pertenece al niño que nació en la 

comunidad más remota del país con el mismo derecho a una buena escuela que el que 

nació en Miraflores. Le pertenece a la anciana que trabajó toda su vida esperando que el 

Estado honrara su sacrificio. Le pertenece a las generaciones que aún no nacen y que 

heredarán un país más justo o más deteriorado según las decisiones que tomemos hoy. 

 

Defender el patrimonio público es un acto de justicia. Es un acto de patriotismo. Es, en 

el sentido más profundo de la palabra, un acto de amor por el país que somos y por el 

país que podemos llegar a ser. 

Muchas gracias. 

 

 

 

 

 

Autor: Coaquira Alania, Edu 
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12. Jurisprudencia en Cohecho 

Buenos días/tardes estimado docente y compañeros. Hoy voy a hablar sobre un tema 

muy importante dentro del Derecho Penal y de la lucha contra la corrupción: la 

jurisprudencia en el delito de cohecho. Primero, debemos entender qué es el cohecho. El 

cohecho es un delito de corrupción que ocurre cuando un funcionario público recibe, 

solicita o acepta un beneficio indebido como dinero, regalos o favores a cambio de 

 

realizar u omitir un acto relacionado con sus funciones. También puede darse cuando 

una persona ofrece ese beneficio para obtener ventajas ilegales. Este delito afecta 

gravemente a la sociedad, porque destruye la confianza en las instituciones públicas, 

 

perjudica la igualdad ante la ley y debilita la justicia. Cuando existe corrupción, muchas 

veces las decisiones dejan de tomarse por mérito o legalidad y empiezan a depender del 

dinero o de intereses personales. Ahora bien, ¿qué papel cumple la jurisprudencia en 

este delito? La jurisprudencia está conformada por las decisiones y criterios emitidos 

por los tribunales, especialmente por la Corte Suprema y el Tribunal Constitucional. 

Estas resoluciones sirven para interpretar la ley y orientar a los jueces en casos 

similares. Gracias a la jurisprudencia, el Derecho puede aplicarse de manera más 

uniforme, justa y coherente. En el caso del cohecho, la jurisprudencia ha sido 

fundamental para aclarar varios aspectos importantes. Por ejemplo, ha permitido 

determinar cuándo realmente existe un acto de corrupción y qué elementos deben 

probarse para sancionar a una persona. Uno de los criterios más relevantes es que no 

siempre es necesario que el funcionario llegue a cumplir el favor prometido para que 

exista cohecho. Basta con que haya una aceptación o acuerdo indebido entre las partes. 

Es decir, el delito puede configurarse desde el momento en que se acepta o solicita el 

 

beneficio. Además, la jurisprudencia ha señalado que el bien protegido en este delito es 

el correcto funcionamiento de la administración pública. Esto significa que el Estado 

https://mi-web-f84b0c.webnode.pe/
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busca proteger la transparencia, la honestidad y la confianza ciudadana en las 

 

instituciones. Otro aspecto importante es la diferencia entre el cohecho activo y el 

cohecho pasivo. El cohecho pasivo ocurre cuando el funcionario recibe o solicita el 

beneficio indebido. En cambio, el cohecho activo se da cuando una persona ofrece o 

entrega dicho beneficio al funcionario. La jurisprudencia también ha sido clave en casos 

de gran impacto nacional, donde se ha investigado a altos funcionarios, autoridades 

políticas y empresarios. Estos casos han demostrado que la corrupción puede 

presentarse en distintos niveles del Estado y que el sistema judicial tiene la 

responsabilidad de sancionar estas conductas. Asimismo, los jueces han resaltado que 

combatir el cohecho no solo implica aplicar penas severas, sino también fortalecer los 

valores éticos dentro de la función pública. La honestidad, la responsabilidad y la 

transparencia son principios fundamentales para prevenir este tipo de delitos. Debemos 

recordar que la corrupción no es un problema pequeño ni lejano. Sus consecuencias 

afectan directamente a la población. Cuando existe corrupción, muchas veces se pierde 

dinero destinado a hospitales, colegios, carreteras o programas sociales. Por eso, luchar 

contra el cohecho significa también defender los derechos y el bienestar de toda la 

sociedad. Como estudiantes y futuros profesionales, tenemos la responsabilidad de 

actuar con ética y respeto a la ley. El conocimiento jurídico no solo debe servir para 

conocer normas, sino también para contribuir a una sociedad más justa y transparente. 

En conclusión, la jurisprudencia en el delito de cohecho cumple una función esencial, 

porque permite interpretar adecuadamente la ley, sancionar actos de corrupción y 

proteger el correcto funcionamiento de la administración pública. Gracias a estos 

 

criterios jurídicos, se fortalece la lucha contra la corrupción y se promueve una mayor 

confianza en la justicia. Muchas gracias 

Autor: Diaz Quenta, Antuane Milagros 
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13. Jurisprudencia en Corrupción de auxiliares jurisdiccionales 

Muy buenas noches estimados Doctores, autoridades, compañeros y público presente. 

 

Quisiera comenzar haciéndoles una pregunta: ¿Qué ocurre cuando quienes deben apoyar 

la justicia terminan traicionándola? Imaginemos por un momento a una persona que 

acude al sistema judicial buscando protección, verdad y justicia. Esa persona deposita su 

confianza no solo en jueces y fiscales, sino también en quienes colaboran dentro del 

proceso judicial: secretarios, asistentes, notificadores y demás auxiliares 

 

jurisdiccionales. Pero ¿qué sucede cuando alguno de ellos utiliza su cargo para 

 

favorecer intereses personales, recibir sobornos o alterar procedimientos? La corrupción 

dentro del sistema judicial no solo afecta un expediente o un proceso judicial; afecta la 

confianza de toda la sociedad en la justicia. Cuando un ciudadano siente que la ley 

puede manipularse mediante dinero o influencias, empieza a perder la fe en las 

 

instituciones del Estado. Por ello, hoy hablaré sobre la jurisprudencia relacionada con la 

corrupción de auxiliares jurisdiccionales y la importancia de la disciplina penal como 

mecanismo para proteger la legalidad, la ética y la credibilidad del sistema judicial. Este 

tema es importante porque la corrupción constituye uno de los principales problemas 

que afectan a muchos países, especialmente cuando se presenta dentro de instituciones 

encargadas de administrar justicia. La ciudadanía espera que el Poder Judicial actúe con 

imparcialidad y honestidad; sin embargo, los casos de corrupción debilitan esa 

confianza y generan indignación social. Por eso, es necesario comprender cómo actúa el 

derecho frente a estas conductas y cómo la jurisprudencia contribuye a fortalecer la 

transparencia y el respeto por la ley. PRIMER PUNTO. La corrupción de auxiliares 

jurisdiccionales afecta directamente la confianza en la justicia Los auxiliares 

jurisdiccionales cumplen una función fundamental dentro del sistema judicial. Son 

responsables de apoyar el desarrollo correcto de los procesos, garantizar el orden 

https://floresweb-d66e70.webnode.pe/
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administrativo y contribuir al cumplimiento de las decisiones judiciales. Entre sus 

funciones se encuentran redactar documentos, custodiar expedientes, realizar 

notificaciones y colaborar en el funcionamiento adecuado de los despachos judiciales. 

 

Debido a estas responsabilidades, tienen acceso a información sensible y participan 

directamente en el desarrollo de los procesos. Sin embargo, cuando un auxiliar 

jurisdiccional incurre en actos de corrupción como recibir dinero para acelerar trámites, 

alterar documentos o favorecer a una de las partes se vulneran principios esenciales 

como la imparcialidad, la transparencia y la legalidad. La jurisprudencia peruana ha 

señalado reiteradamente que los funcionarios y servidores judiciales tienen un deber 

especial de probidad y conducta ética debido a la naturaleza de sus funciones. Los 

tribunales consideran que la corrupción dentro del aparato judicial tiene una gravedad 

mayor porque compromete directamente la administración de justicia. En diversos casos 

vinculados a delitos de cohecho y corrupción de funcionarios, el Poder Judicial ha 

establecido que incluso actos aparentemente menores generan un daño profundo a la 

 

imagen institucional y a la confianza ciudadana. Esto demuestra que la lucha contra la 

corrupción no debe centrarse únicamente en las altas autoridades, sino también en todos 

los actores que participan en el sistema judicial. Además, cuando existe corrupción 

dentro del sistema judicial, muchas personas pierden la confianza en denunciar delitos o 

acudir a los tribunales para resolver conflictos. Esto genera una percepción de injusticia 

e inseguridad jurídica. La corrupción también perjudica a las personas más vulnerables, 

quienes muchas veces no cuentan con recursos económicos para defender sus derechos. 

Por ello, combatir estas conductas no solo es una obligación legal, sino también una 

responsabilidad moral y social. 

SEGUNDO PUNTO: La disciplina penal busca sancionar y prevenir actos de 

corrupción La disciplina penal cumple un rol fundamental: no solo castiga conductas 
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ilícitas, sino que también busca prevenir nuevos actos de corrupción. El derecho penal 

establece sanciones para los auxiliares jurisdiccionales que cometan delitos como 

cohecho pasivo, tráfico de influencias, falsificación documental, abuso de autoridad o 

encubrimiento. La jurisprudencia ha sido clara al señalar que ningún servidor público 

está por encima de la ley. Además, los jueces suelen valorar especialmente la 

responsabilidad funcional del acusado, ya que este tenía el deber de actuar con 

 

honestidad y respeto a la legalidad. Un aspecto importante es que las sanciones no solo 

tienen consecuencias penales, como prisión o inhabilitación, sino también 

consecuencias administrativas y disciplinarias, incluyendo destituciones y pérdida de 

confianza institucional. Gracias a estas medidas, se busca fortalecer la transparencia y 

enviar un mensaje claro a la sociedad: los actos de corrupción dentro del sistema 

judicial no deben quedar impunes. Porque donde existe impunidad, la corrupción crece; 

pero donde existe disciplina y justicia, la confianza puede recuperarse. Asimismo, la 

jurisprudencia cumple un papel importante porque permite interpretar las normas y 

establecer criterios para resolver casos similares. De esta manera, se logra mayor 

uniformidad en las decisiones judiciales y se fortalece el principio de seguridad jurídica. 

 

La aplicación de sanciones ejemplares también busca prevenir que otros funcionarios 

repitan este tipo de conductas. Cuando la ley se aplica correctamente, se fortalece el 

respeto hacia las instituciones y se promueve una cultura de legalidad. Además, las 

investigaciones por corrupción deben realizarse con objetividad, transparencia y respeto 

al debido proceso. La finalidad no es solo sancionar, sino garantizar que la justicia actúe 

de manera imparcial y eficiente. TERCER PUNTO: La ética y la integridad son 

esenciales para fortalecer el sistema judicial La jurisprudencia y las normas penales son 

importantes, pero la verdadera lucha contra la corrupción también requiere valores 

éticos. Un sistema judicial fuerte no depende únicamente de leyes severas, sino de 
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personas íntegras comprometidas con la verdad y la justicia. Los auxiliares 

 

jurisdiccionales tienen una gran responsabilidad social. Cada acción que realizan puede 

afectar la vida, la libertad y los derechos de las personas. Por ello, la honestidad debe 

ser un principio fundamental en el ejercicio de sus funciones. En muchos 

 

pronunciamientos judiciales se destaca que el servicio público exige conducta ejemplar, 

especialmente dentro de instituciones encargadas de administrar justicia. Además, la 

formación ética, la capacitación constante y los mecanismos de control institucional son 

herramientas necesarias para prevenir prácticas corruptas. La sociedad necesita 

servidores judiciales que actúen con transparencia, responsabilidad y compromiso con 

el Estado de derecho. Porque cuando la justicia actúa con integridad, la ciudadanía 

recupera la confianza en las instituciones. 

 

Otro aspecto importante es la participación ciudadana en la lucha contra la corrupción. 

La sociedad también cumple un papel esencial denunciando irregularidades y exigiendo 

transparencia a las instituciones públicas. Cuando los ciudadanos permanecen 

indiferentes frente a la corrupción, esta se fortalece y se vuelve parte de la normalidad. 

Por ello, es importante fomentar una cultura de rechazo a cualquier acto ilícito. 

Asimismo, los medios de comunicación y las instituciones académicas cumplen una 

 

función importante al promover valores éticos y generar conciencia sobre la necesidad 

de combatir la corrupción en todos los niveles del Estado. La educación también es una 

herramienta poderosa. Desde las escuelas y universidades debe promoverse una cultura 

de honestidad, responsabilidad y respeto por las normas. Los futuros profesionales del 

derecho y de la administración pública deben comprender que el servicio al Estado 

implica un compromiso moral con la sociedad. Finalmente, debemos entender que la 

 

ética no solo debe aplicarse dentro del ámbito laboral, sino también en la vida cotidiana. 

Una sociedad con valores sólidos tendrá instituciones más fuertes y menos vulnerables a 
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la corrupción. Para concluir, recordemos aquella pregunta inicial: ¿qué ocurre cuando 

quienes deben apoyar la justicia terminan traicionándola? La respuesta es clara: se 

debilita la confianza ciudadana, se afecta el Estado de derecho y se pone en riesgo la 

credibilidad de todo el sistema judicial. Por eso, la jurisprudencia en materia de 

corrupción de auxiliares jurisdiccionales y la disciplina penal cumplen una función 

esencial: proteger la legalidad, sancionar las conductas ilícitas y preservar la integridad 

de la justicia. La corrupción no debe verse como un problema ajeno, sino como una 

amenaza que afecta a toda la sociedad. Necesitamos instituciones más transparentes, 

funcionarios más éticos y ciudadanos más comprometidos con la honestidad y la 

 

justicia. Solo así podremos construir un sistema judicial verdaderamente confiable, 

donde la ley se respete y la justicia prevalezca sobre cualquier interés personal. Cada 

ciudadano tiene la responsabilidad de actuar con honestidad y exigir transparencia a las 

autoridades. La lucha contra la corrupción no depende únicamente de jueces o fiscales; 

depende también de la participación activa de toda la sociedad. Si queremos un país más 

justo y democrático, debemos empezar fortaleciendo nuestros valores y promoviendo el 

respeto por la ley y la ética pública. 

Muchas gracias 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Autor: Flores Canavire, Jeanpaul Agustin 
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14. Jurisprudencia en Tráfico de Influencias 

Estimados presentes, distinguidos colegas, magistrados, estudiantes y público en 

general: 

Hoy me dirijo a ustedes para reflexionar de manera profunda y detallada sobre uno de 

los delitos de corrupción más relevantes y frecuentes en nuestro ordenamiento jurídico 

peruano: el tráfico de influencias, regulado en el artículo 400 del Código Penal. 

Este tipo penal cumple una función esencial en la protección de bienes jurídicos 

 

fundamentales como el correcto y transparente funcionamiento de la Administración 

Pública, la imparcialidad de los funcionarios y servidores públicos, la igualdad de todos 

los ciudadanos ante la ley y el prestigio de las instituciones del Estado. 

En un país como el Perú, donde los escándalos de corrupción han sido recurrentes y han 

erosionado gravemente la confianza de la ciudadanía en sus instituciones democráticas, 

el estudio detallado de este delito y su jurisprudencia se vuelve indispensable para 

lograr una aplicación efectiva, coherente y justa de la justicia penal. 

 

El artículo 400 del Código Penal peruano establece lo siguiente: "El que, invocando o 

teniendo influencias reales o simuladas, recibe, hace dar o prometer para sí o para un 

tercero, donativo o promesa o cualquier otra ventaja o beneficio con el ofrecimiento de 

interceder ante un funcionario o servidor público que ha de conocer, esté conociendo o 

haya conocido un caso judicial o administrativo, será reprimido con pena privativa de 

libertad no menor de cuatro ni mayor de seis años". 

 

En su forma agravada, cuando el agente activo es un funcionario o servidor público, la 

pena se incrementa significativamente, pudiendo llegar hasta ocho años de privación de 

libertad, además de inhabilitación y multas correspondientes. 

https://laura-75198d.webnode.pe/
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Nos encontramos ante un delito de peligro abstracto, lo que significa que para su 

configuración no se exige que la influencia se ejerza de manera efectiva, ni que se logre 

un resultado concreto favorable en el procedimiento judicial o administrativo. Basta con 

la sola invocación de influencias, ya sean reales o simuladas, el ofrecimiento de 

interceder y la obtención o promesa de una ventaja patrimonial o de cualquier otra 

 

naturaleza. Esta construcción legal anticipa la barrera de punición con el propósito de 

prevenir la corrupción en sus etapas iniciales, antes de que llegue a producir un daño 

grave e irreparable al bien jurídico protegido. 

Entre los elementos objetivos del delito destacan la conducta de invocar influencias, la 

promesa o ofrecimiento de intercesión ante un funcionario o servidor público 

determinado, y la recepción o promesa de una ventaja o beneficio. Desde el punto de 

vista subjetivo, se requiere la presencia de dolo directo, es decir, la conciencia y 

voluntad clara de realizar la conducta sabiendo que se está afectando la imparcialidad y 

el prestigio de la Administración Pública. 

La ley distingue dos modalidades principales: las influencias reales, cuando el agente 

posee alguna capacidad efectiva de influir en la decisión del funcionario, e influencias 

simuladas, cuando el agente finge o inventa tener dicha influencia. Ambas formas son 

igualmente punibles porque generan un idéntico riesgo para la credibilidad institucional. 

 

La jurisprudencia nacional ha tenido un desarrollo importante en torno a este delito. Sin 

embargo, uno de los mayores aportes jurisprudenciales lo representa el Acuerdo 

Plenario N° 3-2015/CIJ-116, emitido el 2 de octubre de 2015 en el IX Pleno 

 

Jurisdiccional de las Salas Penales Permanente y Transitoria de la Corte Suprema de 

Justicia. Este acuerdo resolvió dos problemas que generaban serias divergencias entre 

los tribunales inferiores. 
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En primer lugar, respecto a la participación del tercero interesado, es decir, la persona 

que solicita y paga por la influencia, conocida popularmente como el "comprador" de 

influencias. Antes de este acuerdo existían posturas encontradas en la doctrina y la 

jurisprudencia: algunos jueces lo consideraban autor, otros cómplice y algunos incluso 

lo excluían de toda responsabilidad penal. 

El Pleno resolvió con claridad que el tercero interesado no es autor del delito de tráfico 

de influencias, pues el tipo penal está dirigido específicamente al "vendedor" de 

influencias. No obstante, puede ser sancionado como instigador, siempre y cuando sus 

actos generen o refuercen de manera significativa la resolución criminal en el traficante 

de influencias. Se aplica el principio de accesoriedad limitada de la participación, por lo 

que no basta con una simple solicitud o pago; se exige un influjo psíquico relevante que 

determine o fortalezca la voluntad del autor principal. 

En segundo lugar, el Acuerdo Plenario confirmó la plena constitucionalidad de la 

modalidad de influencias simuladas y su compatibilidad con el principio de lesividad. 

Invocar influencias falsas pone en riesgo real el prestigio y el buen nombre de la 

Administración Pública. 

 

El Tribunal Constitucional había avalado previamente esta persecución penal en el 

 

Expediente N° 00017-2011-PI/TC. Esta regulación también se encuentra alineada con 

los estándares internacionales, especialmente con el artículo 18 de la Convención de las 

Naciones Unidas contra la Corrupción. 

En la práctica jurisprudencial posterior, se ha consolidado la posición de que no existe el 

denominado "tráfico de influencias en cadena" (sucesión de intermediarios sin conexión 

directa), salvo que cada eslabón configure de manera independiente el tipo penal. 

Además, se exige que el ofrecimiento de influencia se refiera a un caso concreto, 
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judicial o administrativo, y no a gestiones genéricas, vagas o imprecisas. De igual 

forma, la jurisprudencia ha señalado que el delito puede cometerse tanto en el ámbito 

judicial como en el administrativo, abarcando trámites ante municipalidades, 

ministerios, SUNAT, OSCE y otras entidades públicas. 

 

Este delito cobra especial relevancia en el contexto peruano actual. Numerosos casos 

mediáticos de gran impacto han puesto en evidencia supuestas redes de tráfico de 

influencias en procesos de licitaciones públicas millonarias, nombramientos de altos 

 

funcionarios, resoluciones judiciales controvertidas, admisión a universidades públicas 

y trámites administrativos complejos. Su persecución efectiva no solo sirve para 

sancionar conductas individuales, sino también para restaurar la confianza de la 

ciudadanía en el aparato estatal y fortalecer el Estado de Derecho. 

Es importante destacar que el tráfico de influencias genera múltiples consecuencias 

 

negativas para la sociedad. Provoca desigualdad, ya que solo quienes pueden pagar por 

influencias acceden a un trato preferencial. Daña la economía al distorsionar la 

competencia en contrataciones públicas. Desmoraliza a los servidores públicos honestos 

y fomenta un clima de desconfianza generalizada hacia las instituciones. Por ello, su 

combate no es solo una cuestión penal, sino también ética, política y social. 

 

En la era digital, el tráfico de influencias ha encontrado nuevas formas de manifestarse a 

través de redes sociales, mensajes privados y plataformas electrónicas, lo que representa 

nuevos desafíos para su detección y prueba en los procesos judiciales. Frente a ello, los 

operadores de justicia deben estar preparados para interpretar el tipo penal de manera 

actualizada sin perder de vista sus elementos esenciales. 

La jurisprudencia, especialmente el Acuerdo Plenario 3-2015, nos proporciona 

herramientas claras, modernas y precisas para combatir este flagelo sin caer ni en el 
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exceso punitivo ni en la impunidad. Fortalecer su aplicación correcta, siempre con 

estricto respeto al debido proceso, a las garantías penales y al principio de legalidad, 

constituye una tarea fundamental para consolidar nuestra democracia y construir un 

verdadero Estado de Derecho en el Perú. 

Como sociedad civil, como operadores de justicia y como ciudadanos, debemos exigir 

instituciones íntegras, funcionarios probos y una justicia que aplique de manera 

consistente y uniforme estos criterios jurisprudenciales. Solo de esta forma podremos 

avanzar hacia un Perú más justo, más transparente, más equitativo y con mayores 

oportunidades para todos. 

 

La lucha contra el tráfico de influencias debe ser acompañada de medidas preventivas, 

 

tales como mayor transparencia en la gestión pública, fortalecimiento de los sistemas de 

control interno, capacitación continua de servidores públicos, implementación de 

canales de denuncia seguros y una cultura de legalidad desde la educación básica. 

 

En definitiva, el tráfico de influencias representa uno de los rostros más sutiles pero 

 

dañinos de la corrupción. Combatirlo con firmeza y con inteligencia jurídica no solo es 

una obligación legal, sino un imperativo moral para construir el país que todos 

deseamos: un Perú donde el mérito, la honestidad y la igualdad prevalezcan sobre el 

poder de las influencias indebidas. 

Muchas gracias por su atención. 

 

 

 

 

 

 

Autor: Laura Chavarría, Simonet Aracely 
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15. Jurisprudencia en Enriquecimiento ilícito 

Buenos tardes con todos los presentes. Hoy me corresponde exponer sobre un tema muy 

importante dentro del Derecho Penal y la lucha contra la corrupción: la jurisprudencia 

en el delito de enriquecimiento ilícito. Este tema resulta relevante porque nos permite 

comprender cómo los jueces interpretan y aplican las leyes frente a funcionarios 

públicos que incrementan su patrimonio de manera injustificada. Actualmente, la 

corrupción representa uno de los mayores problemas que afectan al Estado y a la 

sociedad. Muchas veces escuchamos noticias sobre funcionarios que, aprovechándose 

de sus cargos, obtienen bienes, dinero o propiedades que no pueden justificar 

legalmente. Frente a ello, el Derecho Penal busca sancionar estas conductas mediante el 

delito de enriquecimiento ilícito, regulado en nuestro ordenamiento jurídico. Sin 

embargo, para entender verdaderamente cómo funciona este delito, no basta solo con 

leer la ley. También es necesario analizar la jurisprudencia, es decir, las decisiones 

emitidas por los tribunales y cortes superiores, porque estas ayudan a interpretar la 

norma y establecen criterios que sirven para resolver casos similares en el futuro. En 

primer lugar, debemos comprender qué es el enriquecimiento ilícito. Este delito ocurre 

cuando un funcionario o servidor público incrementa considerablemente su patrimonio 

y no puede justificar legalmente el origen de sus bienes o ingresos. En otras palabras, 

existe una desproporción entre lo que gana oficialmente y lo que realmente posee. El 

objetivo de esta figura penal es proteger la correcta administración pública y garantizar 

que quienes ejercen funciones dentro del Estado actúen con honestidad, transparencia y 

responsabilidad. La sociedad deposita confianza en las autoridades, por lo que resulta 

grave que algunos funcionarios utilicen sus cargos para obtener beneficios personales. 

Dentro del Código Penal peruano, el enriquecimiento ilícito se encuentra regulado en el 

artículo 401. Este artículo establece que el funcionario o servidor público que 

https://my-website-3d7799.webnode.page/
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incrementa ilícitamente su patrimonio durante el ejercicio de sus funciones será 

 

sancionado penalmente. Además, la ley señala que el incremento patrimonial debe ser 

 

injustificado, es decir, que no exista una explicación legal y razonable sobre el origen de 

esos bienes. Ahora bien, aquí es donde la jurisprudencia adquiere gran importancia. 

Muchas veces surgen dudas sobre cómo demostrar el enriquecimiento ilícito, qué 

pruebas son necesarias o cómo determinar si realmente existe un incremento 

patrimonial injustificado. Los jueces, mediante sus sentencias, han ido desarrollando 

 

criterios importantes para resolver estas interrogantes. Uno de los principales aportes de 

la jurisprudencia peruana es señalar que no se necesita probar específicamente el acto de 

corrupción que originó el dinero ilícito. Es decir, no siempre es obligatorio demostrar 

exactamente qué soborno o acto ilegal realizó el funcionario. Basta con acreditar que 

existe un incremento patrimonial desproporcionado y que el funcionario no puede 

justificarlo razonablemente. Este criterio resulta importante porque, en muchos casos de 

corrupción, obtener pruebas directas es bastante difícil. Muchas operaciones ilícitas se 

realizan de manera oculta, mediante terceros o utilizando mecanismos para evitar dejar 

evidencia. Por ello, la jurisprudencia ha permitido que el análisis se enfoque también en 

el patrimonio del investigado y en la falta de justificación de sus ingresos. Asimismo, la 

Corte Suprema ha señalado que el enriquecimiento ilícito es un delito autónomo. Esto 

significa que no depende necesariamente de otro delito previo para ser sancionado. En 

otras palabras, aunque no se logre demostrar otro acto específico de corrupción, sí 

puede configurarse el enriquecimiento ilícito cuando existen suficientes indicios de 

incremento patrimonial injustificado. Otro aspecto importante desarrollado por la 

jurisprudencia es el valor de la prueba indiciaria. Muchas veces no existe una confesión 

o un documento directo que pruebe el origen ilícito del dinero. Por ello, los jueces 

pueden utilizar indicios, como adquisiciones de bienes costosos, cuentas bancarias 
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sospechosas, movimientos financieros irregulares o gastos incompatibles con el sueldo 

del funcionario. Por ejemplo, si un funcionario público recibe un salario moderado pero 

adquiere múltiples propiedades, vehículos de lujo o realiza viajes costosos 

constantemente, los jueces pueden considerar estos elementos como indicios de 

enriquecimiento ilícito, especialmente si no logra demostrar un origen legal de sus 

recursos. La jurisprudencia también ha establecido que el análisis patrimonial debe 

realizarse de manera integral. Esto significa que no solo se revisa el sueldo del 

funcionario, sino también sus ingresos declarados, actividades económicas, 

 

movimientos bancarios y patrimonio familiar. Todo ello permite verificar si existe 

coherencia entre sus ingresos legales y el incremento de sus bienes. Además, es 

importante mencionar que la lucha contra el enriquecimiento ilícito tiene relación 

 

directa con los principios de transparencia y ética pública. Los funcionarios tienen el 

deber de actuar conforme a la ley y de administrar correctamente los recursos del 

Estado. Cuando un servidor público se enriquece ilegalmente, no solo afecta 

económicamente al país, sino que también destruye la confianza de la ciudadanía en las 

instituciones. En el Perú, diversos casos de corrupción han demostrado cómo algunos 

funcionarios aprovecharon sus cargos para obtener beneficios indebidos. Estas 

situaciones han generado indignación social y han impulsado a que los tribunales 

adopten criterios más rigurosos frente a este delito. Sin embargo, también es importante 

recordar que toda investigación debe respetar el debido proceso y la presunción de 

inocencia. La jurisprudencia señala que no basta únicamente con sospechas o 

 

acusaciones mediáticas. Deben existir pruebas suficientes que acrediten el incremento 

patrimonial injustificado y la responsabilidad del investigado. Por ello, el trabajo de 

fiscales, jueces y órganos de control resulta fundamental. Se necesita una adecuada 

investigación financiera, contable y patrimonial para determinar si realmente existe 
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enriquecimiento ilícito. Asimismo, la cooperación entre instituciones permite fortalecer 

la lucha contra la corrupción. Otro punto relevante es que la jurisprudencia contribuye a 

uniformizar criterios. Gracias a las decisiones de la Corte Suprema y del Tribunal 

Constitucional, los jueces cuentan con parámetros más claros para resolver casos 

 

similares. Esto brinda mayor seguridad jurídica y evita interpretaciones contradictorias. 

Además, la jurisprudencia no solo tiene importancia para los operadores de justicia, sino 

también para la ciudadanía. Conocer estos criterios permite comprender cómo funciona 

el sistema judicial y por qué ciertos casos de corrupción son sancionados de 

determinada manera. En conclusión, la jurisprudencia en el delito de enriquecimiento 

ilícito cumple un papel esencial dentro de la lucha contra la corrupción. A través de las 

decisiones judiciales, se han desarrollado criterios importantes sobre la prueba, el 

análisis patrimonial y la autonomía de este delito. Todo ello permite fortalecer la 

 

protección de la administración pública y garantizar que los funcionarios actúen con 

transparencia y responsabilidad. Como futuros profesionales y ciudadanos, debemos 

comprender la importancia de combatir la corrupción y promover valores éticos dentro 

de la sociedad. Un país con instituciones transparentes y autoridades honestas genera 

mayor confianza, desarrollo y bienestar para todos. 

Muchas gracias. 

 

 

 

 

 

 

Autor: Mamani Benito, Melania Lourdes 
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16. Jurisprudencia en Prevaricato 

Distinguidos doctores, maestros, magistrados y queridos compañeros estudiantes, 

miembros de la comunidad jurídica: buenas tardes. Mi nombre es Nadine Betzabe 

Mamani Choque, estudiante de la Carrera Profesional de Derecho y de Ciencias 

Políticas, y me complace profundamente estar hoy frente a ustedes. Siendo un 

privilegio, poder compartir con ustedes un tema que afecta directamente a la calidad de 

nuestra justicia y a la salud de nuestra democracia: la jurisprudencia sobre el delito de 

prevaricato. 

El prevaricato no es solo un tema técnico del Código Penal; es un fenómeno que 

atraviesa el derecho y la política. En él convergen cuestiones de responsabilidad 

judicial, separación de poderes, control institucional y legitimidad democrática. Quiero 

abordar este asunto desde una perspectiva amplia, conectando la norma, la 

jurisprudencia, la institucionalidad y los retos actuales que enfrentan nuestros sistemas 

de justicia en un contexto de crisis de confianza ciudadana y de tensiones políticas 

crecientes. 

 

Permítanme comenzar con un hecho reciente que ilustra con fuerza la tensión que 

quiero plantear. En el Perú, la Corte Suprema confirmó la condena por prevaricato al 

juez Alain Salas, de Acobamba, por emitir una resolución de hábeas corpus a favor del 

exgobernador Vladimir Cerrón, vulnerando de forma manifiesta la ley y anulando una 

sentencia condenatoria que aún no era firme y estaba pendiente de casación. La Sala 

Superior consideró que el magistrado actuó conscientemente fuera del texto expreso de 

la norma, sin fundamento jurídico razonable, y que su decisión favoreció ilegalmente a 

un político condenado, afectando la administración de justicia y el orden constitucional. 

Este caso no es solo un expediente penal; es un ejemplo vívido de cómo el prevaricato 

se convierte en un punto de encuentro entre el poder jurídico y el poder político. 

https://nadinemamani-2bef2e.webnode.pe/
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El artículo 418 del Código Penal peruano tipifica el delito de prevaricato: comete 

 

prevaricato quien, siendo juez, magistrado o fiscal, resuelve o arbitra a sabiendas en 

 

contra de la ley expresa. Esta descripción aparentemente breve encierra una complejidad 

enorme. Para que el delito se configure, la jurisprudencia ha precisado dos elementos 

clave: la manifiesta contravención a la ley expresa y la existencia de dolo específico, es 

decir, conocimiento consciente de la ilegalidad de la propia decisión. 

En los últimos años, la Corte Suprema y la fiscalía han reiterado que no basta con una 

interpretación discutible o minoritaria de la norma; el prevaricato exige una decisión 

claramente contraria a un texto expreso, razonablemente unívoco, sin que resulte 

justificable racionalmente su apartamiento. Ejemplos recientes de jurisprudencia 

peruana señalan que una sentencia puede ser adecuada, aunque resulte impopular, 

siempre que no vulnere de forma manifiesta la norma vigente ni se aparte de todas las 

interpretaciones jurídicamente defendibles. En cambio, cuando la resolución se aparta 

de la ley de manera evidente, sin fundamento razonable, y se evidencia que el juez o 

fiscal conocía dicho apartamiento, se abre espacio para la configuración del delito. 

 

Desde una perspectiva política, el prevaricato aparece como el punto de encuentro entre 

el poder jurídico y el poder político. Cuando un magistrado decide conscientemente 

violar la ley, no solo está actuando como un individuo con responsabilidad penal; está 

afectando la distribución de poder en la sociedad, erosionando la independencia real del 

poder judicial y debilitando la institucionalidad democrática. La separación de poderes, 

entonces, deja de ser un concepto teórico para volverse un campo de lucha donde el 

control mutuo entre poderes se convierte en herramienta esencial para prevenir la 

arbitrariedad. 

La jurisprudencia sobre prevaricato en nuestro país ha recorrido un camino que refleja 

la tensión permanente entre independencia judicial y responsabilidad institucional. 
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Durante décadas, predominó una interpretación restrictiva del delito: se exigía una 

ilegalidad tan evidente que resultaba casi imposible de probar en la práctica. El 

resultado fue un entorno en el que la judicatura gozaba de amplia protección, pero a 

costa de escasa rendición de cuentas. La falta de sanciones efectivas alimentó 

percepciones de impunidad y debilitó la legitimidad del sistema de justicia. 

 

En los últimos años, la Corte Suprema y varios tribunal especializados han matizado su 

enfoque. Jurisprudencia reciente ha aclarado que el prevaricato no se configura solo por 

una interpretación discutible, pero sí cuando la resolución se aparta de manera 

manifiesta de la ley expresa, sin justificación razonable y con evidente conocimiento de 

la ilegalidad. Asimismo, se ha admitido que el dolo puede inferirse de elementos 

objetivos: contradicciones manifiestas, ausencia de motivación razonada, violación de 

precedentes vinculantes o de principios procesales esenciales, y la existencia de 

beneficios ilegítimos o de presiones indebidas. 

 

Este giro jurisprudencial puede leerse como un intento de reequilibrar la relación entre 

independencia y responsabilidad. Defender la independencia judicial siguiendo sus 

principios clásicos —resistencia a presiones políticas, capacidad de aplicar la ley sin 

temor— es imprescindible. Pero esa independencia pierde sentido si se convierte en 

espacio de impunidad. La jurisprudencia sobre prevaricato, en este contexto, se 

transforma en un instrumento de control político sobre el poder judicial, no en sentido 

peyorativo, sino en sentido institucional: un mecanismo para asegurar que la judicatura 

actúe dentro de los límites de la ley y responda ante la sociedad. 

Comparar la regulación y la práctica del prevaricato en otros países de la región permite 

entender mejor nuestras fortalezas y debilidades. En Chile, México y Perú, el 

prevaricato es un tipo penal estrictamente judicial: recae sobre jueces y, en algunos 

casos, sobre fiscales, pero no se extiende a otros funcionarios públicos de la misma 
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manera. En todos estos países, la jurisprudencia insiste en la necesidad de evidenciar 

una contravención manifiesta a la ley o al precepto claro, y en la existencia de dolo 

específico. Sin embargo, mientras en Chile la discusión se centra más en la 

predictibilidad de las decisiones judiciales y en el impacto sobre el Estado de Derecho, 

en México y Perú la atención se desplaza hacia la relación entre prevaricato y 

corrupción sistémica. 

 

En México, el prevaricato se ha utilizado como instrumento para sancionar resoluciones 

que han favorecido a grupos de poder económico o político, aunque el debate sobre su 

aplicación se entrelaza con críticas de “polítization de la justicia”. En Chile, la doctrina 

y la jurisprudencia subrayan la necesidad de que el prevaricato no se emplee para 

castigar discrepancias interpretativas, sino para castigar abusos evidentes del poder 

jurisdiccional. En Perú, similarmente, la Corte ha reiterado que no se trata de condenar 

una interpretación jurídica distinta, sino de sancionar una resolución que contradice de 

forma manifiesta y sin justificación la ley. 

Una lección compartida por estos sistemas es que la amenaza más grave no es sancionar 

conductas dolosas, sino hacerlo de forma arbitraria o selectiva. Cuando el prevaricato se 

utiliza como herramienta de persecución política, se consolida la idea de que la justicia 

no es un espacio de neutralidad, sino un escenario de lucha de intereses partidarios. Por 

ello, la discusión comparada refuerza la importancia de estándares claros, prudencia 

metodológica y procedimientos garantistas. 

 

El prevaricato no existe en el vacío. Aparece ligado a fenómenos más amplios de 

corrupción, captura del Estado y erosión democrática. Diversos estudios recientes 

resaltan que cuando el prevaricato se asocia con sobornos, coimas u otros beneficios 

 

ilegítimos, la responsabilidad penal no solo se agrava, sino que refleja la participación 

del magistrado en redes de corrupción estructurales. En estos casos, el prevaricato se 
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convierte en indicador de captura del poder judicial: instituciones que, en teoría, 

administran justicia se vuelven instrumentos de intereses privados o políticos. 

La noción de “regímenes híbridos”, habitual en estudios de democracia, cobra sentido 

aquí. Son contextos donde subsisten elecciones regulares y mecanismos formales de 

democracia, pero donde buena parte de las decisiones se toman fuera de las reglas del 

juego establecidas. El prevaricato sistemático e impune puede ser un signo de este tipo 

de regímenes, en los que el poder judicial se sustrae de controles reales y se convierte en 

un aliado silencioso de actores con acceso a recursos económicos o políticos. La 

jurisprudencia, entonces, no solo castiga delitos aislados, sino que contribuye a 

desmantelar esos mecanismos de captura institucional. 

En América Latina, casos conocidos recientes sobre colusión entre jueces y grupos de 

poder han revitalizado el debate sobre la necesidad de fortalecer la independencia 

material de la judicatura, no solo su independencia formal. Esto implica diseñar 

mecanismos de selección meritocrática de jueces, fortalecer las asociaciones judiciales 

autónomas, garantizar salarios y condiciones de trabajo que disuadan la corrupción y 

desarrollar sistemas de transparencia que expongan patrones de conducta reprochable, 

sin caer en ataque personalizado a magistrados legítimamente diversos. 

Una de las razones por las que el prevaricato es un delito complejo de enjuiciar es la 

dificultad de probar la concurrencia de dolo específico. La jurisprudencia peruana 

moderna ha reconocido que el dolo puede inferirse de indicadores objetivos, como la 

violación de una norma expresa sin justificación razonable, la ausencia de motivación 

suficiente, la repetición de decisiones en el mismo sentido u otras circunstancias que 

evidencien la voluntad de actuar ilegalmente. Sin embargo, esa inferencia debe 

realizarse con cautela metodológica para no criminalizar la autonomía interpretativa de 

los jueces. 
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Esta complejidad tiene implicaciones políticas profundas. Dificultar la persecución del 

prevaricato puede traducirse, en la práctica, en una asimetría de poder entre el poder 

judicial y los demás poderes de la sociedad. La imposibilidad de probar el dolo favorece 

la percepción de impunidad y alimenta la desconfianza ciudadana. En contraste, una 

aplicación excesivamente laxa o selectiva de la figura del prevaricato puede llevar a la 

politización de la justicia, donde magistrados serios pueden ser acosados por 

desacuerdos interpretativos legítimos. 

 

En este contexto, se vuelve indispensable fortalecer los controles democráticos sin 

vulnerar la independencia judicial. El control horizontal, mediante instituciones 

autónomas de investigación y sanción; el control vertical, a través de la participación 

ciudadana; el control social, vía medios y organizaciones de la sociedad civil; y el 

control jurídico, basado en procedimientos penal-procesales garantistas, ofrecen 

caminos complementarios para equilibrar estos riesgos. La jurisprudencia sobre 

prevaricato, entendida en este marco, se convierte en un mecanismo de defensa 

institucional: permite sancionar conductas perjudiciales sin destruir el espacio de 

autonomía interpretativa de la judicatura. 

Entre los retos actuales que enfrentamos como país y como región, destaca la necesidad 

de evitar que la lucha contra el prevaricato se convierta en una herramienta de 

persecución política. La discusión sobre la independencia judicial no puede limitarse a 

la defensa de la autonomía formal, sino que debe complementarse con mecanismos 

eficaces de responsabilidad. Un juez independiente debe ser libre de decidir sin presión 

indebida, pero también debe ser responsable ante la ley y ante la sociedad cuando 

decide dolosamente apartarse de los principios constitucionales. 

 

Además, la crisis de legitimidad que afecta a muchas instituciones democráticas en 

 

Latinoamérica se alimenta precisamente de percepciones de corrupción y de impunidad. 
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En Perú, la repetición de denuncias de corrupción vinculadas a la función judicial ha 

dañado la confianza ciudadana en el sistema de justicia. En este escenario, la 

jurisprudencia sobre prevaricato puede jugar un papel crucial: sancionar conductas 

dolosas contribuye a restablecer la confianza y a enviar un mensaje claro sobre lo que se 

considera aceptable o no en el ejercicio del poder judicial. 

Sin embargo, la respuesta no puede ser únicamente castigadora. La prevención exige 

 

reformas institucionales que fortalezcan la transparencia, mejoren la selección de jueces, 

promuevan la evaluación de desempeño y protejan a quienes denuncian irregularidades. 

En este sentido, el prevaricato se convierte en un síntoma de fallas estructurales en el 

sistema de justicia, cuya superación requiere cambios amplios y continuos, más allá del 

enjuiciamiento de casos individuales. 

Permítanme concluir con una reflexión personal. La jurisprudencia sobre prevaricato, 

vista desde una perspectiva amplia, nos enseña que el poder sin control conduce al 

abuso. La independencia judicial sin responsabilidad se convierte en impunidad, no en 

verdadera independencia. La justicia solo es auténtica cuando se administra conforme a 

la ley, y la democracia solo es sólida cuando reposa en instituciones fuertes, 

independientes y responsables. 

 

Como estudiante de Derecho y de Ciencias Políticas, me pregunto qué tipo de 

 

profesional quiero ser y qué legado deseo dejar en estas profesiones. Me comprometo a 

entender el derecho en su contexto político, a defender la democracia sustantiva, no solo 

la formal; a luchar contra la impunidad y a mantener la integridad en el ejercicio de la 

abogacía. La justicia no es una herramienta para el poder personal, sino un bien común, 

construido sobre la legalidad, la independencia y la responsabilidad. 
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Queridos compañeros, cuando nos sentemos en los tribunales, cuando emitamos 

resoluciones, cuando defendamos a nuestros clientes o cuando ocupemos cargos 

públicos, portaremos en nuestras manos el destino de la democracia y del Estado de 

 

Derecho. Que la jurisprudencia sobre prevaricato nos recuerde siempre que la verdadera 

independencia judicial no es la libertad para violar la ley, sino la libertad para aplicarla 

con integridad; que la verdadera separación de poderes no es la impunidad de un poder, 

sino el equilibrio responsable entre poderes; y que la verdadera democracia no es solo 

elecciones, sino instituciones fuertes, justas y responsables. 

En conclusión, la jurisprudencia sobre prevaricato es fundamental para la salud de 

nuestro sistema de justicia y para la consolidación de nuestra democracia. Desde una 

perspectiva política, el prevaricato requiere dolo específico, lo que implica abuso 

deliberado de poder; la jurisprudencia ha evolucionado para reequilibrar los poderes y 

fortalecer el Estado de Derecho; la diferencia entre error y prevaricato marca la 

diferencia entre riesgo institucional y corrupción estructural; y la complejidad de prueba 

recuerda que el control del poder judicial es difícil pero necesario. 

A ustedes, compañeros estudiantes de Derecho y Ciencias Políticas, les invito a asumir 

la responsabilidad de construir un sistema de justicia más justo, más transparente y más 

democrático. 

Muchas gracias. 

 

 

 

 

 

 

Autor: Mamani Choque, Nadine Betzabe 
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17. Jurisprudencia en Denegación y retardo de justicia 

Buenas tardes con todos. Hablar sobre la denegación y el retardo de justicia implica 

 

reflexionar acerca de uno de los problemas más delicados dentro de cualquier sistema 

jurídico. La justicia no solamente debe existir en las normas o en los textos 

constitucionales; también debe llegar de manera oportuna, eficiente y accesible a las 

personas. Cuando un ciudadano acude a los órganos jurisdiccionales esperando una 

solución para la defensa de sus derechos y recibe indiferencia, demora excesiva o falta 

de respuesta, se produce una afectación directa al derecho fundamental de acceso a la 

justicia. La administración de justicia constituye uno de los pilares esenciales del Estado 

de Derecho. Sin embargo, en la práctica, muchas veces las decisiones judiciales tardan 

años en emitirse, los procesos se vuelven excesivamente burocráticos y las personas 

sienten que sus conflictos quedan abandonados dentro de un sistema lento y complejo. 

 

En consecuencia, la confianza de la ciudadanía en las instituciones disminuye y se 

 

genera una percepción negativa respecto al Poder Judicial. La jurisprudencia ha tenido 

un papel importante en el análisis de estos problemas, ya que a través de distintas 

sentencias se han establecido criterios sobre la protección del debido proceso, el plazo 

razonable y la responsabilidad del Estado frente a la demora injustificada en los 

procesos judiciales. Tanto los tribunales nacionales como los organismos 

 

internacionales de derechos humanos han señalado que la justicia tardía equivale, 

 

muchas veces, a una verdadera negación de justicia. Por ello, resulta importante analizar 

el significado de la denegación y el retardo de justicia, sus consecuencias jurídicas y 

sociales, así como el desarrollo jurisprudencial que ha permitido fortalecer la protección 

de los derechos fundamentales vinculados a la tutela jurisdiccional efectiva. Concepto 

de denegación de justicia La denegación de justicia puede entenderse como la negativa 

directa o indirecta del sistema judicial a brindar una respuesta efectiva frente a una 
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controversia planteada por una persona. Esta situación no solo ocurre cuando una 

autoridad rechaza expresamente atender un caso, sino también cuando existe una 

conducta omisiva, una demora excesiva o una actuación arbitraria que impide el acceso 

real a la justicia. Desde una perspectiva jurídica, la denegación de justicia vulnera 

derechos fundamentales como el debido proceso, la tutela jurisdiccional efectiva y el 

derecho de defensa. El acceso a la justicia no se limita únicamente a presentar una 

demanda ante un juez; también comprende obtener una resolución motivada dentro de 

un plazo razonable y con garantías de imparcialidad. 1 En muchos casos, la denegación 

de justicia afecta principalmente a personas en situación de vulnerabilidad, quienes 

enfrentan obstáculos económicos, sociales o institucionales para defender sus derechos. 

Por ejemplo, las víctimas de violencia, los trabajadores, las comunidades alejadas o las 

personas con escasos recursos suelen enfrentar mayores dificultades para acceder a un 

sistema judicial eficiente. La jurisprudencia ha señalado que la denegación de justicia 

no siempre se manifiesta mediante una negativa expresa. También puede producirse 

cuando el sistema judicial actúa de forma tan lenta o ineficaz que termina haciendo 

 

imposible el ejercicio de los derechos reconocidos por la ley. Concepto de retardo de 

justicia El retardo de justicia se refiere a la demora excesiva e injustificada en la 

tramitación y resolución de los procesos judiciales. Aunque todo procedimiento requiere 

un tiempo razonable para el análisis de pruebas y la emisión de una decisión, el 

problema surge cuando las dilaciones superan los límites aceptables y generan 

 

perjuicios para las partes involucradas. El principio del plazo razonable es uno de los 

elementos esenciales del debido proceso. Esto significa que las autoridades judiciales 

tienen la obligación de resolver los conflictos dentro de un tiempo prudente, evitando 

retrasos innecesarios. Cuando un proceso dura muchos años sin justificación válida, se 

afecta la seguridad jurídica y se perjudica directamente a las personas que esperan una 
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respuesta del sistema judicial. La demora judicial tiene consecuencias graves. En el 

 

ámbito penal, por ejemplo, puede afectar tanto a las víctimas como a los acusados. Una 

víctima puede sentir que el Estado no protege sus derechos, mientras que una persona 

procesada puede permanecer durante años bajo investigación sin una sentencia 

definitiva. En materia civil, laboral o familiar, las demoras generan incertidumbre 

económica y emocional. Muchas veces el retardo de justicia se encuentra relacionado 

con problemas estructurales, como la sobrecarga procesal, la falta de personal, la 

corrupción, la deficiente infraestructura o el exceso de formalismos. Sin embargo, estos 

factores no justifican la vulneración de derechos fundamentales, ya que el Estado tiene 

la obligación de garantizar un sistema judicial eficiente. La tutela jurisdiccional efectiva 

y el debido proceso La tutela jurisdiccional efectiva constituye el derecho que tiene toda 

persona para acudir ante los órganos jurisdiccionales en defensa de sus derechos e 

intereses legítimos. Este derecho no solo implica acceder a un tribunal, sino también 

recibir una decisión fundamentada y ejecutable. Por su parte, el debido proceso 

representa el conjunto de garantías mínimas que aseguran un juicio justo. Dentro de 

estas garantías se encuentra el derecho a ser escuchado, a presentar pruebas, a contar 

con defensa y a obtener una resolución emitida dentro de un plazo razonable. La 

jurisprudencia constitucional ha reconocido que el plazo razonable forma parte esencial 

del debido proceso. Esto significa que las autoridades judiciales no pueden mantener 

indefinidamente un proceso sin emitir una decisión. Cuando la demora resulta excesiva 

e injustificada, se vulneran derechos fundamentales y se configura una afectación a la 

tutela jurisdiccional efectiva. 2 Asimismo, la motivación de las resoluciones judiciales 

resulta indispensable para evitar arbitrariedades. Un juez no solo debe resolver un 

conflicto, sino también explicar claramente las razones jurídicas que sustentan su 

decisión. La falta de motivación puede interpretarse como una forma indirecta de 
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denegación de justicia. Desarrollo jurisprudencial sobre la denegación y retardo de 

justicia La jurisprudencia ha desempeñado un rol fundamental en la protección del 

derecho al plazo razonable y al acceso efectivo a la justicia. Diversas sentencias 

constitucionales han establecido criterios para determinar cuándo una demora judicial 

resulta excesiva y vulnera derechos fundamentales. Uno de los principales criterios 

utilizados por la jurisprudencia consiste en evaluar la complejidad del caso, la conducta 

de las partes, la actuación de las autoridades y la afectación generada por la demora. No 

todos los procesos tienen la misma duración, ya que algunos requieren mayor actividad 

probatoria o presentan características especiales. Sin embargo, incluso en casos 

complejos, las autoridades judiciales deben actuar con diligencia. La jurisprudencia 

también ha señalado que la carga procesal no puede convertirse en una excusa 

permanente para justificar retrasos excesivos. El Estado tiene la responsabilidad de 

organizar adecuadamente el sistema judicial y garantizar recursos suficientes para el 

funcionamiento eficiente de los tribunales. En distintos pronunciamientos, los tribunales 

han reconocido que la demora prolongada produce daños económicos, psicológicos y 

sociales. Una persona que espera durante años la resolución de un proceso puede perder 

oportunidades laborales, estabilidad emocional o confianza en las instituciones. De 

igual manera, la jurisprudencia internacional en materia de derechos humanos ha 

reforzado la idea de que la justicia debe ser pronta y efectiva. La Corte Interamericana 

de Derechos Humanos ha señalado reiteradamente que el derecho al plazo razonable 

constituye una garantía fundamental dentro del debido proceso. En varios casos, dicho 

tribunal ha responsabilizado a los Estados por demoras excesivas en investigaciones, 

juicios y ejecución de sentencias. Estas decisiones han influido significativamente en el 

desarrollo del derecho constitucional y procesal, fortaleciendo la protección de los 

derechos fundamentales. Consecuencias de la denegación y retardo de justicia Las 
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consecuencias de la denegación y el retardo de justicia son profundas y afectan no solo 

a las personas involucradas en un proceso, sino también a la sociedad en general. En 

primer lugar, se produce una pérdida de confianza en el sistema judicial. Cuando los 

ciudadanos perciben que los procesos son demasiado lentos o ineficaces, disminuye la 

credibilidad en las instituciones encargadas de administrar justicia. 3 En segundo lugar, 

las demoras generan inseguridad jurídica. Las personas necesitan respuestas oportunas 

para resolver conflictos familiares, laborales, patrimoniales o penales. Un proceso 

excesivamente largo impide que los derechos sean protegidos de manera efectiva. Otra 

consecuencia importante es el impacto económico. Muchas personas deben asumir 

gastos prolongados en abogados, trámites y procedimientos judiciales. En algunos 

casos, la demora termina ocasionando pérdidas irreparables. También existen 

consecuencias sociales y emocionales. Las víctimas de delitos o vulneraciones de 

 

derechos suelen experimentar frustración, ansiedad y sensación de abandono cuando 

 

observan que sus casos permanecen sin resolución durante largos periodos. Además, el 

retardo de justicia favorece indirectamente la impunidad. Cuando los procesos se 

prolongan excesivamente, las pruebas pueden perderse, los testigos olvidan detalles 

 

importantes y las sanciones pierden eficacia. Retos actuales del sistema judicial Uno de 

los principales retos del sistema judicial es reducir la sobrecarga procesal. El elevado 

número de expedientes dificulta que los jueces puedan resolver con rapidez todos los 

casos que ingresan diariamente. Otro desafío importante es la modernización 

tecnológica. La implementación de expedientes electrónicos, audiencias virtuales y 

 

sistemas digitales puede contribuir significativamente a agilizar los procesos judiciales. 

La capacitación constante de jueces y servidores judiciales también resulta fundamental. 

La administración de justicia requiere profesionales preparados no solo en 

 

conocimientos jurídicos, sino también en ética, derechos humanos y técnicas de gestión 
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procesal. Asimismo, la lucha contra la corrupción constituye un elemento indispensable 

para garantizar un sistema judicial eficiente y transparente. La corrupción debilita la 

confianza ciudadana y afecta gravemente la legitimidad de las instituciones. Finalmente, 

resulta necesario fortalecer mecanismos alternativos de solución de conflictos, como la 

conciliación y el arbitraje, con el fin de disminuir la carga procesal y promover 

soluciones más rápidas y eficientes. Importancia de la jurisprudencia en la protección de 

derechos La jurisprudencia cumple una función esencial dentro del ordenamiento 

jurídico porque permite interpretar las normas y adaptarlas a las necesidades sociales. A 

través de las decisiones judiciales se establecen criterios que orientan la actuación de 

jueces y autoridades. En materia de denegación y retardo de justicia, la jurisprudencia 

ha permitido consolidar la protección del derecho al plazo razonable y la tutela 

jurisdiccional efectiva. Gracias a estos criterios, las personas cuentan con mayores 

herramientas para exigir el respeto de sus derechos fundamentales. 4 Además, la 

jurisprudencia contribuye a uniformizar decisiones judiciales y evitar interpretaciones 

arbitrarias. Esto fortalece la seguridad jurídica y promueve una administración de 

justicia más coherente. Por otro lado, el desarrollo jurisprudencial demuestra que los 

derechos fundamentales no deben entenderse únicamente de manera teórica, sino 

también práctica. No basta con reconocer derechos en la Constitución si en la realidad 

las personas no pueden ejercerlos de forma efectiva. Reflexión final La denegación y el 

retardo de justicia representan problemas que afectan directamente la protección de los 

derechos fundamentales y la confianza de la sociedad en las instituciones. Una justicia 

lenta o ineficaz termina perjudicando a quienes buscan soluciones legítimas para sus 

conflictos. La jurisprudencia ha tenido un papel importante en la defensa del debido 

proceso, la tutela jurisdiccional efectiva y el derecho al plazo razonable. Gracias a las 

decisiones de los tribunales, se ha reconocido que la demora excesiva puede constituir 
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una vulneración de derechos humanos. Sin embargo, aún existen importantes desafíos 

relacionados con la carga procesal, la infraestructura judicial, la modernización 

tecnológica y la necesidad de fortalecer la transparencia institucional. La justicia debe 

caracterizarse no solo por su legalidad, sino también por su oportunidad y eficacia. Una 

resolución emitida demasiado tarde pierde gran parte de su valor y puede convertirse en 

una forma indirecta de injusticia. Por ello, resulta fundamental continuar promoviendo 

reformas orientadas a garantizar procesos más rápidos, accesibles y eficientes, siempre 

respetando las garantías del debido proceso y los derechos fundamentales de todas las 

personas. Finalmente, puede afirmarse que una sociedad verdaderamente democrática 

requiere un sistema judicial capaz de responder de manera pronta, imparcial y efectiva. 

Solo así será posible fortalecer la confianza ciudadana y asegurar una protección real de 

la dignidad humana y del Estado de Derecho. 

Muchas gracias. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Autor: Ordoño Vilca, Renzo Rodrigo 



103 
 

18. Jurisprudencia en Denuncia calumniosa 

Derecho Penal 

La denegación y el retardo de justicia constituyen uno de los principales desafíos dentro 

de los sistemas jurídicos modernos. No basta con que existan normas que reconozcan 

derechos; es indispensable que estas puedan aplicarse de manera efectiva, oportuna y 

accesible para todos los ciudadanos. Cuando una persona recurre al sistema judicial y no 

obtiene una respuesta adecuada o dentro de un tiempo razonable, su derecho a la justicia 

se ve gravemente afectado. 

En un Estado de Derecho, la administración de justicia cumple un rol esencial, ya que 

garantiza el orden social y la protección de los derechos fundamentales. Sin embargo, 

en la práctica, es común observar procesos largos, trámites excesivos y demoras 

injustificadas. Esta situación genera frustración en los ciudadanos y debilita la confianza 

en las instituciones judiciales, especialmente cuando los conflictos permanecen sin 

solución durante años. 

Denegación de justicia 

 

La denegación de justicia se produce cuando el sistema judicial no brinda una respuesta 

efectiva frente a una solicitud o conflicto planteado por una persona. Esto no solo 

implica el rechazo directo de un caso, sino también aquellas situaciones en las que, 

 

debido a la inacción o a demoras excesivas, se impide el ejercicio real de los derechos. 

 

Este problema afecta directamente derechos fundamentales como el debido proceso y la 

tutela jurisdiccional efectiva. Acceder a la justicia no significa únicamente presentar una 

demanda, sino también recibir una decisión debidamente fundamentada y dentro de un 

tiempo razonable. 

https://mi-web-88703a.webnode.pe/


104 
 

En muchos casos, la denegación de justicia no es evidente de manera inmediata, sino 

que se manifiesta a través de la lentitud del sistema. Cuando un proceso se prolonga 

excesivamente, la falta de respuesta termina siendo equivalente a una negativa de 

justicia. 

 

Retardo de justicia 

 

El retardo de justicia se refiere a la demora injustificada en la tramitación y resolución 

de los procesos judiciales. Si bien todo procedimiento requiere un tiempo para su 

desarrollo, este debe ser razonable y proporcional a la complejidad del caso. 

 

El problema surge cuando las demoras exceden los límites aceptables, afectando a las 

 

partes involucradas. El plazo razonable es una garantía fundamental del debido proceso, 

y su incumplimiento genera consecuencias negativas tanto a nivel individual como 

social. 

 

Las demoras judiciales impactan en distintas áreas. En el ámbito penal, pueden 

 

perjudicar tanto a las víctimas como a los imputados. En el ámbito civil o familiar, 

 

generan incertidumbre y afectan la estabilidad económica y emocional de las personas. 

En todos los casos, la justicia tardía pierde eficacia. 

Importancia del debido proceso y la tutela jurisdiccional efectiva 

 

La tutela jurisdiccional efectiva garantiza que toda persona pueda acudir ante un órgano 

judicial para defender sus derechos. Este derecho incluye no solo el acceso al sistema, 

sino también la obtención de una resolución motivada y ejecutable. 

Por su parte, el debido proceso asegura que el juicio se desarrolle respetando garantías 

mínimas, como el derecho de defensa, la imparcialidad del juez y el respeto al plazo 

razonable. 
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Ambos principios están estrechamente relacionados, ya que una justicia lenta o 

ineficiente vulnera directamente estas garantías. Cuando el Estado no cumple con 

resolver los conflictos en el tiempo adecuado, se produce una afectación a los derechos 

fundamentales de los ciudadanos. 

El papel de la jurisprudencia 

 

La jurisprudencia ha sido clave en el desarrollo de criterios para identificar cuándo 

 

existe una vulneración al derecho al plazo razonable. A través de diversas decisiones, se 

han establecido parámetros que permiten evaluar si una demora judicial es justificada o 

no. 

Entre los criterios más importantes se encuentran: 

 

• La complejidad del caso 

 

• La conducta de las partes 

 

• La actuación de las autoridades judiciales 

 

Asimismo, se ha determinado que la sobrecarga de trabajo en los tribunales no puede 

ser utilizada como una justificación permanente para las demoras. El Estado tiene la 

responsabilidad de garantizar un sistema judicial eficiente. 

A nivel internacional, también se ha señalado que la justicia debe ser pronta y efectiva, 

ya que los retrasos excesivos afectan derechos humanos fundamentales. 

Consecuencias del problema 

 

La denegación y el retardo de justicia generan diversas consecuencias negativas. En 

 

primer lugar, provocan una pérdida de confianza en el sistema judicial, lo que debilita la 

legitimidad de las instituciones. 
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En segundo lugar, crean inseguridad jurídica, ya que las personas no pueden resolver 

oportunamente sus conflictos. Esto afecta decisiones importantes relacionadas con la 

familia, el trabajo o el patrimonio. 

Además, existen consecuencias económicas y emocionales. Los procesos largos 

 

implican mayores gastos y generan estrés, ansiedad e incertidumbre. Por otro lado, las 

demoras pueden favorecer la impunidad, especialmente cuando las pruebas se 

deterioran con el tiempo. 

 

Desafíos del sistema judicial 

 

Uno de los principales retos es reducir la carga procesal, ya que el exceso de 

 

expedientes dificulta el trabajo de los jueces. Asimismo, es necesario mejorar la 

organización del sistema judicial para hacerlo más eficiente. 

Otro desafío importante es la modernización tecnológica. El uso de herramientas 

digitales, como expedientes electrónicos y audiencias virtuales, puede contribuir a 

acelerar los procesos. 

También es fundamental fortalecer la capacitación de los operadores de justicia y 

combatir la corrupción, ya que estos factores influyen directamente en la calidad del 

servicio judicial. 

Conclusión 

 

La denegación y el retardo de justicia representan una grave afectación a los derechos 

fundamentales y al funcionamiento del Estado de Derecho. Una justicia que no 

responde a tiempo pierde su verdadero sentido y deja de cumplir su función social. 
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Si bien la jurisprudencia ha contribuido a reconocer y proteger el derecho al plazo 

razonable, aún existen importantes desafíos que deben ser superados. Es necesario 

implementar reformas que permitan un sistema más ágil, transparente y eficiente. 

En definitiva, una sociedad justa requiere un sistema judicial que no solo exista en la 

 

norma, sino que funcione de manera efectiva en la realidad. Solo así se podrá garantizar 

la confianza de los ciudadanos y la protección real de sus derechos. 

Muchas gracias. 
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19. Jurisprudencia en encubrimiento personal 

Estimada audiencia, conocedores del derecho: el día de hoy voy a darles mi discurso 

acerca de la jurisprudencia en el encubrimiento personal Quiero comenzar haciéndoles 

una pregunta: ¿Qué pesa más… la lealtad hacia una persona o la responsabilidad con la 

justicia? Parece una pregunta sencilla, pero imaginemos esta situación: una persona 

comete un delito y, en lugar de enfrentar las consecuencias, recibe ayuda para escapar, 

esconderse o evitar ser descubierta. Quien la ayuda quizá no disparó un arma, no robó ni 

participó directamente en el crimen, pero tomó una decisión que cambia completamente 

el rumbo de la justicia. A eso se le conoce como encubrimiento personal. Y aunque 

muchos creen que es un tema lejano, en realidad está más presente de lo que pensamos. 

Porque el encubrimiento no siempre ocurre en películas policiales o grandes casos 

 

criminales. A veces empieza con frases tan simples como: “Yo no vi nada.” “Mejor no 

digas nada.” “Ayúdalo, es tu amigo.” “Solo quédate callado.” Y es allí donde el derecho 

entra para preguntarnos: ¿Hasta dónde llega la solidaridad y dónde empieza la 

complicidad? Sin embargo, el derecho no puede basarse únicamente en emociones o 

percepciones. Los jueces necesitan criterios claros para decidir cuándo una conducta 

realmente constituye encubrimiento personal. Y es precisamente allí donde aparece la 

jurisprudencia. La jurisprudencia es mucho más que decisiones escritas en expedientes. 

Es la interpretación viva de la ley. Es la experiencia acumulada de los jueces frente a 

casos reales. Gracias a ella, el derecho evoluciona y logra adaptarse a situaciones 

complejas que la ley, por sí sola, no siempre puede prever. En el caso del encubrimiento 

personal, la jurisprudencia ha permitido aclarar aspectos fundamentales. Por ejemplo, ha 

establecido que no basta con conocer al responsable de un delito; también debe existir 

una intención de ayudarlo a evitar la acción de la justicia. Es decir, el juez analiza si 

 

realmente hubo voluntad de ocultar, proteger o facilitar la fuga del autor del delito. Esto 
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es importante porque no todas las situaciones son iguales. No es lo mismo actuar por 

miedo, presión o desconocimiento, que ayudar conscientemente a alguien para impedir 

que sea capturado. La jurisprudencia permite precisamente diferenciar esos escenarios y 

evitar decisiones injustas. Además, gracias a distintos criterios jurisprudenciales, se ha 

entendido que el encubrimiento personal puede presentarse de muchas formas. No solo 

escondiendo físicamente a alguien, sino también proporcionando información falsa, 

alterando evidencias, facilitando transportes o incluso dificultando la labor de las 

autoridades. Y aquí surge algo interesante: muchas veces el encubrimiento nace del 

vínculo emocional. Un amigo protege a otro amigo. Un familiar decide callar. Una 

persona piensa que ayudar al culpable es un acto de amor o fidelidad. Pero entonces el 

derecho nos recuerda algo fundamental: La justicia no puede avanzar cuando la verdad 

se esconde. Porque cada acto de encubrimiento no solo afecta a las autoridades; también 

afecta a las víctimas, a las familias que buscan respuestas y a toda una sociedad que 

espera que las leyes se cumplan. La jurisprudencia cumple entonces un rol esencial: 

evitar que la justicia se convierta en algo arbitrario. Gracias a ella, los jueces pueden 

resolver casos tomando en cuenta antecedentes, interpretaciones previas y principios 

jurídicos construidos a lo largo del tiempo. Y eso demuestra que el derecho no es 

simplemente memorizar artículos o códigos. El derecho es analizar conductas humanas, 

entender contextos y buscar equilibrio entre la ley y la realidad. Vivimos en una 

sociedad donde muchas veces se normaliza “ayudar” al culpable, guardar silencio o 

interferir en investigaciones. Sin embargo, debemos entender que cuando alguien 

encubre a un responsable, no está protegiendo únicamente a una persona; está 

debilitando el sistema de justicia. Por eso, estudiar la jurisprudencia en el encubrimiento 

personal no solo nos ayuda a comprender un delito. Nos ayuda también a reflexionar 

sobre nuestros valores como sociedad. Nos enseña que la justicia necesita verdad, 
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responsabilidad y valentía. Porque a veces creemos que delinquir solo significa cometer 

el acto principal. Pero el derecho nos demuestra que también se puede afectar la justicia 

desde el silencio, desde la mentira o desde la complicidad. Y quizá allí está la mayor 

reflexión de este tema: que callar, ocultar o proteger a quien hizo daño puede 

 

convertirnos, poco a poco, en parte del problema. Finalmente, la jurisprudencia nos deja 

una enseñanza clara: las leyes no existen únicamente para castigar, sino también para 

orientar a la sociedad hacia la verdad y la justicia. Porque cuando alguien encubre a un 

culpable, no solo esconde a una persona… también intenta esconder la verdad. 

Muchas gracias. 
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20. Jurisprudencia en Fraude procesal 

En esta oportunidad voy a exponer sobre la jurisprudencia en el delito de fraude 

 

procesal, un tema muy importante dentro del Derecho Penal, porque protege uno de los 

valores más importantes en un Estado de Derecho: la correcta administración de 

justicia. Puede parecer un tema técnico, pero en realidad está muy relacionado con algo 

que todos entendemos: la necesidad de que los jueces y autoridades tomen decisiones 

basadas en la verdad y no en engaños. 

 

Cuando una persona acude al Poder Judicial, a la Fiscalía o a cualquier entidad del 

Estado, se espera que actúe con honestidad y buena fe. El sistema de justicia funciona 

sobre la base de la confianza. Se presume que las partes presentarán documentos 

verdaderos, declaraciones sinceras y pruebas auténticas. Sin embargo, no siempre 

 

ocurre así. Algunas personas intentan aprovecharse del proceso para obtener beneficios 

que no les corresponden, utilizando mentiras, documentos falsos o cualquier otra 

maniobra engañosa. A esa conducta se le conoce como fraude procesal. 

En el Perú, este delito se encuentra regulado en el artículo 416 del Código Penal 

Peruano. Según esta norma, comete fraude procesal quien, por cualquier medio 

fraudulento, induce a error a un juez, fiscal o funcionario público con el propósito de 

obtener una resolución o acto administrativo contrario a la ley. 

En palabras simples, el fraude procesal ocurre cuando una persona engaña a la autoridad 

para conseguir una decisión favorable que no debería obtener legalmente. Es decir, 

utiliza el proceso judicial o administrativo como un instrumento para cometer un fraude. 

 

Por ejemplo, imaginemos que una persona quiere apropiarse de un terreno que no le 

 

pertenece. Para ello, presenta ante el juzgado un contrato falsificado en el que aparenta 

ser el verdadero propietario. Su intención es convencer al juez de que tiene la razón y 

https://mi-web-dbd344.webnode.pe/
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así obtener una sentencia favorable. Aunque el juez descubra la falsedad antes de emitir 

su decisión, el simple hecho de haber intentado engañar al sistema judicial ya puede 

constituir fraude procesal. 

 

El bien jurídico protegido por este delito es la correcta administración de justicia. Esto 

significa que la ley busca garantizar que los jueces y demás autoridades puedan tomar 

decisiones justas y basadas en hechos reales. Si se permite que las personas presenten 

información falsa sin consecuencias, el sistema judicial perdería credibilidad y la 

sociedad dejaría de confiar en la justicia. 

 

La justicia no puede construirse sobre mentiras. Si un juez toma una decisión basándose 

en documentos falsos o en hechos inventados, esa resolución será injusta. Por eso, el 

fraude procesal es considerado una conducta grave, ya que afecta no solo a una persona, 

sino a todo el sistema de justicia. 

Para que exista este delito, deben concurrir ciertos elementos. En primer lugar, debe 

existir un medio fraudulento, como documentos falsificados, declaraciones falsas, 

simulaciones o cualquier otro acto engañoso. En segundo lugar, ese medio debe ser 

idóneo, es decir, debe tener la capacidad de inducir a error a la autoridad. En tercer 

lugar, debe existir la intención de obtener una resolución contraria a la ley. Y, 

finalmente, debe haber dolo, es decir, la voluntad consciente de engañar. 

 

Uno de los aspectos más importantes para entender este delito es la jurisprudencia. La 

jurisprudencia es el conjunto de decisiones emitidas por los tribunales, especialmente 

por la Corte Suprema de Justicia de la República del Perú, que interpreta las leyes y 

aclara cómo deben aplicarse en casos concretos. 

La importancia de la jurisprudencia radica en que las leyes, muchas veces, están 

redactadas de manera general. Por ello, corresponde a los jueces interpretar su alcance y 
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establecer criterios que sirvan de guía para resolver casos similares. En el caso del 

 

fraude procesal, la jurisprudencia ha sido fundamental para definir cuándo se configura 

el delito y cuáles son sus características. 

Uno de los criterios jurisprudenciales más importantes es que el fraude procesal es un 

delito de peligro. Esto quiere decir que no es necesario que el juez llegue a emitir una 

resolución injusta para que exista el delito. Basta con que el autor realice actos aptos 

para inducir a error a la autoridad. 

Este criterio es muy importante porque demuestra que la ley no solo castiga el daño 

consumado, sino también el intento serio de afectar la administración de justicia. Si el 

juez descubre el engaño a tiempo y evita el perjuicio, igualmente puede existir 

responsabilidad penal. 

 

Otro criterio relevante es que el engaño debe ser idóneo. Esto significa que no cualquier 

mentira constituye fraude procesal. La conducta debe tener una capacidad real de 

engañar a la autoridad. Si el documento es evidentemente falso o el engaño es tan burdo 

que nadie podría creerlo, puede no configurarse el delito. 

La jurisprudencia también ha señalado que este delito puede presentarse junto con otros 

delitos, como la falsificación de documentos o el uso de documento falso. En estos 

casos, una misma conducta afecta distintos bienes jurídicos y puede generar 

responsabilidad por más de un delito. 

 

Por ejemplo, si una persona falsifica una escritura pública y luego la presenta en un 

proceso judicial, podría ser sancionada por falsificación documental y, además, por 

fraude procesal, ya que utilizó ese documento para engañar al juez. 

Es importante diferenciar el fraude procesal de otros delitos similares. En la 

 

falsificación de documentos, lo que se sanciona es la creación o alteración del 
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documento. En el uso de documento falso, se castiga la utilización de ese documento. 

En el fraude procesal, lo que se sanciona es el engaño dirigido específicamente a una 

autoridad para obtener una decisión injusta. 

En la práctica, este delito tiene una gran relevancia para abogados, jueces, fiscales y 

ciudadanos. Los abogados tienen el deber ético y legal de actuar con honestidad y no 

presentar pruebas falsas. Los jueces deben analizar cuidadosamente la documentación 

presentada. Los fiscales deben investigar estas conductas y solicitar las sanciones 

correspondientes. Y los ciudadanos deben entender que el proceso judicial no puede 

convertirse en un medio para obtener beneficios indebidos. 

Desde mi punto de vista, el fraude procesal es una conducta muy grave porque atenta 

directamente contra la esencia de la justicia. Muchas personas acuden a los tribunales 

con la esperanza de resolver sus conflictos de manera justa. Cuando alguien utiliza 

engaños para manipular el proceso, no solo perjudica a otra persona, sino que también 

debilita la confianza de la sociedad en las instituciones. 

La jurisprudencia cumple un papel fundamental porque permite que las normas penales 

se apliquen de manera uniforme. Gracias a las decisiones de la Corte Suprema de 

Justicia de la República del Perú, hoy sabemos que el fraude procesal se configura 

desde el momento en que se intenta engañar a la autoridad mediante un medio 

fraudulento idóneo, aun cuando el resultado final no llegue a concretarse. 

En conclusión, el fraude procesal es el delito que se comete cuando una persona utiliza 

engaños para inducir a error a un juez o funcionario público con el fin de obtener una 

resolución contraria a la ley. Este delito protege la correcta administración de justicia y 

la confianza de la sociedad en el sistema judicial. 
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La jurisprudencia ha sido esencial para aclarar que no es necesario que el engaño tenga 

éxito, sino que basta con la intención y el uso de medios aptos para engañar a la 

autoridad. Esto demuestra que el Derecho Penal no solo sanciona el daño consumado, 

sino también los intentos serios de manipular la justicia. 

Como futuros profesionales del Derecho, debemos recordar que la verdad, la honestidad 

y la buena fe son valores indispensables. La justicia solo puede funcionar 

adecuadamente cuando todos respetamos la ley y actuamos con integridad. 

Muchas gracias. 
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21. Jurisprudencia en insolvencia provocada 

Buenas tardes, doctor y compañeros en esta oportunidad les hablaré de un tema muy 

importante acerca de “Jurisprudencia en Insolvencia Provocada” dentro del contexto 

del Derecho Penal es un tema de gran relevancia jurídica porque se encuentra enlazada 

mente relacionada con la protección del patrimonio, el cumplimiento de las obligaciones 

económicas y administración de justicia, la importancia de este tema se basa en que en 

la actualidad, muchas personas utilizan maneras fraudulentas para evitar el pago de 

 

deudas, obligaciones civiles o reparaciones económicas basadas de procesos judiciales 

afectando directamente los derechos de los acreedores y debilitando la eficacia de las 

decisiones emitidas por los órganos jurisdiccionales. 

La insolvencia provocada consiste en la realización de actos destinados a ocultar, 

transferir, disminuir o deshacerse del patrimonio con la finalidad de aparentar una 

situación de insolvencia económica osea que basicamente el deudor busca crear 

artificialmente una situación en la cual no posea bienes suficientes para responder frente 

a sus obligaciones económicas lo que estas conductas pueden manifestarse mediante 

transferencias fraudulentas de bienes, ventas simuladas, ocultamiento patrimonial, 

 

donaciones ficticias o cualquier otra maniobra para impedir que los acreedores puedan 

ejercer correctamente su derecho de cobro lo que significa que este tipo de acciones 

perjudican no solamente a la persona acreedora, sino también a la confianza en el 

sistema jurídico y judicial. 

Dentro del ordenamiento jurídico peruano esta conducta se encuentra regulada en el 

artículo 417-A del Código Penal lo cual sanciona a quienes realizan actos fraudulentos 

para impedir el cumplimiento de obligaciones patrimoniales o reparaciones civiles 

derivadas de un proceso judicial La presencia de esta norma demuestra la importancia 

que posee la protección del patrimonio y la necesidad de garantizar que las decisiones 
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judiciales no sean burladas mediante maniobras fraudulentas realizadas por los 

deudores, el legislador dice que la administración de justicia no puede limitarse 

únicamente a emitir resoluciones sino que aparte debe garantizar que estas puedan 

cumplirse de forma efectiva. 

Uno de los aspectos más importantes desarrollados por la jurisprudencia es que no toda 

situación de insolvencia constituye automáticamente un delito lo que resulta relevante 

porque una persona puede atravesar legítimamente problemas económicos sin que exista 

una conducta fraudulenta lo cual muchas empresas o personas naturales pueden sufrir 

pérdidas económicas, quiebras, deudas acumuladas o situaciones financieras difíciles 

producto de factores externos, crisis económicas o malas decisiones comerciales, por lo 

cual los tribunales han señalado que para determinar responsabilidad penal no basta 

únicamente la existencia de deudas o dificultades económicas, sino que debe 

demostrarse la existencia de dolo o intención fraudulenta por parte del sujeto. 

Por lo que, la jurisprudencia establece que el deudor debe haber actuado 

conscientemente con el único propósito de perjudicar a los acreedores y evitar el 

cumplimiento de sus obligaciones económicas, lo que por esta razón los órganos 

jurisdiccionales analizan distintos elementos para determinar si realmente existió una 

conducta delictiva, entre ellos la disminución intencional del patrimonio, el 

ocultamiento de bienes, las transferencias fraudulentas y la existencia de actos 

 

simulados orientados a aparentar insolvencia a la vez se ve que el momento en el cual se 

realizaron dichas operaciones patrimoniales y si estas guardan relación con obligaciones 

económicas pendientes o procesos judiciales en curso. 

Una de las jurisprudencias más relevantes relacionadas con este tema es la STS 

3651/2020 de España, que desarrolla criterios importantes respecto a la insolvencia 

fraudulenta y la responsabilidad penal del deudor, en esta sentencia el tribunal ve la 
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conducta realizada por el acusado y evalúa si los actos patrimoniales ejecutados tenían 

como finalidad afectar el derecho de cobro de los acreedores, por lo que esto resulta 

importante porque permite comprender cómo los tribunales interpretan los elementos 

del delito y cuáles son los requisitos necesarios para establecer responsabilidad penal. 

La sentencia establece que la insolvencia fraudulenta constituye un delito especial 

propio lo que significa que solamente puede ser cometido por quien tenga condición de 

deudor respecto de la obligación económica afectada. Este criterio resulta importante 

porque delimita quién puede ser considerado sujeto activo del delito y evita 

interpretaciones excesivamente amplias dentro del ámbito penal, aparte la 

jurisprudencia aclara que no cualquier tercero puede ser responsable de este delito, 

salvo que se integre directamente en las maneras fraudulentas realizadas por el deudor. 

 

A la vez el tribunal señala que deben existir actos concretos destinados a generar o 

 

agravar el estado de insolvencia, por lo que no basta con que la persona tenga problemas 

financieros o atraviese dificultades económicas normales, sino que deben verificarse 

conductas específicamente orientadas a perjudicar el derecho de cobro de los 

 

acreedores, entre estas conductas pueden encontrarse la venta simulada de bienes, la 

 

transferencia patrimonial a familiares o terceros, el ocultamiento de activos económicos, 

la creación de deudas ficticias y otras maniobras destinadas a disminuir artificialmente 

el patrimonio del deudor. 

Otro aspecto importante desarrollado por la jurisprudencia es la necesidad de acreditar 

el perjuicio ocasionado al acreedor, lo que significa que debe comprobarse que las 

acciones realizadas por el deudor afectaron o pusieron en peligro el cumplimiento de la 

obligación económica correspondiente, por lo que esta manera la jurisprudencia busca 

proteger no solamente el patrimonio individual de los acreedores, sino también la 

confianza en el sistema judicial y la eficacia de las decisiones emitidas por los 
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tribunales. Si las personas pudieran evitar fácilmente sus responsabilidades económicas 

mediante maniobras fraudulentas, se debilitaría gravemente la seguridad jurídica y el 

respeto por las resoluciones judiciales. 

 

La relevancia jurídica de la insolvencia provocada se encuentra en la protección de 

diversos bienes jurídicos importantes, por lo que en primer lugar, protege el patrimonio 

y los derechos económicos de los acreedores, evitando que sean perjudicados mediante 

actos fraudulentos realizados por los deudores, después en segundo lugar, garantiza el 

cumplimiento de obligaciones económicas y reparaciones civiles derivadas de procesos 

judiciales y finalmente, protege la correcta administración de justicia, ya que impide que 

las personas burlen las decisiones judiciales mediante mecanismos fraudulentos, lo que 

esto demuestra que el delito no solamente afecta intereses privados, sino también el 

interés público relacionado con el funcionamiento adecuado del sistema judicial. 

 

Además, la jurisprudencia cumple un papel fundamental dentro del Derecho Penal 

porque permite interpretar correctamente los elementos del delito y establecer criterios 

aplicables en casos similares y gracias a la interpretación realizada por los tribunales, es 

posible ver la diferencia entre una verdadera conducta fraudulenta y una simple 

situación económica desfavorable lo que esto resulta importante para evitar sanciones 

injustas y garantizar una aplicación adecuada de la norma penal, por lo que de esta 

manera la jurisprudencia contribuye a uniformizar criterios jurídicos y brindar mayor 

seguridad en la resolución de casos relacionados con insolvencia fraudulenta. 

También debe resaltarse que este delito posee una función preventiva dentro de la 

 

sociedad, la creación de sanciones penales frente a conductas fraudulentas relacionadas 

con la insolvencia busca desincentivar el uso de mecanismos ilegales destinados a 

evadir obligaciones económicas, por lo que de esta manera el Derecho Penal ayuda a 

fortalecer la seguridad jurídica, la confianza en el sistema de justicia y el respeto por las 
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obligaciones patrimoniales, y fomenta la responsabilidad económica y la transparencia 

en las relaciones comerciales y civiles. 

Desde una perspectiva social y económica, la insolvencia provocada puede generar 

consecuencias negativas importantes, especialmente cuando afecta a empresas, 

trabajadores o acreedores que dependen del cumplimiento de determinadas obligaciones 

económicas. En algunos casos, las maniobras fraudulentas realizadas por un deudor 

pueden perjudicar no solamente a una persona, sino también a diversas familias, 

empresas o instituciones financieras. Por ello, resulta fundamental que existan 

mecanismos legales y criterios jurisprudenciales claros que permitan sancionar 

adecuadamente estas conductas. 

Y en conclusión la insolvencia provocada constituye una conducta de gran importancia 

dentro del ámbito jurídico y penal, debido a que afecta directamente los derechos de los 

acreedores y el correcto funcionamiento de la administración de justicia, la 

jurisprudencia desempeña un papel esencial en la interpretación de este delito ya que 

nos permite establecer criterios claros para identificar conductas fraudulentas y ver 

cuándo realmente existe responsabilidad penal y también contribuye a garantizar una 

adecuada protección del patrimonio, el cumplimiento efectivo de las obligaciones 

económicas y el respeto a las decisiones judiciales. 

Por todo lo que hemos visto, el estudio de la jurisprudencia en insolvencia provocada 

resulta fundamental para comprender cómo el Derecho Penal enfrenta las conductas 

fraudulentas relacionadas con el patrimonio y cómo los tribunales aplican la ley para 

proteger los derechos de los acreedores y preservar la seguridad jurídica dentro de la 

sociedad lo que este análisis no solo permite entender mejor los elementos del delito y 

aparte también valorar la importancia de la jurisprudencia como herramienta 

fundamental para la correcta aplicación de la justicia y la defensa del orden jurídico. 
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Por lo que de lo mencionado anteriormente, resulta importante señalar que la 

 

insolvencia provocada no solamente afecta el ámbito individual de las relaciones entre 

 

deudor y acreedor, sino que también genera consecuencias dentro del ámbito económico 

y social y cuando una persona realiza actos fraudulentos para evitar el cumplimiento de 

obligaciones patrimoniales, se produce una afectación a la confianza en las relaciones 

comerciales y jurídicas, ya que se debilita la seguridad que debe existir respecto al 

cumplimiento de contratos, deudas y resoluciones judiciales, por lo que el Derecho 

Penal interviene como un mecanismo de protección frente a conductas que buscan 

perjudicar de manera deliberada los derechos económicos de terceros. 

Y aparte varias veces en diferentes ocasiones este tipo de conductas se presenta en 

contextos empresariales, comerciales o civiles, donde el deudor intenta transferir bienes 

a familiares, amigos o terceros con la finalidad de evitar embargos o impedir el cobro de 

las obligaciones pendientes lo que estas acciones pueden incluir la simulación de ventas, 

la creación de contratos ficticios o incluso la ocultación de activos económicos aunque 

puedan tratarse de actos legales, la jurisprudencia analiza el verdadero propósito de 

dichas operaciones para determinar si existió intención fraudulenta. 

 

La importancia de la jurisprudencia dentro de este tema radica en que los jueces y 

tribunales desarrollan criterios interpretativos que permiten identificar cuándo una 

conducta constituye realmente insolvencia fraudulenta y por ello se evita sancionar 

injustamente a personas que simplemente atraviesan problemas económicos legítimos. 

 

No toda persona endeudada comete un delito, ya que las dificultades económicas 

 

pueden originarse por múltiples factores como crisis financieras, pérdidas comerciales, 

desempleo o situaciones imprevistas por lo que por esta razón la jurisprudencia exige la 

presencia de dolo, osea la intención consciente de perjudicar a los acreedores mediante 

maniobras patrimoniales fraudulentas. 



122 
 

La doctrina jurídica considera que la insolvencia provocada constituye una forma de 

fraude patrimonial porque el sujeto utiliza mecanismos aparentemente válidos para 

disminuir artificialmente su patrimonio y evitar responsabilidades económicas lo que 

demuestra que el delito no se centra únicamente en la existencia de deudas, sino 

principalmente en la conducta fraudulenta realizada por el deudor por lo que de esta 

 

manera el análisis jurídico se enfoca en determinar si los actos realizados tuvieron como 

finalidad impedir el cumplimiento de obligaciones económicas o afectar el derecho de 

cobro de los acreedores. 

Otro aspecto importante es que la jurisprudencia también busca proteger el principio de 

seguridad jurídica por lo que el principio implica que las personas deben tener confianza 

en que las resoluciones judiciales y las obligaciones legalmente establecidas podrán 

cumplirse de manera efectiva y si es que permitiera que los deudores evadan fácilmente 

sus responsabilidades mediante actos fraudulentos, se debilitaría gravemente la 

credibilidad del sistema judicial y se afectaría el respeto por las normas jurídicas. 

 

De igual manera, la insolvencia provocada guarda relación con la protección de la 

reparación civil dentro de los procesos penales por lo que varias veces después de 

cometer un delito, el responsable intenta ocultar sus bienes para evitar pagar la 

reparación económica correspondiente a la víctima y por ello el Derecho Penal busca 

impedir que el responsable se beneficie de maniobras fraudulentas destinadas a 

incumplir las consecuencias patrimoniales derivadas de sus actos ilícitos. 

 

La jurisprudencia también cumple una función orientadora para los jueces, abogados y 

operadores jurídicos, ya que permite uniformizar criterios respecto a la interpretación 

del delito y gracias a las decisiones emitidas por los tribunales, es posible contar con 

parámetros más claros para analizar casos similares y determinar cuándo existe 

 

realmente una conducta sancionable penalmente lo que esto contribuye a fortalecer la 
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correcta aplicación de la ley y evita interpretaciones contradictorias dentro del sistema 

judicial. 

Y por esto debe mencionarse que la insolvencia provocada no solo perjudica al acreedor 

desde un punto de vista económico, sino que también puede generar consecuencias 

emocionales, familiares y sociales y a la vez una persona no puede cobrar una deuda 

legítima debido a maniobras fraudulentas realizadas por el deudor, se produce una 

situación de inseguridad e injusticia que afecta la confianza en las instituciones jurídicas 

por lo que la sanción de estas conductas busca proteger no únicamente intereses 

patrimoniales individuales, sino también valores fundamentales relacionados con la 

justicia y el respeto al orden jurídico. 

Desde una perspectiva preventiva, la existencia de sanciones penales frente a la 

insolvencia provocada tiene como finalidad desincentivar la realización de actos 

fraudulentos relacionados con el patrimonio. La amenaza de una sanción penal busca 

evitar que las personas utilicen mecanismos ilegales para incumplir sus obligaciones 

económicas y de esta manera el Derecho Penal cumple no solamente una función 

represiva, sino también preventiva y protectora. 

 

En relación con la jurisprudencia analizada, resulta importante destacar que las 

 

decisiones judiciales desarrollan criterios cada vez más específicos sobre la conducta 

del deudor y los elementos necesarios para configurar el delito lo que esto demuestra 

que el análisis jurisprudencial evoluciona constantemente para adaptarse a nuevas 

formas de fraude patrimonial y garantizar una protección más efectiva de los derechos 

de los acreedores. 

Y finalmente puede afirmarse que la insolvencia provocada constituye un tema de gran 

 

importancia dentro del Derecho Penal contemporáneo y debido a que involucra aspectos 
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relacionados con la responsabilidad patrimonial, la protección de los acreedores, la 

 

administración de justicia y la seguridad jurídica, la jurisprudencia desempeña un papel 

esencial en la interpretación de este delito, permitiendo establecer límites claros entre 

una verdadera conducta fraudulenta y una simple situación económica desfavorable por 

lo cual el estudio de las decisiones judiciales relacionadas con insolvencia provocada 

resulta fundamental para comprender cómo el Derecho Penal enfrenta las conductas 

fraudulentas y protege el cumplimiento de las obligaciones económicas dentro de la 

sociedad. 

Muchas gracias. 
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22. Jurisprudencia en Detención Ilegal 

Muy buenos días, estimado doctor, dignos compañeros y futuros colegas. 

 

Hoy les voy a hablar sobre un tema que suena muy técnico, pero que en verdad nos toca 

a todos muy de cerca: "La Jurisprudencia en la Detención Ilegal". 

A veces vemos los delitos como simples textos en el código o casos de laboratorio. Pero 

la verdad es que, después de la vida, la libertad deambulatoria —ese derecho tan simple 

de decidir si vas a la universidad, si caminas por la calle o si regresas a tu casa— es lo 

más valioso que tenemos. La detención ilegal ocurre justamente cuando alguien, ya sea 

un delincuente o una autoridad abusando de su poder, te quita esa libertad a la mala, sin 

una orden de un juez y sin que hayas cometido ningún delito. 

El objetivo de mi exposición no es aburrirlos con teoría pesada que se olvida después 

del examen, sino que entendamos cómo los jueces, a través de sus sentencias (es decir, 

la jurisprudencia), han ido poniendo límites claros en la vida real para proteger nuestra 

libertad y evitar que cualquiera haga lo que le dé la gana con nosotros. 

Para poder comprender este delito desde el punto de vista puramente penal y procesal, 

tenemos que desmenuzar y analizar con mucha paciencia los criterios clave que los 

jueces han ido aclarando y perfeccionando con el paso de los años. Un primer punto 

fundamental que la jurisprudencia actual ha dejado completamente zanjado tiene que 

ver con el factor tiempo, ya que los tribunales modernos han determinado que no 

importa la duración del encierro, sino el acto de privar de la libertad en sí mismo. En las 

aulas de derecho penal de hace unas décadas, los juristas solían debatir intensamente si 

encerrar a una persona en una habitación o en un vehículo por un lapso muy corto, 

como cinco o diez minutos, constituía realmente el delito grave de detención ilegal o si 

se trataba simplemente de un susto que debía sancionarse como un delito menor de 

https://blog-juridico-84044a.webnode.pe/
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coacciones. Afortunadamente, hoy en día la jurisprudencia penal ya cerró ese debate de 

forma definitiva al aclarar que en el tipo penal de detención ilegal no existe un tiempo 

mínimo exigible para su consumación. Esto significa que si alguien te priva de tu 

libertad de movimiento a la fuerza, usando la intimidación o el engaño de manera 

injusta, el delito se ha consumado perfectamente desde el primer segundo en que 

perdiste tu capacidad de decidir hacia dónde ir. Por supuesto que, si el encierro dura 

días, semanas o meses, los jueces utilizarán ese factor temporal para elevar la pena y 

castigar con más severidad al culpable, pero la existencia del delito no depende del 

reloj, sino de la vulneración real del derecho a la libertad de la víctima desde el inicio de 

la acción. 

Continuando con este análisis dogmático, la jurisprudencia penal también nos explica 

que la detención ilegal pertenece a una categoría especial llamada delitos permanentes. 

Esto es dogmática pura que aprendemos en las clases de teoría del delito, pero aplicada 

a la vida real adquiere una importancia gigantesca. Que sea un delito permanente 

significa que la ejecución de la conducta delictiva no se agota ni termina en el preciso 

instante en que te encierran o te amarran. Al contrario, el delito se sigue cometiendo, 

renovándose segundo a segundo, minuto a minuto y hora a hora, durante todo el tiempo 

en que la víctima permanezca privada de su libertad de tránsito. Esta naturaleza 

permanente tiene una consecuencia procesal muy importante que los policías y los 

 

fiscales manejan todos los días, y es que la situación de flagrancia delictiva se mantiene 

completamente viva mientras dure el encierro. Gracias a este criterio jurisprudencial, 

cualquier ciudadano o cualquier autoridad policial tiene el derecho y la obligación legal 

de intervenir en cualquier momento para rescatar a la persona afectada y detener a los 

agresores sin necesidad de esperar una orden judicial, ya que el delito se está 

cometiendo en vivo y en directo frente a sus ojos, deteniendo además el conteo del 
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plazo de prescripción del delito, el cual recién empieza a correr el día que la víctima 

recupera su libertad. 

Por otro lado, si nos adentramos en los elementos de la tipicidad subjetiva, la 

 

jurisprudencia ha dejado muy en claro que la detención ilegal es un delito estrictamente 

doloso que requiere la presencia de lo que los libros especializados denominan el 

animus detinendi, es decir, la intención y la voluntad clara de retener a una persona 

contra su voluntad. No existe la detención ilegal por culpa o por negligencia simple. 

Quien comete este hecho tiene que saber perfectamente que está privando de la libertad 

a un tercero y tiene que querer ese resultado. Para entender esto, los jueces suelen 

analizar casos complejos donde hay errores, por ejemplo, si un guardia de seguridad 

cierra los candados de un almacén pensando legítimamente que el lugar está 

completamente vacío, cuando en realidad quedaba un trabajador adentro. En ese caso, la 

jurisprudencia absuelve al guardia por falta de dolo, ya que nunca existió la mala 

intención de encerrar a su compañero. Asimismo, la jurisprudencia ha tenido que definir 

quiénes pueden ser las víctimas de este delito, determinando que el sujeto pasivo puede 

ser absolutamente cualquier persona, superando viejos prejuicios que decían que los 

bebés, los niños muy pequeños o las personas con discapacidades mentales severas no 

podían ser víctimas porque no tenían la capacidad de comprender que estaban 

encerradas. Los jueces modernos han corregido esto señalando que la libertad es un 

derecho de todos por el simple hecho de ser humanos, y si a un niño o a una persona 

enferma se le saca de su entorno o se le encierra, se está afectando su libertad real de 

movimiento, por lo que el delito se configura exactamente igual. 

Un escenario sumamente delicado y que abunda en los expedientes judiciales es cuando 

la detención ilegal no es cometida por un delincuente común, sino por un funcionario 

público, específicamente por los miembros de las fuerzas del orden. La jurisprudencia 
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en este terreno ha tenido que construir un freno muy fuerte contra los abusos policiales 

para evitar que vivamos en un estado de miedo. Los policías, por la naturaleza de su 

trabajo, tienen el monopolio del uso de la fuerza y el poder legítimo de detener a los 

 

ciudadanos, pero la Constitución y las leyes no les dan un cheque en blanco. La ley les 

permite privar de la libertad a alguien únicamente bajo dos supuestos muy específicos, 

que son tener una orden escrita y motivada por un juez, o atrapar al sospechoso en 

flagrante delito, es decir, con las manos en la masa. La jurisprudencia de los tribunales 

más altos ha sido sumamente dura y estricta al castigar penalmente a aquellos policías 

que detienen a las personas en la calle basándose en meras sospechas subjetivas, en 

prejuicios por su forma de vestir, por su color de piel, o utilizando la típica y peligrosa 

excusa de llevarte retenido a la comisaría solo para investigar si tienes antecedentes. Los 

jueces han dejado grabado en piedra un principio garantista fundamental que todos los 

estudiantes de derecho debemos memorizar, y es que en un Estado democrático se 

investiga para poder detener, pero jamás se detiene a alguien para ver qué se le 

 

investiga. Cuando un efectivo policial encierra a un ciudadano al margen de estos dos 

caminos legales, el uniforme pierde toda su legitimidad y ese policía pasa 

automáticamente a convertirse en un delincuente que debe responder ante la justicia 

penal por el delito de detención ilegal agravada. 

Finalmente, es imposible hablar de este tema sin analizar las reglas que la jurisprudencia 

ha establecido para las detenciones que realizamos los propios ciudadanos de a pie. La 

legislación penal reconoce que la seguridad es tarea de todos y por eso nos faculta a los 

particulares a realizar un arresto ciudadano si presenciamos que un delincuente le roba 

el teléfono celular o la cartera a una persona en la vía pública. Sin embargo, para evitar 

que el remedio sea peor que la enfermedad y que la sociedad se convierta en una selva 

donde impera la ley del talión o la justicia por mano propia, los jueces penales nos 
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exigen el cumplimiento obligatorio de tres reglas sagradas. En primer lugar, la 

 

detención debe ser inmediata, lo que significa que debemos sorprender al sujeto en el 

 

momento exacto del robo o justo después de una persecución directa. En segundo lugar, 

la fuerza que apliquemos para retenerlo debe ser la mínima indispensable para 

neutralizar el peligro, quedando prohibido golpearlo, lincharlo o torturarlo por un deseo 

de venganza. Y en tercer lugar, tenemos la obligación ineludible de entregar al detenido 

a la comisaría o al patrullero más cercano de forma inmediata. Si un grupo de vecinos se 

deja llevar por la rabia, amarra a un ladrón a un poste o lo encierra en una habitación 

vecinal por varias horas para darle una lección antes de llamar a las autoridades, la 

jurisprudencia penal no tendrá piedad y procesará a esos vecinos por el delito de 

detención ilegal, porque la facultad del ciudadano es asegurar al sospechoso para la 

justicia, no castigarlo ni retenerlo por cuenta propia. 

Ya para ir cerrando mi intervención el día de hoy, quiero que nos retiremos de esta aula 

compartiendo una reflexión final que va más allá de los códigos y de las notas de clase. 

El estudio detallado de la jurisprudencia sobre la detención ilegal nos demuestra, de 

 

manera contundente, que en cualquier sociedad que se digne de llamarse democrática y 

justa, la libertad de los ciudadanos debe ser siempre la regla general y el encierro o la 

prisión deben ser siempre la excepción más absoluta y restrictiva posible. Como 

estudiantes de derecho y futuros abogados, no podemos permitirnos el lujo de ver estos 

temas como si fueran simple papel mojado, conceptos aburridos de los libros o simples 

datos históricos que solo sirven para rellenar un examen y obtener una nota aprobatoria. 

El día de mañana, cuando nos graduemos y salgamos a la calle a ejercer la profesión, ya 

sea desde el lado de la defensa libre, desde la fiscalía persiguiendo el delito, o desde el 

poder judicial dictando sentencias, seremos nosotros los verdaderos encargados de 
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utilizar estos mismos criterios de los jueces para defender a un ser humano de carne y 

hueso que ha sido privado de su libertad de forma injusta o abusiva. 

No debemos olvidar que la jurisprudencia penal es, al fin y al cabo, una herramienta 

viva, dinámica y poderosa que tenemos los juristas para vigilar el comportamiento del 

poder, para frenar en seco los abusos de las autoridades y para abrir, con la fuerza de la 

ley y los argumentos jurídicos, las rejas de la injusticia. Sigamos estudiando con pasión 

y responsabilidad, porque en nuestras manos estará el futuro de la justicia y la defensa 

de la libertad de nuestra sociedad. Espero que los puntos expuestos hayan sido 

completamente claros y que esta exposición haya sido de su total agrado. Muchas 

gracias a todos por su tiempo, por su atención y por su paciencia. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Autor: Sanchez Ccalli, Fernanda Antuaneth 
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IV. JURISPRUDENCIA LABORAL 

 
23. Jurisprudencia laboral con precedente vinculante 

Buenos días profesor y compañeros. 

 

El día de hoy voy a exponer sobre la jurisprudencia con precedente vinculante en el 

derecho laboral, un tema de gran importancia dentro del sistema jurídico peruano, 

debido a que permite garantizar uniformidad en las decisiones judiciales y seguridad 

jurídica tanto para los trabajadores como para los empleadores. 

Para comenzar, es importante definir qué es la jurisprudencia. La jurisprudencia es el 

conjunto de decisiones emitidas por los tribunales de justicia al resolver casos 

concretos. Estas decisiones sirven como criterio de interpretación y aplicación de las 

normas jurídicas. En otras palabras, la jurisprudencia ayuda a aclarar cómo deben 

entenderse y aplicarse las leyes en determinadas situaciones. 

 

Dentro del derecho laboral, la jurisprudencia tiene una función muy importante porque 

los conflictos entre trabajadores y empleadores suelen presentar distintas 

interpretaciones sobre derechos laborales, beneficios sociales, despidos, contratos de 

trabajo y condiciones laborales. 

Ahora bien, cuando hablamos de precedente vinculante, nos referimos a una decisión 

judicial que debe ser obligatoriamente aplicada por los jueces en casos similares. Es 

decir, no se trata solamente de una opinión o recomendación, sino de un criterio 

obligatorio que busca mantener uniformidad en las resoluciones judiciales. 

 

En el Perú, el precedente vinculante puede ser emitido principalmente por el Tribunal 

Constitucional y por la Corte Suprema de Justicia. Estas instituciones establecen 

criterios obligatorios cuando consideran necesario unificar la interpretación de una 

norma jurídica o resolver controversias frecuentes dentro del sistema judicial. 

https://blogger-30b5ef.webnode.pe/
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La finalidad principal del precedente vinculante es evitar decisiones contradictorias 

 

entre jueces. Si cada juez interpretara las normas de manera totalmente distinta, existiría 

inseguridad jurídica y las personas no podrían prever cómo resolverán los tribunales sus 

casos. 

En el ámbito laboral, esto es especialmente importante porque protege derechos 

 

fundamentales del trabajador, como el derecho al trabajo, la estabilidad laboral, la 

remuneración justa y el debido proceso. 

Uno de los precedentes vinculantes más conocidos en materia laboral es el relacionado 

con el despido arbitrario. El Tribunal Constitucional ha señalado en diferentes 

sentencias que el trabajador no puede ser despedido sin una causa justa establecida por 

ley. Además, se ha precisado que el empleador debe respetar el debido procedimiento 

antes de aplicar una sanción o despido. 

Gracias a estos precedentes, los jueces laborales tienen criterios más claros para resolver 

conflictos relacionados con despidos injustificados, reposiciones laborales y vulneración 

de derechos fundamentales. 

Asimismo, el precedente vinculante también cumple una función de protección frente a 

abusos laborales. Muchas veces el trabajador se encuentra en una posición de desventaja 

frente al empleador debido a diferencias económicas o de poder. Por ello, la 

jurisprudencia laboral busca equilibrar esa relación y garantizar el respeto de los 

derechos reconocidos por la Constitución y las leyes. 

Otro aspecto importante es que el precedente vinculante fortalece el principio de 

igualdad ante la ley. Esto significa que personas que se encuentren en situaciones 

similares deben recibir soluciones jurídicas semejantes. Por ejemplo, si dos trabajadores 
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fueron despedidos bajo circunstancias idénticas, ambos deberían recibir una decisión 

judicial similar. 

Además, la jurisprudencia vinculante contribuye a la predictibilidad jurídica. Esto 

quiere decir que tanto trabajadores como empleadores pueden conocer previamente 

cuáles son los criterios utilizados por los tribunales y actuar conforme a ellos. De esta 

manera se reducen conflictos y se promueve mayor estabilidad en las relaciones 

laborales. 

Sin embargo, también existen críticas respecto al precedente vinculante. Algunos 

 

consideran que puede limitar la independencia de los jueces, ya que estos se encuentran 

obligados a seguir criterios previamente establecidos. No obstante, la mayoría de 

especialistas sostiene que esta limitación es necesaria para garantizar coherencia y 

seguridad jurídica dentro del sistema judicial. 

En el derecho laboral peruano también son importantes los plenos jurisdiccionales y las 

casaciones laborales emitidas por la Corte Suprema, ya que muchas de ellas establecen 

criterios obligatorios sobre temas frecuentes como horas extras, beneficios sociales, 

contratos temporales y reposición laboral. 

 

Por ejemplo, existen precedentes relacionados con la desnaturalización de contratos 

temporales. En estos casos, la Corte Suprema ha señalado que cuando un trabajador 

realiza labores permanentes bajo contratos temporales de manera irregular, puede 

reconocerse la existencia de un contrato de trabajo a plazo indeterminado. Esto protege 

la estabilidad laboral y evita el uso abusivo de contratos temporales. 

Asimismo, en materia de reposición laboral, el Tribunal Constitucional ha establecido 

criterios vinculantes que permiten proteger al trabajador frente a despidos vulneratorios 
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de derechos fundamentales, como discriminación, represalias o afectación a la libertad 

sindical. 

En conclusión, la jurisprudencia con precedente vinculante cumple una función esencial 

dentro del derecho laboral porque garantiza uniformidad en las decisiones judiciales, 

protege derechos fundamentales y fortalece la seguridad jurídica. 

 

Además, permite que trabajadores y empleadores conozcan claramente cómo se 

interpretan las normas laborales, evitando arbitrariedades y contradicciones entre 

tribunales. 

Finalmente, podemos afirmar que el precedente vinculante no solo contribuye al orden y 

estabilidad del sistema judicial, sino que también representa una herramienta 

fundamental para la defensa de los derechos laborales y el respeto de la justicia social 

dentro del Estado de derecho. 

Muchas gracias. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Autor: Turpo Copare, Yoselyn Ada 
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24. Jurisprudencia laboral con precedente vinculante 

Estimados colegas, magistrados, abogados, trabajadores y empresarios presentes: 

 

Hoy nos reunimos para reflexionar sobre un tema de fundamental importancia en el 

derecho laboral peruano: el plazo de caducidad para impugnar judicialmente una 

sanción disciplinaria distinta al despido. Este no es un tema merely técnico o 

procedimental; es un asunto que toca la esencia misma de la relación entre trabajador y 

empleador, y que afecta directamente la seguridad jurídica de ambas partes. 

El contexto de la relación laboral 

 

En toda relación laboral, es natural que puedan surgir situaciones que generen 

 

conflictos. El trabajador puede cometer falta, el empleador puede imponer una sanción, 

y ahí nace la pregunta: ¿qué pasa si el trabajador no está de acuerdo con esa sanción? 

¿Cuánto tiempo tiene para acudir a la vía judicial? ¿Qué sucede si se pasa el tiempo? 

 

Antes de la unificación de criterios que trajo el IX Pleno Jurisdiccional Supremo 

 

Laboral, existía una gran confusión en los juzgados. Algunos jueces aplicaban plazos 

diferentes, otros requerían requisitos distintos, y muchos trabajadores perdían su 

derecho a defenderse simplemente porque no conocían el plazo correcto o porque los 

juzgados daban criterios contradictorios. 

El precedente vinculante: claridad y seguridad jurídica 

 

El IX Pleno Jurisdiccional Supremo Laboral, publicado el 28 de mayo de 2022 en El 

Peruano, vino a poner orden en esta materia. Estableció un criterio único y vinculante 

sobre el plazo de caducidad para impugnar sanciones disciplinarias distintas al despido. 

https://blog-juridico-d13b67.webnode.pe/servicios/


136 
 

Este precedente es vinculante, lo que significa que todos los jueces y tribunales del país 

deben seguirlo. No es una mera recomendación; es una obligación jurídica. Esto trae 

tres grandes beneficios: 

 

Primero, **seguridad jurídica para el trabajador**. Ahora el trabajador sabe 

 

exactamente cuánto tiempo tiene para impugnar una sanción. No tiene que adivinar, no 

tiene que buscar en diferentes jurisprudencias, no tiene que temer que un juez aplique 

un criterio diferente al de otro juez. 

Segundo, **seguridad jurídica para el empleador**. El empleador también sabe cuándo 

se cierra la posibilidad de que una sanción sea impugnada. Esto le permite organizar 

mejor sus archivos, sus procesos disciplinarios y su gestión de personal. 

Tercero, **eficiencia en la justicia**. Cuando todos los jueces aplican el mismo criterio, 

los casos se resuelven más rápido. No hay que discutir tanto sobre plazos, no hay que 

traer diferentes jurisprudencias, no hay que esperar a que la Corte Suprema unifique el 

criterio en cada caso. 

El alcance del precedente 

 

Es importante precisar que este precedente se aplica específicamente a sanciones 

disciplinarias **distintas al despido**. Esto incluye amonestaciones verbales, 

amonestaciones escritas, suspensiones temporales, y otras medidas disciplinarias que no 

terminan la relación laboral. 

Cuando hay despido, el régimen es diferente. El despido es más grave porque termina la 

relación laboral, y por eso tiene plazos y procedimientos distintos. Pero cuando la 

sanción es menos grave, no alcanza a terminar la relación, aplicamos el régimen 

establecido en el IX Pleno Jurisdiccional. 
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Otro punto crucial es que el precedente establece que los **juzgados de paz letrados 

laborales** son los competentes para conocer estas pretensiones, y que se siguen las 

normas del **proceso abreviado laboral**. Esto es importante porque el proceso 

abreviado es más rápido y más sencillo, lo cual beneficia al trabajador que necesita una 

resolución oportuna. 

La excepción de la libertad sindical 

 

El precedente también contempla una excepción muy importante: no aplica a derechos 

vinculados a la **libertad sindical**. ¿Por qué? Porque la libertad sindical es un 

derecho fundamental reconocido por la Constitución y por convenios internacionales. 

 

Cuando está en juego la libertad sindical, el plazo puede ser diferente y el 

procedimiento puede ser más favorable al trabajador. 

Esto refleja un principio fundamental del derecho laboral: cuando hay derechos 

 

fundamentales en juego, se debe aplicar la interpretación más favorable al trabajador. La 

libertad sindical incluye el derecho a organizar sindicatos, a afiliarse o no afiliarse, a 

huelga, y a la negociación colectiva. Estos derechos merecen una protección especial. 

La aplicación al régimen privado 

El IX Pleno Jurisdiccional establece que este criterio se aplica al **régimen laboral de 

la actividad privada**. Esto es importante porque en Perú coexisten varios regímenes 

laborales: el régimen general de la actividad privada, el régimen CAS, el régimen 

público, y otros. Cada uno tiene sus propias normas, pero cuando se trata de sanciones 

disciplinarias en el sector privado, este es el criterio que debe seguirse. 

La importancia de la caducidad 
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La caducidad es un concepto que muchos trabajadores no entienden bien. La caducidad 

significa que si no ejerces tu derecho en el plazo establecido, **se extingue 

automáticamente**. No es como la prescripción, que puede interrumpirse. La caducidad 

es más dura: pasa el tiempo, se acaba el derecho. 

Por eso es tan importante que los trabajadores conozcan este plazo. Si reciben una 

 

sanción disciplinaria y no están de acuerdo, deben actuar rápido. No pueden esperar 

 

meses o años. Deben acudir a un abogado, preparar su demanda y presentarla dentro del 

plazo de caducidad. 

Del mismo modo, los empleadores deben saber que después de cierto tiempo, la sanción 

que impusieron ya no puede ser impugnada. Esto les da tranquilidad para seguir con su 

gestión, sin tener que preocuparse por demandas que puedan surgir años después. 

El rol del precedente vinculante en la justicia laboral 

 

Los precedentes vinculantes son una herramienta poderosa para mejorar la justicia 

laboral. En el pasado, un trabajador podía ganar un caso en un juzgado y perder el 

mismo caso en otro juzgado, simplemente porque los jueces interpretaban la ley de 

manera diferente. Esto era injusto, generaba inseguridad y desconfianza en la justicia. 

 

Con los precedentes vinculantes, todos los jueces del país deben seguir el mismo 

criterio. Esto hace que la justicia sea más **predecible**, más **justa** y más 

**eficiente**. Los abogados pueden asesorar mejor a sus clientes porque saben qué va a 

pasar. Los trabajadores se sienten más protegidos porque saben que tienen derechos que 

serán reconocidos en cualquier parte del país. 

El IX Pleno Jurisdiccional Supremo Laboral sobre el plazo de caducidad para impugnar 

sanciones disciplinarias distintas al despido es un marco jurídico que beneficia a todos: 

trabajadores, empleadores y el sistema de justicia en su conjunto. 



139 
 

A los trabajadores les digo: conocidos sus derechos, actúen dentro del plazo establecido. 

No dejen que la caducidad se les vaya. Busquen asesoría legal oportuna. 

A los empleadores les digo: apliquen las sanciones disciplinarias de manera justa y 

documentada, y recuerden que después del plazo establecido, esas sanciones ya no 

pueden ser impugnadas. 

A los jueces les digo: apliquen el precedente vinculante de manera uniforme. Es su 

obligación y es lo que la justicia requiere. 

El derecho laboral peruano avanza hacia mayor claridad, mayor seguridad jurídica y 

mayor justicia para todos. Este precedente es un paso importante en esa dirección. 

El Derecho Tributario regula las relaciones entre el Estado y los contribuyentes 

mediante normas que establecen el pago de tributos. Dentro de sus principios 

fundamentales destaca el principio de obligatoriedad, el cual establece que el 

cumplimiento de las obligaciones tributarias es un deber legal y no una opción 

voluntaria. 

Este principio implica que todas las personas que se encuentren dentro de los supuestos 

establecidos por la ley deben cumplir con el pago de los tributos correspondientes. Su 

objetivo principal es garantizar que el Estado cuente con los recursos necesarios para 

financiar servicios públicos como la educación, la salud y la seguridad. 

 

Asimismo, el principio de obligatoriedad permite mantener la equidad en el sistema 

 

tributario, asegurando que todos los ciudadanos contribuyan de manera justa. En caso 

 

de incumplimiento, el Estado puede imponer sanciones como multas, intereses o incluso 

medidas coercitivas. 

Autor: Vega Ramos, Miguel Angel 
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25. Jurisprudencia laboral con precedente vinculante 

Buenos días con todos. 

 

El día de hoy voy a desarrollar un tema muy importante dentro del Derecho del Trabajo 

y del sistema de justicia peruano: la jurisprudencia laboral con precedente vinculante. 

Este tema es relevante porque el Derecho Laboral no se limita únicamente a lo que dice 

la ley escrita. En la práctica, muchas veces las normas laborales necesitan ser 

interpretadas por los jueces, especialmente cuando existen conflictos entre trabajadores 

y empleadores. Por ello, la jurisprudencia cumple una función esencial, ya que permite 

aclarar el sentido de las normas, resolver vacíos legales y garantizar que los casos 

similares sean resueltos con criterios similares. 

 

En ese sentido, hablar de jurisprudencia laboral con precedente vinculante significa 

hablar de decisiones judiciales que no solo resuelven un caso concreto, sino que 

también establecen reglas obligatorias para resolver casos futuros parecidos. Esto es 

fundamental para fortalecer la seguridad jurídica, la igualdad ante la ley y la 

predictibilidad de las decisiones judiciales. 

 

1. Concepto de jurisprudencia laboral 

 

Para empezar, debemos entender qué es la jurisprudencia. La jurisprudencia puede 

 

definirse como el conjunto de decisiones, criterios e interpretaciones emitidas por los 

órganos jurisdiccionales al resolver casos concretos. Es decir, cuando un juez, una sala 

superior, la Corte Suprema o el Tribunal Constitucional resuelven un conflicto, no solo 

aplican la ley, sino que también interpretan su contenido. 

En materia laboral, la jurisprudencia se relaciona con los conflictos que surgen dentro 

de las relaciones de trabajo. Estos conflictos pueden tratar sobre despidos, 

remuneraciones, beneficios sociales, contratos temporales, reposición laboral, jornada 
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de trabajo, hostilidad laboral, tercerización, derechos colectivos, sindicatos, negociación 

colectiva, entre otros temas. 

La jurisprudencia laboral cumple una función muy importante porque el trabajo no es 

una simple relación económica. El trabajo está vinculado directamente con la dignidad 

de la persona, con su proyecto de vida, con su estabilidad económica y con el sustento 

de su familia. Por eso, el Derecho Laboral tiene una orientación protectora, ya que 

busca equilibrar la relación entre trabajador y empleador. 

 

Normalmente, el empleador tiene mayor poder económico, organizativo y disciplinario. 

 

En cambio, el trabajador suele encontrarse en una posición de subordinación. Por esa 

razón, el juez laboral no puede analizar un conflicto de trabajo como si ambas partes 

estuvieran en absoluta igualdad de condiciones. Debe considerar los principios propios 

del Derecho Laboral, como el principio protector, la primacía de la realidad, la 

irrenunciabilidad de derechos, la continuidad laboral y la igualdad de trato. 

 

2. Importancia de la jurisprudencia en el Derecho Laboral 

 

La jurisprudencia laboral es importante porque permite que el Derecho se adapte a la 

realidad. Muchas veces la ley no regula todos los casos posibles o utiliza conceptos 

generales que necesitan ser interpretados. Por ejemplo, términos como despido 

arbitrario, causa justa, subordinación, desnaturalización del contrato, hostilidad laboral 

o razonabilidad de una sanción no siempre son fáciles de aplicar de manera automática. 

En esos casos, los jueces deben analizar los hechos, las pruebas y los principios 

jurídicos aplicables. A partir de ese análisis, emiten decisiones que sirven como 

orientación para otros casos similares. 

Por ejemplo, si un trabajador fue contratado bajo contratos temporales durante varios 

años, pero en realidad realizaba labores permanentes, el juez puede determinar que 
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existió una desnaturalización del contrato. En ese caso, la jurisprudencia ayuda a 

 

establecer cuándo un contrato temporal es válido y cuándo se usa de manera indebida 

para encubrir una relación laboral permanente. 

También ocurre en los casos de despido. No basta con que el empleador señale que el 

trabajador cometió una falta. Debe existir una causa justa, debe respetarse el 

procedimiento correspondiente y debe garantizarse el derecho de defensa del trabajador. 

La jurisprudencia laboral ha ayudado a precisar estos criterios. 

Por ello, la jurisprudencia no solo tiene una función teórica. Tiene una función práctica, 

porque orienta a los jueces, abogados, trabajadores, empleadores e instituciones 

públicas. 

 

3. Qué es el precedente vinculante 

 

Ahora bien, no toda jurisprudencia tiene el mismo valor. Existen sentencias que solo 

 

resuelven un caso concreto y pueden servir como referencia. Sin embargo, existen otras 

decisiones que tienen una fuerza especial porque establecen una regla obligatoria. A esto 

se le denomina precedente vinculante. 

El precedente vinculante es una decisión judicial que contiene un criterio obligatorio 

 

para resolver casos futuros similares. Es decir, no solo beneficia o afecta a las partes del 

proceso en el que fue emitido, sino que también se convierte en una regla que debe ser 

respetada por otros jueces y autoridades. 

En términos simples, el precedente vinculante funciona como una guía obligatoria. 

 

Cuando un juez tiene frente a sí un caso parecido al que ya fue resuelto mediante 

 

precedente, debe aplicar el mismo criterio, salvo que existan diferencias importantes 

que justifiquen apartarse de él. 
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Esto es muy importante porque evita que casos iguales sean resueltos de manera 

 

distinta. Si dos trabajadores se encuentran en situaciones similares, no sería justo que 

uno reciba protección y el otro no, solamente porque sus procesos fueron vistos por 

jueces diferentes. 

 

El precedente vinculante permite uniformidad, coherencia y seguridad jurídica. Además, 

fortalece la confianza de la ciudadanía en el sistema de justicia. 

4. Jurisprudencia laboral y precedente vinculante en el Perú 

 

En el Perú, la jurisprudencia laboral con precedente vinculante puede provenir de 

 

distintos órganos, principalmente del Tribunal Constitucional y de la Corte Suprema. 

 

El Tribunal Constitucional emite precedentes vinculantes cuando interpreta la 

Constitución y fija reglas obligatorias en materia de derechos fundamentales. En el 

ámbito laboral, esto es muy importante porque muchos derechos laborales tienen 

naturaleza constitucional, como el derecho al trabajo, la igualdad, la libertad sindical, la 

remuneración, el debido proceso y la protección contra el despido arbitrario. 

Por otro lado, la Corte Suprema también cumple una función importante en la 

unificación de criterios jurisprudenciales. En materia laboral, puede establecer doctrina 

jurisprudencial vinculante mediante casaciones laborales, especialmente cuando busca 

uniformizar la interpretación de una norma o resolver contradicciones entre órganos 

jurisdiccionales. 

 

La Nueva Ley Procesal del Trabajo, Ley N.º 29497, también reconoce la importancia de 

los precedentes y de la jurisprudencia laboral. Esta ley impulsó un sistema más 

moderno, oral, célere y especializado para resolver conflictos laborales. Además, el 

Ministerio de Trabajo señala que el sistema de jurisprudencia y precedentes en materia 
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laboral nace con esta ley y busca permitir que más ciudadanos accedan al sistema 

jurídico laboral mediante una base de datos pública. 

Asimismo, el Ministerio de Trabajo indica que esta base de datos debe permitir a jueces 

y usuarios acceder a la jurisprudencia y los precedentes vinculantes en materia laboral, 

con la colaboración del Poder Judicial y del Tribunal Constitucional. 

Esto demuestra que la jurisprudencia laboral no es un elemento secundario. Al contrario, 

forma parte del funcionamiento real de la justicia laboral. 

5. Diferencia entre jurisprudencia común, doctrina jurisprudencial y 

precedente vinculante 

Es importante diferenciar tres conceptos que a veces se confunden: jurisprudencia 

común, doctrina jurisprudencial y precedente vinculante. 

La jurisprudencia común está formada por sentencias que pueden orientar la 

 

interpretación de la ley, pero no necesariamente obligan a todos los jueces. Sirve como 

referencia, como argumento o como apoyo jurídico. 

La doctrina jurisprudencial es un criterio reiterado o establecido por un órgano superior, 

como la Corte Suprema, que busca orientar la interpretación de las normas. En algunos 

casos, puede tener carácter vinculante si así se establece expresamente. 

El precedente vinculante, en cambio, tiene fuerza obligatoria. Esto significa que los 

jueces deben aplicarlo en casos similares. No se trata solo de una opinión o una 

referencia, sino de una regla que debe ser respetada dentro del sistema jurídico. 

 

Esta diferencia es importante porque, en un proceso laboral, citar una sentencia común 

no tiene el mismo peso que citar un precedente vinculante. El precedente tiene una 

autoridad mayor porque obliga a los órganos inferiores a seguir ese criterio. 
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6. Finalidad del precedente vinculante laboral 

 

El precedente vinculante en materia laboral tiene varias finalidades. 

 

En primer lugar, busca garantizar la seguridad jurídica. Esto significa que las personas 

 

puedan prever razonablemente cómo se resolverá un conflicto. Si existe un criterio claro 

sobre determinado tema, trabajadores y empleadores pueden conocer sus derechos, 

obligaciones y límites. 

 

En segundo lugar, busca garantizar la igualdad ante la ley. Casos similares deben tener 

respuestas similares. No puede existir una justicia contradictoria donde una sala diga 

una cosa y otra sala diga lo contrario frente a situaciones casi idénticas. 

En tercer lugar, busca evitar la arbitrariedad judicial. Si bien los jueces tienen 

independencia, esa independencia no significa que puedan decidir sin fundamentos o de 

manera contradictoria. La independencia judicial debe ejercerse dentro del marco de la 

Constitución, la ley y los precedentes obligatorios. 

En cuarto lugar, busca mejorar la predictibilidad del sistema judicial. Esto es útil no solo 

para los trabajadores, sino también para los empleadores. Un empleador que conoce los 

criterios jurisprudenciales puede actuar de manera más responsable y evitar conflictos 

laborales. 

Finalmente, el precedente vinculante ayuda a reducir la carga procesal. Si existe un 

 

criterio obligatorio sobre un tema repetitivo, se evita que miles de casos similares sean 

discutidos desde cero. 

7. Principios laborales relacionados con la jurisprudencia vinculante 

 

La jurisprudencia laboral con precedente vinculante suele estar relacionada con 

principios esenciales del Derecho del Trabajo. 
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Uno de ellos es el principio protector, que busca compensar la desigualdad existente 

 

entre empleador y trabajador. Este principio permite interpretar las normas en el sentido 

más favorable al trabajador cuando exista duda razonable. 

También está el principio de primacía de la realidad. Según este principio, en materia 

laboral importa más lo que ocurre en los hechos que lo que aparece formalmente en 

documentos. Por ejemplo, si una persona firma recibos por honorarios, pero cumple 

horario, recibe órdenes y trabaja de forma subordinada, puede reconocerse la existencia 

de una relación laboral. 

Otro principio importante es la irrenunciabilidad de derechos. El trabajador no puede 

 

renunciar válidamente a derechos laborales mínimos reconocidos por la Constitución o 

la ley. Por ejemplo, no podría aceptar válidamente no recibir gratificaciones, vacaciones 

o compensación por tiempo de servicios si le corresponden legalmente. 

Asimismo, está el principio de continuidad laboral, que busca preservar la relación de 

trabajo frente a interpretaciones que favorezcan su ruptura injustificada. 

También se encuentra el principio de igualdad y no discriminación, que impide tratos 

 

diferenciados injustificados entre trabajadores. Este principio es importante en casos de 

discriminación salarial, despidos discriminatorios, exclusión sindical o trato desigual 

por género, edad, condición social, discapacidad u otros motivos. 

La jurisprudencia laboral permite que estos principios no se queden solo en teoría, sino 

que sean aplicados en casos concretos. 

8. Ejemplo importante: el precedente Huatuco 
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Uno de los precedentes más conocidos en materia laboral peruana es el llamado 

 

precedente Huatuco, emitido por el Tribunal Constitucional en el Expediente N.º 05057- 

2013-PA/TC. 

Este precedente trató sobre la reposición laboral en el sector público. De manera 

 

general, estableció límites para que un trabajador pueda ser repuesto en una entidad 

pública, exigiendo ciertos requisitos relacionados con el ingreso mediante concurso 

público, plaza presupuestada y vacante de duración indeterminada. 

Este precedente generó mucho debate, porque tuvo impacto en numerosos procesos 

laborales de trabajadores del sector público que solicitaban reposición. Posteriormente, 

la Corte Suprema emitió criterios para interpretar y delimitar su aplicación. Por ejemplo, 

en la Casación Laboral N.º 12475-2014, Moquegua, la Corte Suprema estableció 

doctrina jurisprudencial vinculante sobre la aplicación del precedente Huatuco, fijando 

criterios obligatorios para instancias inferiores. 

Este caso demuestra cómo un precedente vinculante puede tener un impacto profundo 

en la justicia laboral. También muestra que los precedentes no deben aplicarse de 

manera mecánica, sino considerando el caso concreto, los derechos involucrados y los 

criterios establecidos por los órganos superiores. 

9. El precedente vinculante y el rol del juez laboral 

 

El juez laboral tiene un rol fundamental en la aplicación del precedente vinculante. Su 

labor no consiste únicamente en repetir lo que dijo un tribunal superior. El juez debe 

analizar si el caso que tiene frente a sí es realmente similar al caso que originó el 

precedente. 

 

Si los hechos son semejantes, debe aplicar el precedente. Pero si existen diferencias 

relevantes, puede apartarse de él, siempre que lo justifique adecuadamente. 
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Esto significa que el precedente vinculante no elimina la función interpretativa del juez. 

Más bien, la ordena. El juez sigue teniendo la responsabilidad de valorar pruebas, 

analizar hechos y fundamentar su decisión. 

 

Sin embargo, no puede ignorar arbitrariamente un precedente vinculante. Si lo hace, su 

decisión podría ser cuestionada por vulnerar la seguridad jurídica, la igualdad y la 

debida motivación de las resoluciones judiciales. 

 

En materia laboral, esto es especialmente importante porque las decisiones judiciales 

pueden afectar directamente la vida de las personas. Una sentencia laboral puede 

determinar si una persona recupera su empleo, si recibe beneficios sociales, si se 

reconoce una relación laboral o si se protege un derecho fundamental. 

10. Beneficios para el trabajador y el empleador 

 

La jurisprudencia laboral con precedente vinculante beneficia principalmente al sistema 

de justicia, pero también tiene efectos concretos para trabajadores y empleadores. 

Para los trabajadores, representa una garantía de protección. Permite que sus derechos 

no dependan únicamente del criterio aislado de un juez, sino de reglas previamente 

establecidas por órganos superiores. Además, facilita el acceso a la justicia porque 

permite conocer criterios sobre temas recurrentes. 

Para los empleadores, también es importante porque les permite actuar con mayor 

previsión. Si una empresa conoce la jurisprudencia sobre contratación temporal, 

despido, remuneraciones o jornada laboral, puede ajustar sus prácticas internas para 

evitar conflictos. 

Por ejemplo, si la jurisprudencia establece que determinados contratos temporales se 

 

desnaturalizan cuando no existe una causa objetiva real, el empleador debe tener mayor 
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cuidado al contratar bajo esa modalidad. De lo contrario, podría enfrentar demandas 

laborales. 

De esta manera, el precedente vinculante no debe entenderse como una herramienta 

 

contra el empleador, sino como un mecanismo de orden, claridad y justicia dentro de las 

relaciones laborales. 

11. Problemas y desafíos del precedente vinculante 

 

A pesar de su importancia, el precedente vinculante también presenta algunos desafíos. 

 

Uno de los principales problemas es su correcta interpretación. A veces los operadores 

 

jurídicos aplican un precedente de manera automática, sin analizar si los hechos del caso 

son realmente similares. Esto puede generar injusticias. 

Otro problema es la existencia de criterios contradictorios entre distintos órganos. En 

algunos casos, puede haber tensión entre criterios del Tribunal Constitucional y criterios 

de la Corte Suprema. Esto obliga a los jueces a realizar un análisis cuidadoso de 

jerarquía, materia y aplicabilidad. 

 

También existe el problema del acceso a la información. Aunque existen bases de datos 

públicas, no todos los trabajadores conocen los precedentes relevantes. Por eso es 

importante que la jurisprudencia sea difundida de forma clara, ordenada y accesible. 

 

Además, existe el riesgo de que un precedente quede desactualizado frente a nuevas 

 

realidades laborales. El mundo del trabajo cambia constantemente. Hoy existen nuevas 

formas de empleo, trabajo remoto, plataformas digitales, tercerización, contratos 

flexibles y nuevas formas de subordinación. Por eso, la jurisprudencia también debe 

evolucionar. 

12. Relación con el Estado constitucional de derecho 
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La jurisprudencia laboral con precedente vinculante se relaciona directamente con el 

Estado constitucional de derecho. En un Estado constitucional, no basta con que existan 

leyes. También es necesario que esas leyes sean interpretadas conforme a la 

Constitución y a los derechos fundamentales. 

 

El trabajo es un derecho fundamental y una base del bienestar social. Por eso, los 

conflictos laborales deben resolverse respetando la dignidad humana, la igualdad, el 

debido proceso y la justicia social. 

El precedente vinculante ayuda a que estos valores se apliquen de manera uniforme. No 

permite que cada juez resuelva según criterios totalmente personales, sino que exige 

coherencia con los criterios establecidos por los órganos superiores. 

 

De esta forma, se fortalece la institucionalidad, se evita la arbitrariedad y se protege la 

confianza de las personas en la justicia. 

13. Conclusión 

 

Para concluir, podemos afirmar que la jurisprudencia laboral con precedente vinculante 

es una herramienta esencial dentro del Derecho Laboral peruano. 

Su importancia radica en que permite interpretar las normas laborales de manera 

uniforme, proteger derechos fundamentales, garantizar igualdad ante la ley y brindar 

seguridad jurídica a trabajadores y empleadores. 

La jurisprudencia laboral ayuda a que el Derecho no sea una simple norma escrita, sino 

una herramienta viva que responde a los problemas reales de la sociedad. A través de 

ella, los jueces pueden aplicar principios como la primacía de la realidad, la 

irrenunciabilidad de derechos, la continuidad laboral y el principio protector. 
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El precedente vinculante, por su parte, tiene una fuerza especial porque obliga a resolver 

casos similares bajo el mismo criterio. Esto evita contradicciones, reduce la 

incertidumbre y fortalece la confianza en el sistema judicial. 

 

En materia laboral, donde están en juego derechos esenciales como el empleo, la 

 

remuneración, la estabilidad, la dignidad y la igualdad, los precedentes vinculantes 

cumplen una función de gran valor social. 

Por ello, estudiar la jurisprudencia laboral con precedente vinculante no solo es 

importante para abogados o jueces. También es importante para trabajadores, 

empleadores, estudiantes y ciudadanos en general, porque permite comprender cómo se 

protegen los derechos laborales en la práctica. 

Finalmente, podemos decir que una justicia laboral coherente, previsible y respetuosa de 

los precedentes vinculantes contribuye a construir una sociedad más justa, donde el 

trabajo sea reconocido no solo como una actividad económica, sino como una expresión 

de la dignidad humana. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Autor: Ventura Huarachi, Renato Mathias 
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26. Jurisprudencia laboral con precedente vinculante 

Reciban todos ustedes mi más cordial saludo y agradecimiento, 

 

En esta oportunidad abordare el tema acerca de la jurisprudencia laboral con precedente 

vinculante y como viene cambiando, en las últimas décadas, una transformación 

profunda y sostenida que ha reorganizado los entornos del derecho laboral en nuestro 

país, pero esta transformación no ha sido producto del azar ni de la simple acumulación 

de fallos judiciales, sino de un proceso deliberado y consciente por el cual el Tribunal 

Constitucional del Perú asumió su rol como intérprete supremo de la Constitución y 

tradujo ese mandato en pronunciamientos concretos, vinculantes y de alcance general 

para todos los poderes del Estado y para los particulares en sus relaciones jurídicas, 

hablar de jurisprudencia laboral en el Perú es también hablar de precedentes 

 

vinculantes, la cual es una categoría jurídica especial cuya importancia normativa 

 

trasciende el caso concreto y se proyecta sobre el conjunto del ordenamiento, llenando 

vacíos legislativos, corrigiendo interpretaciones desviadas y poniendo freno a prácticas 

que no benefician a los trabajadores dentro de sus contratos o reglamentos y vulneraban 

silenciosamente sus derechos. 

El artículo 40 del Código Procesal Constitucional, Ley N.° 31307, consagra con 

claridad que las sentencias del Tribunal Constitucional que adquieren la condición de 

precedente vinculante son de observancia obligatoria por todos los poderes públicos, 

esta disposición no es retórica constitucional, es de mandato directo, imperativo e 

inmediato. Su importancia para el derecho laboral es difícil de exagerar, porque coloca a 

los trabajadores del Perú en una posición que la ley ordinaria por sí sola no podría 

garantizar: la posición de saber que los derechos reconocidos por el máximo intérprete 

de la Constitución serán aplicados de manera uniforme en Piura y en Puno, en Lima y 
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en Tacna, independientemente del juez que resuelva el caso, del empleador que lo 

enfrente o del abogado que lo asesore. 

Si nos podemos a analizar el equilibrio que existe en una relación laboral, identificamos 

que el trabajador frente a un empleador, viene siendo la parte más débil, ya que el 

empleador dispone del capital, de la información y muchas veces del asesoramiento 

 

jurídico, en cambio el trabajador solo cuenta con su fuerza de trabajo y con las garantías 

que el ordenamiento jurídico le reconoce, pero cuando esas garantías son interpretadas 

de manera uniforme y vinculante por el Tribunal Constitucional, la diferencia de poder 

entre las partes se reduce significativamente, es en ese caso donde la jurisprudencia 

vinculante actúa, así, como un factor de nivelación, como un contrapeso institucional 

que corrige las distorsiones que el libre juego de la voluntad individual produce en el 

mercado de trabajo. 

Entre los precedentes vinculantes más relevantes y de mayor impacto en la realidad 

laboral peruana se encuentra el pronunciamiento del Tribunal Constitucional sobre el 

Seguro Complementario de Trabajo de Riesgo, conocido por sus siglas como SCTR. 

Este precedente, representa un hito fundamental en la protección de los trabajadores que 

desempeñan actividades catalogadas como de alto riesgo en nuestro país. Para 

comprender su trascendencia es indispensable conocer el marco normativo en que se 

inserta: la Ley N.° 26790, Ley de Modernización de la Seguridad Social en Salud, y su 

reglamento aprobado por Decreto Supremo N.° 003-98-SA establecen la obligación del 

empleador de contratar el SCTR en favor de los trabajadores que realizan actividades de 

riesgo contempladas en el Anexo 5 de dicho reglamento. Se trata de actividades propias 

de la minería, la construcción, la pesca industrial, el procesamiento de sustancias 

peligrosas y otras ramas productivas donde la probabilidad de accidentes graves o de 
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enfermedades profesionales es estadísticamente superior al promedio y donde las 

consecuencias para el trabajador y su familia son frecuentemente devastadoras. 

Lo que el precedente vinculante del Tribunal Constitucional sobre el SCTR resolvió no 

fue una cuestión técnico-procedimental menor: resolvió una disputa de fondo sobre la 

naturaleza jurídica de la obligación del empleador y sobre las consecuencias de su 

incumplimiento. Hasta antes de este pronunciamiento, era frecuente que empleadores 

que omitían contratar el seguro argumentaran que su infracción tenía consecuencias 

únicamente administrativas, susceptibles de ser sancionadas por la Superintendencia 

Nacional de Fiscalización Laboral, pero que no generaban responsabilidad civil directa 

frente al trabajador afectado, este argumento, que favorecía claramente a la parte 

empleadora, dejaba al trabajador accidentado en una situación de desamparo, sin las 

prestaciones del seguro que nunca se contrató, sin un mecanismo ágil para reclamar al 

empleador, y con la carga de demostrar todos los elementos de la responsabilidad civil 

ordinaria en un proceso que podía extenderse por años. 

Asimismo, el Tribunal Constitucional estableció, mediante un precedente vinculante, 

que la obligación del empleador de contratar el Seguro Complementario de Trabajo de 

Riesgo (SCTR) y este no vendría a ser solo un deber administrativo, sino que debe de 

ser para el trabajador una garantía constitucional vinculada al derecho a la seguridad 

social reconocido en los artículos 10 y 11 de la Constitución Política del Perú, por lo 

cual si el empleador no cumple con contratar este seguro, no es suficiente solo 

imponerle a la empresa o institución una multa administrativa, sino que debe asumir 

 

directamente todas las prestaciones y beneficios que habría cubierto la aseguradora, solo 

de esta manera se puede lograr proteger los derechos del trabajador y evitar posibles 

consecuencias donde el incumplimiento recaigan sobre quien la ley busca amparar. 
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Las consecuencias prácticas de este precedente en la vida cotidiana del litigio laboral 

peruano son de enorme relevancia y merecen ser enumeradas con precisión. En primer 

lugar, el trabajador que sufre un accidente de trabajo o contrae una enfermedad 

profesional en una actividad de riesgo donde el empleador omitió contratar el SCTR 

puede reclamar directamente en sede judicial las prestaciones económicas y de salud 

correspondientes, sin necesidad de agotar ninguna vía administrativa previa. En 

segundo lugar, el monto de la reclamación equivale a lo que la aseguradora hubiera 

 

pagado conforme a los términos de la cobertura legalmente exigida, lo que impide que 

el empleador se beneficie de su propio incumplimiento reduciendo su exposición 

económica. En tercer lugar, el precedente habilito a los jueces de trabajo a inaplicar, en 

ejercicio del control difuso de constitucionalidad, cualquier disposición reglamentaria 

que pretenda limitar esta responsabilidad del empleador, si dicha disposición resulta 

incompatible con el mandato constitucional de protección de la seguridad social. Este 

tercer alcance es quizás el más revolucionario desde el punto de vista jurídico, porque 

proyecta el control constitucional al interior mismo de la jurisdicción laboral ordinaria y 

convierte a cada juez de trabajo en un guardián activo de los derechos fundamentales 

del trabajador. 

 

La desnaturalización contractual es, en efecto, uno de los campos donde la 

 

jurisprudencia vinculante ha tenido mayor impacto en la protección de los trabajadores 

peruanos. La práctica de utilizar contratos de locación de servicios, contratos de 

intermediación laboral irregular o contratos de trabajo a plazo fijo sucesivos para 

 

encubrir relaciones de trabajo permanente y dependiente fue, durante muchos años, una 

estrategia difundida en el mercado laboral formal e informal. Los precedentes del 

Tribunal Constitucional, aplicando el principio de primacía de la realidad uno de los 

 

principios axiales del derecho del trabajo, establecieron que la forma del contrato cede 
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ante la realidad de la prestación: si hay subordinación, si hay habitualidad, si hay 

dependencia, hay relación laboral, independientemente de cómo las partes hayan 

denominado su acuerdo. Esta doctrina jurisprudencial ha protegido a miles de 

trabajadores que, bajo el rótulo de "independientes" o "consultores" o "locadores", 

 

prestaban servicios en condiciones idénticas a las de cualquier trabajador subordinado, 

sin acceso a los beneficios sociales que la ley reconoce a estos últimos. 

La seguridad y salud en el trabajo es otro ámbito donde la jurisprudencia vinculante ha 

producido avances sustanciales. La Ley N.° 29783, Ley de Seguridad y Salud en el 

Trabajo, y su reglamento aprobado por Decreto Supremo N.° 005-2012-TR establecen 

un sistema de obligaciones preventivas para el empleador que va mucho más allá del 

simple cumplimiento formal de normas de higiene industrial. El Tribunal Constitucional 

ha interpretado estas obligaciones a la luz del artículo 7 de la Constitución que reconoce 

el derecho a la protección de la salud y del artículo 22 que consagra el carácter 

habilitante del trabajo para el desarrollo personal y el bienestar de la persona y de la 

sociedad. En consecuencia, el empleador que no implementa las medidas preventivas 

exigidas por la ley no solo incurre en una infracción administrativa: lesiona un derecho 

fundamental del trabajador y queda expuesto a la tutela restitutoria y reparadora que el 

ordenamiento constitucional otorga ante la vulneración de derechos de esta naturaleza. 

El derecho del trabajo nació históricamente de la constatación de que un mercado 

laboral libre, no produce justicia en las relaciones laborales, nació de la experiencia 

dolorosa de generaciones de trabajadores que sacrificaron su salud, su tiempo, su vida, 

sin obtener a cambio condiciones dignas de existencia, nació de la convicción de que la 

persona humana no puede ser reducida a un factor productivo, a una mercancía cuyo 

precio se fija por la ley de oferta y demanda. Los precedentes vinculantes del Tribunal 

Constitucional en materia laboral son, en este largo proceso histórico, el eslabón más 
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reciente y más sofisticado de esa cadena de protección, son la respuesta institucional del 

Estado constitucional de derecho a los intentos permanentes de desvirtuar, eludir o 

vaciar de contenido los derechos laborales que costaron tanto conquistar. Defenderlos, 

difundirlos y aplicarlos no es solo una obligación jurídica, es sin duda una 

responsabilidad ética y una deuda de gratitud con quienes, antes que nosotros, lucharon 

para que el trabajo tenga dignidad en el Perú. 

Muchas gracias. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Autor: Vidal Navarro, Melany Mercedes 
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V. JURISPRUDENCIA EMPRESARIAL 

 
27. Jurisprudencia en material empresarial 

Bueno primero tengan ustedes muy buenas noches, quiero iniciar agradeciendo a 

 

nuestro docente, el doctor Alex Ricardo Zambrano Torres, por brindarnos el día de hoy 

este honorable espacio donde compartiremos una gran variedad de temas relacionadas a 

nuestra carrera profesional, de igual forma a los distinguidos y grandes ponentes 

profesionales en Derecho que nos acompañaran el día de hoy y a su vez nos brindaran 

un poco de su conocimiento. Asi también espero que lo que compartiremos tanto mi 

persona como la de mi especialista en mi tema asignado sea útil no solo para el 

 

momento sino para nuestra formación como futuros profesionales en derecho. Bueno 

iniciando con este congreso, el tema que se me asigno trata sobre la jurisprudencia en 

materia empresarial, donde a primera vista puede sonar un poco técnico o alejado a lo 

que es nuestra verdadera realidad en nuestra vida cotidiana, pero en lo personal les 

aseguro que no lo es, ya que cada vez que una empresa quiebra, trabajadores que tienen 

que cobrar por sus servicios o cada vez que dos socios de una empresa pues entran en 

conflicto por el control de un negocio o asi también cuando un contrato comercial 

genera un conflicto que llega a los tribunales, pues es ahí que entra en juego la 

 

jurisprudencia empresarial. Siendo asi que por consecuente nosotros como futuros 

abogados pues necesitamos entender como es que funciona este mecanismo. Asi 

también a lo largo de esta ponencia se explicará primero, que es lo que entendemos por 

jurisprudencia empresarial, asi como el tema que será presentado y por consecuente que 

desafíos ha presentado dicho tema, por otro lado, quiero recalcar que en esta ponencia 

se va a tratar de ser lo mas claro y concreto posible por que es importante saber que la 

claridad es la primera virtud de un buen jurista ¿QUÉ ENTENDEMOS POR 

JURISPRUDENCIA EMPRESARIAL? Antes de comenzar con la ponencia, quiero 
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explicarles a grandes rasgos, sobre que entendemos sobre jurisprudencia empresarial, 

pero partamos de lo básico, la jurisprudencia en su definición más extendida, pues nos 

dice que es el conjunto de criterios que los jueces desarrollan de manera reiterada al 

resolver casos concretos. No es simplemente una sentencia aislada; sino que es la línea 

interpretativa que se va construyendo conforme va pasando el tiempo y pues que sirve 

para casos futuros similares. Dentro del ámbito empresarial, es importante conocer que 

se dan mediante diversas fuentes, tales como: el derecho societario, el derecho 

contractual, el derecho concursal, el derecho de la competencia, el derecho tributario 

con incidencia en personas jurídicas y siendo el mas reciente el derecho digital y de las 

plataformas tecnológicas. Siendo asi que mediante la gran diversidad de dichas fuentes 

pues convierte al juez en el de poder interpretar y dominar no solo el derecho sino 

también como se rige la economía, la contabilidad y asi como en áreas del mismo 

concepto A su vez lo que resulta especialmente interesante es que la jurisprudencia 

 

empresarial no surge de vacíos, sino que también los jueces deben interpretar leyes que 

a menudo fueron redactadas décadas aras, donde existían pues realidades económicas 

muy distintas a las que existen actualmente. Y pues es ahí donde entra a tallar la 

creatividad jurídica, donde el magistrado o juez tiene que construir una solución mas 

justa y coherente a partir de los textos normativos que muchas veces no contemplan 

directamente el problema que existe en sí. Asi también existen dos principios 

fundamentales que atraviesan prácticamente la jurisprudencia empresarial. Siendo el 

primero el principio de buena fe, donde obliga a las partes a actuar con lealtad y 

transparencia en todas las fases de la relación comercial, desde las negociaciones 

 

previas hasta los efectos posteriores al contrato. Y asi también el segundo principio que, 

pues trata de la autonomía de la voluntad, donde se reconoce la libertad de las partes 

para posteriormente diseñar sus relaciones jurídicas, pero que los tribunales han 
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aprendido a limitar cuando esa libertad se convierte en instrumento de abuso o fraude 

TEMAS CENTRALES EN LA JURISPRUDENCIA EMPRESARIAL ACTUAL Bueno 

ahora también quisiera detenerme en algunos de los temas que más están ocupando a los 

tribunales en materia empresarial, por que pues creo que como futuros abogados 

seremos nosotros quienes vamos a encontrarnos con mayo frecuencia en el ejercicio de 

la profesión. Siendo el primero de ellos sobre el levantamiento del velo societario. 

Donde pues es una de las doctrinas que en lo personal considero que es una de las mas 

importantes en cuanto a la construcción puramente jurisprudencial. Donde pues el 

principio general es que cada sociedad tiene una personalidad jurídica propia asi como 

también una parte independiente a la de sus socios, lo cual pues significa que los 

acreedores dentro de la sociedad no pueden cobrar parte del patrimonio personal de los 

socios. Sin embargo, dentro de los tribunales pues han reconocido que estos actos se 

pueden manipular fraudulentamente y por consecuente la evasión de responsabilidades. 

 

Asi también quiero precisar que es importante el de conocer esta información ya que 

 

cuando sto sucede pues los jueces suelen ser quienes prescinden de la persona jurídica y 

responsabilizar de manera directa a quienes se esconden detrás de ello. El segundo tema 

también que gustaría compartir es sobre la responsabilidad que tienen los 

administradores societarios. Por otro lado, los gerentes, directores y administradores de 

una empresa es importante precisar que tienen deberes legales de diligencia y lealtad 

hacia la sociedad y sus socios. Sin embargo, si incumplen en ello pueden ser 

 

responsabilizados personalmente por los daños que estos mismos han causado. El tercer 

tema que también entra en ello es el de los contratos empresariales y sus cláusulas 

abusivas. Donde las empresas especialmente las grandes empresas suelen imponer 

contratos de adhesión donde la contraparte, empresas o proveedores pequeñas o 

distribuidores pues prácticamente no tienen capacidad alguna para negociar los tipos de 
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condiciones que habrán de por medio. Es importante recalcar también que la 

 

jurisprudencia ha venido desarrollando herramientas para controlar esas situaciones, 

donde por consecuente se ha declarado la nulidad de cláusulas manifiestamente 

desproporcionadas o abusivas, incluso en contextos entre empresas, donde 

 

históricamente se asumía que ambas partes tenían las mismas condiciones por igual Y 

por último el cuarto tema del cual también quiero dar a conocer y finalizar en ello es el 

de la jurisprudencia vinculada a la economía digital, donde plataformas como las de 

comercio vía electrónica, asi como las aplicaciones de transporte o reparto, pues han 

generado conflictos jurídicos completamente inéditos. Asi también surgen preguntas 

como, por ejemplo: ¿Qué relación jurídica existe entre una plataforma digital y los 

trabajadores que prestan servicios a través de ella? ¿Cómo se protege a quien contrata 

un servicio pagando con criptomonedas? ¿Qué pasa con los algoritmos que toman 

decisiones empresariales de forma autónoma? Los tribunales están empezando a dar 

 

respuestas a estas preguntas, y esas respuestas están construyendo la jurisprudencia del 

futuro. DESAFÍOS QUE NOS PLANTEA EL FUTURO Llegados a este punto, quiero 

compartir con ustedes algunas reflexiones sobre los desafíos que, a mi modo de ver, 

enfrenta la jurisprudencia empresarial en los próximos años. El desafío más urgente es 

el de la seguridad jurídica. Las empresas necesitan saber de antemano cómo van a ser 

resueltos sus conflictos para poder planificar sus operaciones. Una jurisprudencia 

incoherente o impredecible es un obstáculo para los negocios y, en última instancia, 

para el desarrollo económico. Por eso es tan importante que los tribunales construyan 

criterios estables y que los jueces conozcan bien la realidad empresarial sobre la que 

emiten sus fallos. El segundo desafío es el de la formación. Y aquí me permito 

incluirnos directamente: nosotros, los que estamos estudiando derecho hoy, necesitamos 

prepararnos para un ejercicio profesional que será mucho más complejo y 
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multidisciplinario que el de las generaciones anteriores. El abogado empresarial del 

 

siglo XXI necesita entender de finanzas, de tecnología, de economía de mercado y, cada 

vez más, de ética empresarial. La jurisprudencia seguirá siendo su herramienta 

principal, pero solo podrá usarla bien si tiene ese conocimiento de fondo. El tercer 

 

desafío es ético, y lo considero el más profundo. Las decisiones judiciales en materia 

empresarial no son solo ejercicios técnicos. Tienen consecuencias reales sobre personas 

reales: trabajadores que pierden su empleo en una quiebra, pequeños empresarios que 

son arruinados por cláusulas abusivas, consumidores que son engañados por prácticas 

desleales. La jurisprudencia empresarial tiene una dimensión de justicia que no 

podemos perder de vista, por más sofisticados que sean los argumentos técnicos que se 

manejan en los tribunales. CIERRE: Para cerrar con este discurso, quiero terminar 

diciendo que: La jurisprudencia empresarial, pues es el conjunto de criterios que son en 

su mayoría interpretativos que los tribunales construyen al resolver conflictos dentro del 

mundo de los negocios, siendo uno de los pilares fundamentales la buena fe y la 

autonomía de la voluntad asi como sus grandes doctrinas, como el levantamiento del 

velo societario o la responsabilidad que tienen los administradores siendo asi que pus 

han surgido precisamente de la necesidad de dar respuesta a situaciones que a ley no 

había previsto. Para nosotros, que estamos construyendo nuestra formación jurídica, 

estudiar la jurisprudencia empresarial no es un ejercicio académico abstracto. Es una 

forma de prepararnos para contribuir, desde nuestra futura práctica profesional, a que el 

derecho cumpla su función esencial: ordenar la vida social con justicia. Sin más que 

decir y cerrar con esto, agradezco a todos su atención, a los abogados invitados por su 

 

presencia y por el ejemplo que nos dan, y a nuestro docente por la orientación constante. 

Autor: Vilca Sarmiento, Geovanni Saffir 

Trabajado con IA. 
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28. Jurisprudencia en material empresarial 

INFORME JURÍDICO N.° 002-UPT-CP 

 

A : Dr. Alex Ricardo Zambrano Torres Docente del Curso de Ciencia Política Docente 

de la Universidad Privada de Tacna 

DE : Esthefany Rosmery Villanueva Mamani 

Estudiante del Curso de Ciencia Política - UPT 

ASUNTO : Entrega de Informe de Jurisprudencia en Materia Empresarial 

FECHA : Tacna, 17 de mayo de 2026 

Tengo el agrado de dirigirme a usted con la finalidad de remitirle el presente Informe 

Jurídico: 

 

 

 

I. ASUNTO 

 

El presente informe jurídico tiene como finalidad analizar la importancia de la 

 

jurisprudencia en materia empresarial dentro del ordenamiento jurídico peruano, así 

como su influencia en la interpretación de normas comerciales, societarias, laborales y 

tributarias aplicables a las empresas. Asimismo, se examinan los principales criterios 

jurisprudenciales emitidos por los órganos jurisdiccionales y su impacto en la seguridad 

jurídica, el desarrollo económico y la resolución de conflictos empresariales. 

 

 

 

II. ANTECEDENTES 
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La jurisprudencia constituye una fuente importante del derecho, especialmente en el 

ámbito empresarial, donde las relaciones comerciales evolucionan constantemente. En 

el Perú, los tribunales judiciales, el Tribunal Constitucional, la Corte Suprema y 

organismos administrativos especializados han desarrollado criterios interpretativos 

relevantes para resolver controversias vinculadas a sociedades mercantiles, contratos 

empresariales, competencia, tributación y relaciones laborales. 

Con el crecimiento de la actividad económica y empresarial, la necesidad de contar con 

criterios uniformes y previsibles se ha vuelto indispensable para garantizar estabilidad 

jurídica a inversionistas, empresarios y trabajadores. 

 

 

 

 

III. MARCO NORMATIVO 

 

3.1. Marco Constitucional e Institucional 

Constitución Política del Perú de 1993. 

Principio de libertad de empresa. 

Principio de libre competencia. 

Derecho a la propiedad privada. 

3.2. Marco Legal Empresarial 

Código Civil Peruano. 

Ley General de Sociedades – Ley N.° 26887. 

Código de Protección y Defensa del Consumidor. 

Ley de Títulos Valores. 
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Ley de Reestructuración Patrimonial. 

 

Normativa tributaria y laboral aplicable a empresas. 

 

IV. ANÁLISIS 

 

4.1 Importancia de la Jurisprudencia Empresarial 

 

La jurisprudencia empresarial cumple una función fundamental dentro del derecho, ya 

 

que permite interpretar y aplicar correctamente las normas jurídicas relacionadas con las 

actividades económicas y comerciales. A través de las decisiones emitidas por los 

órganos jurisdiccionales, se establecen criterios uniformes que facilitan la solución de 

conflictos empresariales y contribuyen al fortalecimiento de la seguridad jurídica en el 

ámbito corporativo. Asimismo, permite adaptar el derecho a las nuevas realidades 

económicas y comerciales que surgen constantemente en la sociedad. 

 

4.2 Seguridad Jurídica 

 

Las decisiones judiciales y los precedentes jurisprudenciales generan predictibilidad en 

las relaciones empresariales, permitiendo que las empresas conozcan las consecuencias 

legales de sus actos y operaciones comerciales. Esto brinda mayor confianza a 

inversionistas, empresarios y trabajadores, favoreciendo un entorno económico más 

estable y seguro. La seguridad jurídica resulta indispensable para promover el 

 

crecimiento empresarial y evitar conflictos derivados de interpretaciones ambiguas de la 

ley. 

4.3 Jurisprudencia en Materia Societaria 

 

En materia societaria, los tribunales peruanos han desarrollado importantes criterios 

 

jurisprudenciales relacionados con la organización y funcionamiento de las empresas. 

Entre los principales temas abordados destacan la responsabilidad de socios y gerentes 
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frente a actos irregulares, la nulidad de acuerdos societarios que vulneran la ley o los 

estatutos, la protección de los derechos de accionistas minoritarios y los procedimientos 

de disolución y liquidación de empresas. Estos criterios permiten garantizar un 

adecuado gobierno corporativo y una mayor transparencia empresarial. 

 

4.4 Jurisprudencia Contractual 

 

La jurisprudencia contractual ha permitido precisar la correcta interpretación de los 

contratos comerciales y empresariales. La Corte Suprema ha desarrollado criterios 

vinculados al incumplimiento contractual, el principio de buena fe empresarial, la 

indemnización por daños y perjuicios y la resolución de contratos comerciales. Gracias 

a ello, se busca proteger el equilibrio contractual entre las partes y garantizar el 

cumplimiento de las obligaciones asumidas dentro de las relaciones comerciales. 

 

4.5 Jurisprudencia Tributaria y Laboral 

 

La jurisprudencia también tiene una importante influencia en el ámbito tributario y 

laboral empresarial. En materia tributaria, los tribunales han establecido criterios sobre 

fiscalización, determinación de obligaciones tributarias y aplicación de sanciones 

administrativas. En el ámbito laboral, la jurisprudencia protege los derechos de los 

 

trabajadores, regula la responsabilidad de los empleadores y establece criterios sobre 

 

beneficios sociales, despidos y condiciones laborales. Todo ello contribuye a fortalecer 

el respeto de los derechos fundamentales dentro de la actividad empresarial. 

4.6 Impacto Económico 

 

Una jurisprudencia clara, uniforme y estable favorece el desarrollo económico del país, 

ya que promueve la inversión privada y fortalece la confianza de los agentes 

económicos. Además, facilita la competencia empresarial, impulsa la formalización de 

negocios y contribuye al crecimiento sostenible de las empresas. La correcta 



167 
 

interpretación de las normas jurídicas permite reducir riesgos legales y mejorar el clima 

de negocios dentro del mercado nacional. 

4.7 Problemas Actuales 

 

A pesar de su importancia, la jurisprudencia empresarial aún enfrenta diversas 

dificultades en el sistema jurídico peruano. Entre los principales problemas destacan la 

existencia de interpretaciones contradictorias entre órganos jurisdiccionales, la excesiva 

lentitud de los procesos judiciales y la persistencia de cierta inseguridad jurídica en 

algunos sectores económicos. Estas situaciones generan incertidumbre para las 

empresas y pueden afectar negativamente la inversión y el desarrollo empresarial del 

país. 

4.8 Jurisprudencia y Protección al Consumidor 

 

La jurisprudencia en materia de protección al consumidor ha adquirido gran relevancia 

dentro del derecho empresarial peruano, debido al constante crecimiento de las 

relaciones comerciales entre empresas y consumidores. Los órganos jurisdiccionales y 

administrativos, especialmente INDECOPI, han desarrollado criterios orientados a 

proteger los derechos fundamentales de los consumidores frente a prácticas abusivas, 

publicidad engañosa y cláusulas contractuales desproporcionadas. 

Las resoluciones emitidas en esta materia buscan garantizar que las empresas actúen con 

transparencia, brindando información clara y veraz sobre los productos y servicios que 

ofrecen. Asimismo, la jurisprudencia ha establecido la responsabilidad de las empresas 

frente a productos defectuosos, incumplimientos contractuales y vulneraciones al deber 

de idoneidad. 
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La protección jurisprudencial al consumidor contribuye a fortalecer la confianza en el 

mercado y promueve relaciones comerciales más equilibradas entre proveedores y 

consumidores. 

 

4.9 Jurisprudencia sobre Competencia Desleal 

 

La competencia desleal constituye una de las principales problemáticas dentro del 

ámbito empresarial. La jurisprudencia peruana ha desarrollado importantes criterios 

para sancionar actos que afecten el normal funcionamiento del mercado, tales como 

publicidad engañosa, imitación indebida, actos de confusión y explotación de 

reputación ajena. 

 

INDECOPI, como organismo especializado, ha emitido numerosas resoluciones que 

sirven como referencia para la interpretación de las normas sobre libre competencia. 

Estas decisiones buscan proteger tanto a las empresas como a los consumidores, 

garantizando igualdad de condiciones dentro del mercado. 

 

La jurisprudencia en esta materia cumple además una función preventiva, ya que 

incentiva a las empresas a actuar conforme a principios éticos y legales en sus 

actividades comerciales. 

4.10 Jurisprudencia y Responsabilidad Social Empresarial 

 

En los últimos años, la responsabilidad social empresarial ha cobrado mayor 

 

importancia dentro del derecho empresarial moderno. La jurisprudencia ha empezado a 

reconocer que las empresas no solo tienen obligaciones económicas, sino también 

responsabilidades sociales, ambientales y laborales frente a la comunidad. 
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Las decisiones judiciales relacionadas con contaminación ambiental, derechos laborales 

y protección de comunidades reflejan la necesidad de que las empresas desarrollen sus 

actividades respetando los derechos fundamentales y el desarrollo sostenible. 

De esta manera, la jurisprudencia contribuye a promover un modelo empresarial 

responsable, basado en principios de ética, transparencia y respeto a la sociedad. 

4.11 Influencia de la Jurisprudencia en la Economía Nacional 

 

La estabilidad jurisprudencial tiene una influencia directa sobre la economía nacional y 

el clima de inversiones. Cuando existen criterios judiciales claros y uniformes, las 

empresas pueden desarrollar sus actividades con mayor confianza y seguridad jurídica. 

 

La predictibilidad en las decisiones judiciales permite reducir riesgos económicos y 

facilita la celebración de contratos, inversiones y operaciones comerciales. Por el 

contrario, la existencia de criterios contradictorios genera incertidumbre y puede afectar 

negativamente el crecimiento empresarial. 

En este sentido, la jurisprudencia cumple un rol importante en el fortalecimiento del 

sistema económico y en la consolidación de un mercado competitivo y ordenado. 

4.12 Importancia del Tribunal Constitucional en Materia Empresarial 

 

El Tribunal Constitucional cumple una función esencial en la interpretación de los 

 

derechos económicos reconocidos por la Constitución Política del Perú. A través de sus 

sentencias, ha establecido criterios relacionados con la libertad de empresa, libre 

iniciativa privada, libre competencia y defensa de los derechos fundamentales dentro de 

la actividad empresarial. 
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Asimismo, el Tribunal Constitucional ha señalado que el ejercicio de la actividad 

económica debe desarrollarse respetando el interés público, los derechos de los 

trabajadores y la protección del consumidor. 

 

Sus precedentes tienen gran importancia porque orientan las decisiones de los jueces y 

contribuyen a uniformizar la interpretación constitucional en materia empresarial. 

4.13 Desafíos Actuales del Derecho Empresarial Peruano 

 

El derecho empresarial peruano enfrenta diversos desafíos derivados de la 

globalización, los avances tecnológicos y la evolución constante del mercado. Entre los 

principales retos destacan la regulación del comercio electrónico, la protección de datos 

personales, la digitalización de contratos y la aparición de nuevas formas de negocio. 

La jurisprudencia debe adaptarse constantemente a estas nuevas realidades para 

garantizar soluciones jurídicas eficaces y acordes con el desarrollo económico actual. 

Asimismo, resulta necesario fortalecer la especialización de jueces y magistrados en 

materia empresarial para mejorar la calidad de las decisiones judiciales. 

Finalmente, la modernización del sistema judicial constituye un elemento fundamental 

para garantizar procesos más rápidos, eficientes y transparentes en beneficio de las 

empresas y la sociedad. 

 

V. CONCLUSIONES 

 

La jurisprudencia en materia empresarial constituye una herramienta fundamental para 

la correcta interpretación y aplicación de las normas jurídicas relacionadas con las 

actividades económicas y comerciales. A través de las decisiones emitidas por los 

órganos jurisdiccionales, se logra complementar el contenido de la ley y resolver 
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situaciones que muchas veces no se encuentran reguladas de manera expresa en el 

ordenamiento jurídico. 

Asimismo, la jurisprudencia permite fortalecer la seguridad jurídica dentro del ámbito 

empresarial, ya que proporciona criterios uniformes y predictibles que generan 

confianza tanto en empresarios como en inversionistas y consumidores. La existencia de 

precedentes claros favorece el desarrollo ordenado de las actividades económicas y 

contribuye a reducir conflictos legales dentro del mercado. 

 

En materia societaria y contractual, la jurisprudencia ha desarrollado importantes 

criterios relacionados con la responsabilidad de socios y gerentes, la protección de 

accionistas minoritarios, el incumplimiento de obligaciones contractuales y la 

reparación de daños y perjuicios. Estos aportes permiten una mejor regulación de las 

 

relaciones comerciales y fortalecen el funcionamiento de las empresas dentro del marco 

legal. 

De igual manera, la jurisprudencia tributaria y laboral cumple una función relevante en 

la protección de los derechos de trabajadores y contribuyentes, estableciendo límites al 

ejercicio del poder empresarial y garantizando el respeto de los principios 

constitucionales y laborales reconocidos por el Estado peruano. 

 

Por otro lado, se concluye que la estabilidad jurisprudencial tiene una influencia directa 

sobre el crecimiento económico y la inversión privada, debido a que un sistema jurídico 

predecible genera mayor confianza y fomenta la formalización empresarial. Sin 

embargo, aún persisten problemas como la lentitud judicial, las interpretaciones 

contradictorias y la falta de uniformidad en algunos criterios jurisprudenciales. 

 

Finalmente, la jurisprudencia empresarial representa un elemento esencial para el 

fortalecimiento del derecho empresarial peruano, ya que contribuye a la modernización 
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del sistema jurídico, promueve la solución eficiente de conflictos y favorece el 

 

equilibrio entre el desarrollo económico y la protección de los derechos fundamentales. 

 

VI. SUGERENCIAS Y RECOMENDACIONES 

 

Promover el estudio permanente de la jurisprudencia empresarial en las universidades y 

centros de formación jurídica, con la finalidad de fortalecer el conocimiento práctico del 

derecho empresarial y su aplicación en la realidad económica del país. 

Fomentar la especialización de jueces, fiscales y abogados en materia empresarial, 

tributaria y societaria, a fin de mejorar la calidad de las resoluciones judiciales y 

garantizar decisiones más técnicas y uniformes. 

 

Impulsar la difusión de precedentes vinculantes emitidos por la Corte Suprema, el 

Tribunal Constitucional e INDECOPI, para que las empresas y ciudadanos conozcan los 

principales criterios jurisprudenciales aplicables a las actividades comerciales. 

Fortalecer los mecanismos alternativos de solución de conflictos, como el arbitraje y la 

conciliación, con el objetivo de reducir la carga procesal del Poder Judicial y brindar 

soluciones más rápidas y eficientes a los conflictos empresariales. 

 

Promover la modernización y digitalización del sistema judicial peruano, permitiendo 

una mayor celeridad en los procesos relacionados con actividades empresariales y 

comerciales. 

Incentivar la formalización empresarial mediante políticas públicas que brinden 

seguridad jurídica y estabilidad normativa, favoreciendo así el crecimiento económico y 

la inversión privada. 
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Desarrollar programas de capacitación sobre responsabilidad social empresarial y ética 

corporativa, buscando que las empresas desarrollen sus actividades respetando los 

derechos laborales, ambientales y de los consumidores. 

 

Fortalecer la coordinación entre las instituciones del sistema jurídico y los organismos 

reguladores del mercado, con el propósito de garantizar una aplicación uniforme de las 

normas empresariales y una adecuada protección de la libre competencia. 
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Anexo 4: Casos Emblemáticos Empresariales Resueltos por la Corte Suprema o el 

Tribunal Constitucional 

Caso 1: Protección de la Libertad de Empresa 

 

El Tribunal Constitucional estableció que la libertad de empresa constituye un derecho 

fundamental reconocido por la Constitución Política del Perú, permitiendo a las 
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personas desarrollar actividades económicas dentro del marco legal y respetando el 

interés público. 

Caso 2: Responsabilidad Contractual Empresarial 

 

La Corte Suprema determinó que el incumplimiento injustificado de contratos 

comerciales genera responsabilidad civil y la obligación de indemnizar los daños y 

perjuicios ocasionados a la parte afectada. 

Caso 3: Competencia Desleal 

 

INDECOPI resolvió diversos casos relacionados con publicidad engañosa y actos de 

 

competencia desleal, estableciendo sanciones a empresas que afectaban el mercado y los 

derechos de los consumidores. 

Caso 4: Derechos de Accionistas Minoritarios 

 

El Tribunal Constitucional reconoció la importancia de proteger los derechos de los 

accionistas minoritarios frente a decisiones abusivas adoptadas por la mayoría dentro de 

las sociedades mercantiles. 

Caso 5: Protección al Consumidor 

 

Los órganos jurisdiccionales han emitido criterios relevantes para garantizar la 

 

protección de los consumidores frente a productos defectuosos, cláusulas abusivas y 

servicios deficientes brindados por empresas privadas. 
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